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La obra clásica de Adam Smith, en el campo de la eco-
nomía, tiene como tema central las causas de la riqueza 
de las naciones. Se trata, en efecto, de un texto sobre desa-
rrollo económico. En pocas palabras el planteamiento del 
autor es relativamente sencillo, casi obvio. Consta de tres 
enunciados. Primero, el crecimiento económico depende 
de la productividad de los factores de la producción – tra-
bajo, tierras, capital-, es decir de cuán productivos sean. 
Segundo, la productividad depende, a la vez, de la divi-
sión del trabajo, sea del grado con que se logra utilizar 
cada uno de los factores. Y tercero, la división del trabajo 
depende del tamaño del mercado, en otras palabras, del 
volumen de la producción tanto para el mercado interno 
como para el externo. Queda claro el papel estelar del ta-
maño del mercado como elemento esencial, aunque no 
suficiente, para explicar, en última instancia, la causa de 
la riqueza de las naciones. En el caso de países cuyo mer-
cado interno es pequeño, como el caso de Costa Rica, el 
acceso al mercado internacional reviste gran importan-
cia. De hecho, es una condición necesaria para lograr un 
crecimiento económico rápido y sostenible. La historia 
económica de Costa Rica del siglo XIX en adelante pone 
en evidencia, una y otra vez, el empeño del país por in-
tegrarse a la economía internacional (café, banano) con 
el propósito primordial de vender (exportar) y así poder 
comprar (importar) bienes y servicios.

El por qué para un país pequeño como Costa Rica la 
inserción en la economía internacional resiste una espe-
cial atención no requiere mayor elaboración. Por el con-
trario el cómo llevar a cabo el proceso de esa inserción 
en relación con el comercio internacional (exportacio-
nes e importaciones), las corrientes de capitales (entrada 
y salida del país) y los movimientos de migraciones, es 
otro cantar. Concretamente, llevar a cabo el proceso de la 
apertura comercial es una tarea ardua, plena de dificul-
tades. Esto en vista de los numerosos intereses afectados. 
Este es precisamente el tema del documento de Monge y 
Rivera. Ellos incursionan en el área de la economía políti-
ca de la apertura comercial. Este término para los autores 
se refiere a estudios interdisciplinarios para determinar 
la influencia de los actores principales que determinan 
el diseño e implementación de las políticas públicas. Los 
autores analizan tres casos. Uno es de carácter general: 
CAFTA. Los otros dos se refieren a dos productos agrí-
colas: el arroz y el azúcar. Analizan los autores cuáles son 
los principales participantes en el debate. Cuáles son sus 
argumentos y sus puntos de vista. Explican cuáles son 
sus diversos motivos: económicos, políticos, ideológicos. 
Cuáles son sus instrumentos para ejercer su influencia 

en el proceso de la toma de decisiones. Y cómo llegan a 
capturar las políticas públicas para favorecer sus propios 
intereses, sin considerar el efecto sobre la sociedad en ge-
neral.

En los tres casos analizados los autores utilizan la me-
todología del cálculo de la distribución política (CDP). El 
mapeo del contexto sociopolítico y económico permite 
determinar las principales fuerzas y grupos involucrados 
en el forcejeo de los temas en discusión. Se trata en defi-
nitivo de intentar dar respuesta a la pregunta de ¿por qué 
aconteció, lo que aconteció?

Las conclusiones de los tres casos analizados por los 
autores son importantes. En cuanto al referéndum sobre 
el CAFTA el resultado ha sido satisfactorio para el país. 
De hecho, se dio un espaldarazo de singular trascenden-
cia al proceso de la apertura comercial. Por el contrario, 
en el caso del azúcar y del arroz el resultado no ha sido 
feliz para el país. En efecto, los grupos de interés han lo-
grado capturar el proceso de la apertura comercial. Han 
logrado, de hecho, mantener cautivo el mercado nacional 
gracias al proteccionismo. Esto a pesar del significativo 
costo social originado en la cuantiosa transferencia de 
fondos de grupos de bajos ingresos a grupos de ingresos 
mucho más elevados.

Los autores consideran satisfactorios, en términos ge-
nerales, los resultados del proceso de la apertura comer-
cial de Costa Rica. Sin embargo, consideran el proceso 
inconcluso según sus propias palabras.

Del documento podrían señalarse tres temas en los 
cuales poner énfasis para impulsar el proceso de la aper-
tura. Primero, suministrar información adecuada a los 
grupos de interés sobre las ventajas de la apertura comer-
cial y de sus dificultades; de esta manera, ellos podrían 
tomar sus decisiones con mejores elementos de juicio. 
Segundo, reconocer la necesidad de compensar cuanto 
antes a los posibles “perdedores” del proceso de apertura 
para incorporarlos de nuevo a las actividades de la pro-
ducción nacional. Tercero, “blindar” mejor las institucio-
nes públicas responsables del proceso de apertura ante el 
propósito de los grupos de interés de capturar las políti-
cas públicas. 

El aporte de Monge y Rivera representa un paso im-
portante para entender mejor la economía política de la 
apertura comercial y de la importancia de poner un re-
novado empeño en avanzar, sin titubeos, por este camino 
como elemento esencial para acelerar el desarrollo eco-
nómico del país.

Eduardo Lizano Fait
Presidente

Academia de Centroamérica

PRÓLOGO
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1. INTRODUCCIÓN
Uno de los cambios más significativos experimenta-

dos por Costa Rica en los últimos 40 años es el avance en 
la apertura económica del país, a través de reducciones 
arancelarias unilaterales, competencia en mercados ante-
riormente cautivos por empresas del estado, la atracción 
de inversión extranjera directa (IED) y la diversificación 
de la oferta de exportación, la adhesión al GATT y la 
Organización Mundial del Comercio (OMC), y la fir-
ma de Acuerdos Comerciales Preferenciales (ACP).1 Al 
mismo tiempo, la integración de Costa Rica en la econo-
mía mundial se ha visto reforzada por la revolución en 
las tecnologías de información y comunicación (TIC), la 
reducción de las barreras comerciales lograda por nego-
ciaciones comerciales multilaterales y bilaterales, la dis-
minución de los costos de transporte, el auge de las em-
presas logísticas, la reducción de los costos de ejecución 
de los contratos y una mejor protección de los derechos 
de propiedad intelectual en muchos países (Blyde, 2014). 

Costa Rica es un actor comercial global, cada vez más 
integrado en el comercio mundial por medio de la IED 
y las cadenas globales de valor (CGV). Cambios estruc-
turales en los sectores productivos desde la agricultura 
hacia actividades de mayor valor agregado, una oferta 
de exportación cada vez más diversificada y esfuerzos 
para mejorar el clima de negocios del país son resulta-
dos directos del desarrollo de políticas comerciales en 
las últimas tres décadas (Monge-González, et al., 2016). 
El país ha profundizado la apertura comercial iniciada a 
mediados de los 80, junto con una mayor integración a 
los mercados internacionales. Para lograr esto, además de 
un norte de política comercial clara y consistente, el país 
ha creado un marco institucional robusto para apoyar el 
comercio exterior (COMEX, 2012).

La política comercial se ha focalizado en una inte-
gración cada vez mayor con la economía global. Si bien 
todavía hay algunos sectores empresariales, políticos 
y representantes de la sociedad civil que se oponen a la 
apertura comercial y al proceso de liberalización, hay un 
fuerte apoyo a la estrategia de desarrollo liderada por el 
comercio y las inversiones extranjeras. Por ejemplo, des-
de 1986, ha habido ocho cambios en la administración 
gubernamental de Costa Rica (con tres partidos de di-
ferentes enfoques políticos e ideológicos). Aun así, pa-
ralelamente a la falta de avances significativos en otras 

políticas nacionales relevantes para el desarrollo (por 
ejemplo, el balance fiscal y la infraestructura), el compro-
miso político con el comercio y la integración global se 
ha mantenido.2

En las últimas dos décadas, la política comercial se ha 
basado principalmente en la búsqueda de Acuerdos Co-
merciales Preferenciales (ACP). El país ha firmado más 
de una docena de ACP. En particular, el Acuerdo de Libre 
Comercio entre la República Dominicana, América Cen-
tral y Estados Unidos (DR-CAFTA por sus siglas en in-
glés), el Acuerdo de Asociación entre la Unión Europea y 
América Central (UE-CAAA por sus siglas en inglés) y los 
Tratados de Libre Comercio con México, Colombia, Sin-
gapur, Chile y China, entre otros. Destaca el hecho que en 
todos los acuerdos comerciales se han implementado ex-
cepciones en la reducción de tarifas, períodos extendidos 
de eliminación arancelaria, normas especiales de origen, 
garantías, contingentes arancelarios y otros mecanismos 
para proteger bienes o servicios considerados “sensibles.” 
Esto por cuanto durante el proceso de negociación de los 
acuerdos, grupos de interés han tenido éxito en mante-
ner la protección de sus productos o industrias (Rivera y 
Rojas-Romagosa, 2010). Así, todavía hay industrias pro-
tegidas de la competencia de las importaciones a través 
de barreras arancelarias y no arancelarias, principalmen-
te productos agrícolas y agroindustriales. Esto crea una 
carga significativa para los productores manufactureros 
(procesamiento de alimentos) y los consumidores finales 
(principalmente a los más pobres).

Estas aparentes contradicciones, ante un proceso de 
apertura que ha sido exitoso en general (tal y como se 
muestra más adelante) y que se ha mantenido como un 
norte de política pública por tres décadas, constituye la 
motivación de este trabajo. El documento tiene como 
objetivo contribuir a la comprensión de las principales 
fuerzas políticas que dieron forma al proceso de apertura 
comercial, así como analizar sus beneficios y los costos de 
no concluir el proceso de apertura. Utilizamos un enfo-
que de economía política3 para analizar cómo diferentes 
grupos de presión organizados han participado, influido 
y logrado incorporar sus intereses particulares en la po-
lítica comercial  desde mediados de los años ochenta. El 
análisis de economía política se centra en los principales 
actores y fuerzas que influencian la política comercial y 
determinan sus resultados. El proceso de apertura co-

1 Incluidos los Tratados de Libre Comercio (TLC), Acuerdos de Asociación y otras formas de integración comercial regional y bilateral.
2 En una reciente encuesta del BID el 66% de los costarricenses están a favor la participación de Costa Rica en el comercio internacional, un poco por debajo del 
promedio de América Latina de 73% (https://blogs.iadb.org/integration-trade/en/latin-americans-on-board-trade/).
3 En términos generales, el término economía política se utiliza comúnmente para referirse a estudios interdisciplinarios que se apoyan en la economía, la sociología, 
la antropología, el derecho y la ciencia política para entender cómo las instituciones y los entornos políticos influyen sobre la conducta de los mercados.
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mercial en Costa Rica se evalúa desde la perspectiva del 
cambio de estrategia en los 80s y dos episodios reveladores 
con relevancia histórica que demuestran en la práctica la 
realidad de la formulación de políticas: a) el referéndum 
del DR-CAFTA y b) el proteccionismo de las actividades 
del arroz y el azúcar. Se pretende así, en términos gene-
rales, contestar a tres preguntas: ¿Cómo se ha logrado el 
proceso de apertura en Costa Rica? ¿Qué beneficios se 
han alcanzado? y ¿Qué costos se enfrentan aún por no 
concluir el proceso de apertura?

Para sintetizar los resultados del análisis, para cada 
episodio revelador presentamos una hoja de cálculo de 
la distribución política (DPS por sus siglas en inglés), que 
describe las principales fuerzas involucradas en el proce-
so de diseño, promoción e implementación de políticas 
y sus instrumentos relacionados. De esta manera se re-
sume la capacidad de generar acción política por parte 
de los actores opositores y de apoyo a cada instrumento 
de política, así como los beneficios esperados de apoyar 
u oponerse a una política (la magnitud y reparto de be-
neficios).4

En particular, en este estudio se abordan varias pre-
guntas específicas. En primer lugar, ¿Cómo fue el pro-
ceso de apertura comercial iniciado en los 80s y cuáles 
sus antecedentes? Seguidamente: ¿Cómo y por qué fue 
ratificado el DR-CAFTA? ¿Qué explica el patrón de apo-
yo y oposición al acuerdo? Además, ¿Por qué, a pesar del 
intenso conflicto alrededor del DR-CAFTA, las adminis-
traciones posteriores (incluyendo las lideradas por parti-
dos de centroizquierda que originalmente se opusieron al 
tratado) respetaron el compromiso del país con la aper-
tura comercial y la integración con la economía global?   

Asimismo, exploramos por qué, a pesar del fuerte 
apoyo político a la apertura comercial en el país, los pro-
ductos agrícolas en industrias como el arroz y el azúcar 
permanecen fuertemente protegidos de las importacio-
nes. ¿Cuáles son las fuentes de la protección continua? 
¿Cómo y por qué los agricultores locales han tenido éxito 
en obtener y mantener altos niveles de protección comer-
cial y subsidios para esos dos importantes componentes 
de la canasta básica de los hogares? ¿Por qué ha sido in-
eficaz la oposición a estas políticas socialmente perjudi-
ciales?

Con respecto a la primera pregunta, encontramos que 
superar la crisis económica a principios de la década de 

los 80 generó un consenso entre aliados influyentes (lo-
cales y externos), para cambiar el modelo de desarrollo. 
Los resultados positivos del nuevo modelo orientado a la 
exportación crearon nuevos grupos de interés a favor de 
éste, así como una nueva cultura política que entendió la 
importancia de integrarse a los mercados internacionales. 
La reforma institucional para implementar y administrar 
el nuevo modelo de promoción de exportaciones fue crí-
tica para consolidar y mantener el proceso de apertura.

	 Con respecto al DR-CAFTA, el acuerdo comer-
cial fue ratificado después de un largo proceso de nego-
ciación, confrontación entre posiciones políticas opues-
tas, una elección presidencial, discusiones en el congreso 
y, finalmente, a través del primer referéndum organizado 
en Costa Rica. Fue un paso lógico para fortalecer la aper-
tura comercial y el modelo de crecimiento a través de la 
promoción de las exportaciones, reforzado por la aper-
tura de los mercados de telecomunicaciones y seguros 
a la competencia privada. El enfoque en la negociación 
(excluidos dos productos agrícolas importantes y proce-
sos de desgravación de largo plazo para abrir el mercado 
nacional a productos sensibles), una mejor organización 
de los grupos a favor del acuerdo y su estrategia (educar, 
motivar y movilizar), un mensaje claro acerca de los ar-
gumentos a favor del tratado, y la credibilidad y el apoyo 
del presidente Arias al proceso, fueron factores críticos a 
favor de la aprobación del DR-CAFTA en el referéndum.

Al explicar los patrones de apoyo y oposición al acuer-
do, encontramos que más allá de los resultados esperados 
para sectores particulares y para el país en general, la dis-
cusión del DR-CAFTA, en su esencia, fue una confron-
tación entre los partidarios de un “modelo orientado a la 
exportación” con un estado más pequeño, la eliminación 
de los monopolios estatales a través de la introducción 
de la competencia (en lugar de privatizaciones de las em-
presas estatales) y la asignación de recursos a través de 
precios de mercado; y los promotores de un “modelo de 
desarrollo centrado en el estado” con intervencionismo, 
monopolios públicos y controles de precios para asignar 
recursos y distribuir el ingreso.

Finalmente, respondiendo al por qué las administra-
ciones posteriores (incluidas las que originalmente se 
opusieron al acuerdo) reforzaron el compromiso del país 
con la apertura comercial y una mayor integración con 
la economía global, encontramos que la aprobación de 

4 El incentivo para una política es el objetivo principal para conseguir acciones de apoyo u oposición. En la DPS se describen las variables de acción colectiva de 
grupos de interés (número de participantes, recursos disponibles, costo de organización). Los intereses y la influencia política de los actores principales determinan 
el diseño y la implementación de la política final. La información requerida para la DPS se obtiene a través de fuentes como: a) entrevistas con actores clave (actores 
políticos y partes interesadas); b) análisis de propuestas de proyectos de ley, archivos de discusiones y audiencias en el congreso (cuando corresponde); c) leyes 
aprobadas, documentos de regulación y política; y d) literatura relevante. La DPS resume (mas no  sustituye) el análisis de los beneficios y costos de la acción política 
y su resultado en la política (Baron, 2012).
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la implementación de la agenda del DR-CAFTA (parti-
cularmente la apertura de los mercados domésticos de 
telecomunicaciones y seguros), la falta de capitalización 
política del movimiento del NO al tratado, la falta de un 
modelo alternativo realista para el comercio con Estados 
Unidos y el resto de los países de América Central, entre 
otros, implicaban altos costos políticos y económicos de 
modificar o renegociar el acuerdo. Más de una década 
después de que el DR-CAFTA fue aprobado, la discusión 
sobre el futuro de Costa Rica se enfoca más en abordar 
cuestiones relativas a cómo hacer que la estrategia actual 
de desarrollo sea más inclusiva y sostenible, y no sobre 
la continuidad de un modelo de desarrollo basado en la 
integración con los mercados globales.

En relación con la segunda pregunta, encontramos 
que la persistencia del proteccionismo y las intervencio-
nes en los mercados agrícolas, en particular las industrias 
del arroz y el azúcar son el resultado de la estructura de 
la industria (altamente concentrada en un pequeño gru-
po y poderoso de agricultores y molineros), lo que les 
permite hacer un cabildeo efectivo para la búsqueda de 
tarifas y otras barreras comerciales. Una situación que se 
ve empeorada por una débil oposición por parte de los 
consumidores y el desinterés de los gobiernos acerca de 
los efectos negativos del proteccionismo comercial para 
los pequeños agricultores y consumidores. En lugar de 
seguir una política de desarrollo productiva razonable 
(con modernización tecnológica, inversiones en infraes-
tructura de riego y programas de manejo del recurso hí-
dricos, control de degradación del suelo, adaptación a los 
impactos del cambio climático, entre otros), la política 
principal dirigida hacia las industrias del arroz y el azúcar 
ha sido la protección ante las importaciones (con barre-
ras arancelarias y no arancelarias) y el control de precios 
locales, inclusive delegando en estos grupos de interés la 
definición de la política pública en esta materia. 

Esos instrumentos no han tenido éxito en mejorar la 
productividad, han creado rentas a un pequeño grupo 
de agricultores e industriales, transferido ingresos de los 
consumidores a los productores y mantenido por años 
los precios nacionales superiores a los internacionales. 
Estos resultados son contradictorios a los objetivos (ge-
neralmente argumentados) de seguridad alimentaria y 
rentabilidad social. En este sentido, Costa Rica requiere 
reformas institucionales, trasladando todos los instru-
mentos de política comercial al Ministerio de Comercio 
Exterior (COMEX) y dedicando los esfuerzos de los Mi-
nisterios de Economía, Industria y Comercio (MEIC) y 
Agricultura (MAG) a intervenciones óptimas para mejo-
rar la productividad y la competitividad a través de Po-

líticas de Desarrollo Productivo (PDP) coherentes y bien 
diseñadas.

Las instituciones son determinantes claves del desa-
rrollo económico (North, 1991; OCDE /CAF/CEPAL, 
2018). La creación de instituciones inclusivas es deter-
minante para alcanzar los efectos positivos de la política 
pública. Cuando las decisiones de política pública (como 
la política comercial) son capturadas por las élites o inte-
reses especiales, que no son consistentes con un comercio 
más libre y las mejoras de bienestar para la sociedad, en-
tonces los efectos económicos y sociales dinámicos posi-
tivos del comercio no se pueden concretar (Acemoglu y 
Robinson, 2012). Por lo tanto, el desarrollo institucional 
es un elemento central para el diseño y la implementa-
ción de políticas públicas coherentes. La solidez de una 
política comercial más libre y su resiliencia de largo plazo 
requieren instituciones sólidas y una estructura organiza-
tiva en evolución (y mejora continua) entre las agencias 
públicas, los responsables de las políticas y los actores 
privados.

Por lo que sabemos, ningún estudio ha realizado el 
tipo de análisis llevado a cabo en este trabajo para el pe-
ríodo considerado (mediados de la década de 1980 hasta 
el 2018), excepto por Monge-González y González-Vega 
(1994) para la primera parte del proceso de apertura de 
Costa Rica (mediados de la década de 1980 hasta 1992), 
otros análisis para episodios específicos, como el referén-
dum del DR-CAFTA (Finley-Brook y Hoyt, 2009; Willis 
y Seiz, 2012; Urbatsch, 2013;  Hicks, Milner y Tingley, 
2014), y la protección de actividades específicas que com-
piten con importaciones, como el arroz, azúcar, pollo y 
los productos lácteos (Stewart, 2007; Trejos et al, 2010; 
Rivera y Rojas-Romagosa, 2010). El estudio tiene cinco 
secciones, incluyendo la introducción. En la segunda  
sección describimos el proceso de apertura de la econo-
mía costarricense desde mitad de los ochentas, sus an-
tecedentes, etapas, principales participantes y desarrollo 
del marco institucional. En la tercera sección, presenta-
mos el análisis de la economía política del DR-CAFTA. 
La cuarta sección está dedicada a la economía política 
del proteccionismo agrícola con énfasis en la industria 
del arroz y el azúcar. La quinta y última sección presenta 
los principales hallazgos y recomendaciones de política 
pública que surgen de todo el estudio.

2. EL PROCESO DE APERTURA COMERCIAL 
INICIADO EN LOS 80s

a. Antecedentes
En los años sesenta y setenta, Costa Rica adoptó un 
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modelo de sustitución de importaciones como nueva es-
trategia de desarrollo, con una activa intervención guber-
namental. Durante este período, las políticas del gobier-
no respondieron a las demandas de grupos de presión, 
especialmente de asociaciones empresariales. La inter-
vención gubernamental (promulgación de nuevas leyes, 
controles regulatorios y creación de empresas públicas) 
generó oportunidades para que surgieran actividades 
buscadoras de beneficios que no son directamente pro-
ductivas (DUP por sus siglas en inglés; Monge-González, 
1994).5 Estas actividades DUP crearon rentas e introdu-
jeron todo tipo de distorsiones en la economía costarri-
cense. Como resultado se dio una asignación ineficiente 
de recursos y un impacto negativo en el crecimiento de la 
producción, así como una reducción de bienestar para la 
mayor parte de la población.

Desde el punto de vista de economía política, surgie-
ron gradualmente grupos de interés, como el de la mano 
de obra urbana (trabajadores de la industria manufac-
turera), la burocracia (expansión del sector público), la 
clase media industrial y la clase media profesional (ge-
rentes, economistas, abogados, técnicos), que intentaron 
capturar una porción más grande de los beneficios a tra-
vés de su participación en el proceso político. Es impor-
tante mencionar que en ese momento (y en el presente) 
el proceso avanzó a través de mecanismos democráticos: 
actividades formales e informales de negociación y nue-
vas organizaciones colectivas (sindicatos, cámaras de 
empresarios, asociaciones profesionales, asociaciones de 
organizaciones, cooperativas y otros), influyendo cada 
vez más en las decisiones de política (Monge-González y 
González-Vega, 1995).

Durante las décadas de sustitución de importacio-
nes e intervencionismo, el gobierno se convirtió en un 
distribuidor de rentas y un productor, en contraste con 
el papel de regulador desempeñado durante el modelo 
agroexportador anterior (Lizano, 1992).6 La interven-
ción del gobierno fue consistente con la teoría del estado 
depredador, un mecanismo enorme de transferencia de 
riqueza e ingresos entre diferentes grupos sociales, ma-
nipulado por grupos de interés poderosos que buscan su 

propio bienestar, a costas de la sociedad (Rausser, 1982; 
Monge-González, 1994).

Desde una perspectiva económica, la protección de 
una actividad implica una carga para cualquier otra ac-
tividad que no tenga el mismo nivel de protección. Ade-
más, según el teorema de la simetría de Lerner (Lerner, 
1936), un arancel es al mismo tiempo un impuesto a la 
exportación de la misma magnitud, dado su impacto en 
los precios relativos. En el caso de Costa Rica, el modelo 
de sustitución de importaciones produjo un traslado del 
66 por ciento de la protección nominal promedio para 
actividades que competían con importaciones, hacia las 
exportaciones (es decir, un impuesto implícito del 55 por 
ciento). Por otra parte, la protección a las actividades que 
competían con importaciones redujo en el país sus ex-
portaciones anuales en un 18,3 por ciento.7

Cabe destacar la existencia de otros factores que au-
mentaron aún más el sesgo en contra de las exportacio-
nes en Costa Rica durante el modelo de sustitución de 
importaciones. Específicamente, la competitividad de los 
productos costarricenses se vio afectada de manera nega-
tiva por el mal estado de la infraestructura, la escasez de 
conexiones de transporte con los mercados grandes, los 
procedimientos inconvenientes para exportar y la falta de 
cultura empresarial exportadora (Agosín, Gitli y Vargas, 
1996). Además, la política del tipo de cambio desalenta-
ba las exportaciones, ya que el colón (moneda nacional) 
se mantuvo sobrevaluado durante la mayor parte de este 
período, lo que implicaba otro impuesto implícito sobre 
el sector exportador (Monge-González y González-Vega, 
1994).

Las características de la política comercial durante el 
modelo de sustitución de importaciones también limita-
ron la atracción de flujos de inversión extranjera direc-
ta (IED), destinados a producir bienes no tradicionales 
para exportar. Debido a esto, se decidió a finales de los 
años 70 usar medidas compensatorias (incentivos fisca-
les) para atraer empresas extranjeras cuya producción se 
orientara a exportar a terceros mercados. Así, el régimen 
de Zonas Francas (ZF) comenzó en diciembre de 1981, 
a través de la ley de zonas de procesamiento de expor-

5 De acuerdo con Bhagwati (1991), las actividades buscadoras de beneficios, pero que no son directamente productivas (actividades DUP), son definidas como 
formas de lograr ingresos mediante la realización de actividades que no son inmediatamente productivas, en su impacto primario, en el sentido de que producen 
rendimientos pecuniarios pero no producen bienes y servicios que entren en una función de utilidad convencional o como insumos en la producción de otros  bienes 
o servicios.  Un ejemplo típico de tales actividades es el cabildeo en búsqueda de aranceles de importación destinados a obtener ingresos pecuniarios aumentando 
los aranceles y, por lo tanto, los ingresos de factores. Si bien estas actividades son rentables, su producto es cero. Por lo tanto, son un desperdicio en su primer 
impacto. Recordando la distinción de Pareto entre producción y depredación, utilizan recursos reales para producir ganancias (particulares) pero no productos.
6 Desde mediados del siglo XIX y por más de cien años, Costa Rica adoptó una estrategia de desarrollo agroexportador. Primeramente con la actividad cafetalera, 
luego con la industria bananera y en menor medida, el algodón, azúcar y carne. Durante el desarrollo de la estrategia agroexportadora, dadas la disponibilidad de 
recursos del país, con una abundancia relativa de trabajo no calificado y la demanda de productos primarios por los países industrializados, Costa Rica utilizó sus 
ventajas comparativas para producir y exportar productos agrícolas que requerían un bajo grado de industrialización (Monge-González y Rivera, 2019).
7 La protección de actividades que compiten con las importaciones redujo las exportaciones anuales de Costa Rica en 304 millones de dólares en 1989. Ver Monge-
González (1992) para más detalles.
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taciones y parques industriales (Ley 6695). A través de 
esta ley, nuevos incentivos fueron concedidos a empresas 
extranjeras para invertir en Costa Rica. En términos ge-
nerales, aunque las autoridades costarricenses mantuvie-
ron la estrategia de sustitución de importaciones como 
modelo de desarrollo económico desde los años 60s has-
ta mediados de los 80s, reconocieron la importancia de 
diversificar las exportaciones del país, tanto en términos 
de productos como de destinos. De hecho, no solo había 
interés en crear instrumentos de política comercial para 
promover las exportaciones no tradicionales a terceros 
mercados, sino que también se inició la creación de un 
marco institucional para tal efecto (infraestructura ins-
titucional). Estos primeros esfuerzos no proporcionaron 
los resultados esperados debido al alto sesgo en contra de 
las exportaciones producido por la protección a las acti-
vidades sustitutas de importaciones y la sobrevaluación 
de la moneda nacional. En contraste y en respuesta a la 
crisis económica de finales de los 70s y principios de los 
80s, las autoridades costarricenses iniciaron un proceso 
de liberalización comercial agresivo. 

b. Reformas comerciales implementadas 
Durante la década de los 70, varios eventos contribu-

yeron a la crisis económica más profunda de la historia 
de Costa Rica. Esta crisis evidenció la necesidad de cam-
biar la estrategia de desarrollo. La crisis fue resultado de 
una combinación de factores estructurales y de corto pla-
zo. El determinante estructural fue el contraste entre las 
características básicas del país (un mercado interno pe-
queño, abundancia de mano de obra y recursos naturales 
muy especializados) y características de la estrategia de 
desarrollo de sustitución de importaciones. Por otra par-
te, los determinantes a corto plazo de la crisis incluían la 
crisis del petróleo y el auge del café después de mediados 
de los 70s y las inconvenientes políticas internas adopta-
das en respuesta a esa crisis, seguidos por la recesión y la 
inflación internacional al final de esa década y principios 
de los 80 (González-Vega, 1984; 1989). 

Para superar la crisis, las autoridades costarricenses 
decidieron promover un nuevo modelo de desarrollo 
basado en la exportación de bienes y servicios no tradi-
cionales a terceros mercados8: un modelo orientado a la 
exportación. El objetivo fue una mayor integración de la 
economía costarricense en el mercado mundial, ya que 

los mercados nacional y centroamericano estaban limita-
dos a crecer en el largo plazo. La economía costarricen-
se tenía que ser más competitiva en otros mercados. El 
obstáculo principal era el sesgo anti-exportador genera-
do por la estrategia de sustitución de importaciones y la 
sobrevaluación de la moneda nacional. En respuesta, en 
los 80s las autoridades costarricenses adoptaron nuevas 
políticas comerciales y de otro tipo para implementar el 
nuevo modelo orientado a la exportación.

Una política central que facilitó el crecimiento de las 
exportaciones no tradicionales durante los primeros años 
del modelo orientado a la exportación fue la reducción 
de las barreras arancelarias y no arancelarias a las impor-
taciones de insumos y bienes de capital, el establecimien-
to de nuevos incentivos para las exportaciones no tradi-
cionales y la adopción de una política de tipo de cambio 
flexible. Estas medidas concedieron a las exportaciones 
no tradicionales un régimen de política comercial neutral, 
es decir, un conjunto de políticas que permite que las ac-
tividades de exportación compitan en mercados interna-
cionales en condiciones similares a las que prevalecen en 
ausencia de distorsiones de política (Monge-González y 
Corrales-Quesada, 1988).9

Sin embargo, el régimen de política comercial neutral 
no garantiza a los exportadores un nivel de incentivos 
iguales a las actividades que compiten con las importa-
ciones. La única forma de eliminar este sesgo en contra 
de las exportaciones fue a través de la adopción de un 
régimen de neutralidad expandida (Rhee, 1984). Por esta 
razón, además de mejorar los incentivos para las acti-
vidades de exportación, las autoridades costarricenses 
implementaron en los inicios del modelo de promoción 
de exportaciones un proceso unilateral de liberalización 
del comercio (eliminación de barreras arancelarias y no 
arancelarias a las importaciones).

Al mismo tiempo, muchas actividades sustitutas de las 
importaciones cambiaron el destino de sus exportaciones 
de América Central hacia los mercados de terceros países, 
como resultado de las nuevas políticas (Corrales-Quesa-
da y Monge-González, 1990). Así, el movimiento hacia 
una nueva estrategia de desarrollo fue facilitado ya que 
los grupos de productores asociados con la sustitución 
de importaciones movilizaron parte de sus recursos hacia 
las nuevas actividades productivas, cada vez más renta-
bles, promovidas por el modelo de exportación.

La oposición al cambio se vio cada vez más reducida 

8Es decir, otros mercados diferentes al resto de Centro América.
9 Según Rhee (1984), este régimen permitiría que el valor agregado en los productos exportados, medido a precios internacionales, sea el mismo que se obtendría en 
el marco del libre comercio (eliminación del sesgo absoluto en contra de exportaciones). En general, un régimen neutral debe garantizar al sector exportador un tipo 
de cambio competitivo, el libre comercio en sus propios insumos y productos (eliminación de todo tipo de impuestos sobre los insumos y sobre las exportaciones 
mismas), un mercado financiero y política monetaria competitiva, un mercado para insumos primarios (factores) competitivos y el establecimiento de un sistema 
tributario no discriminatorio.
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ante las nuevas oportunidades de negocios emergentes 
para las empresas (Lizano, 1992).

El sistema proteccionista costarricense fue modifica-
do en 1986 a través de la apertura comercial unilateral, 
dejando solo tres clases de impuestos ad valorem sobre 
las importaciones: una tarifa uniforme para las mercan-
cías incluidas en el acuerdo del Mercado Común Cen-
troamericano (MCCA), que reemplazaba la tarifa previa 
y otros impuestos específicos; un recargo a las importa-
ciones administrado por el Banco Central de Costa Rica 
(BCCR); y un impuesto generalizado del uno por ciento 
sobre el valor de todas las importaciones.10

Las barreras no arancelarias, por otro lado, se aplica-
ron en Costa Rica a algunos productos agrícolas y a las 
importaciones de bienes producidos por empresas estata-
les durante la estrategia de sustitución de importaciones 
y durante la primera parte del modelo de promoción de 
exportaciones. Aunque Costa Rica continuó avanzando 
en la eliminación de las barreras no arancelarias a las im-
portaciones, todavía existen barreras de este tipo, especí-
ficamente en el caso del arroz y el azúcar (analizado más 

adelante).
En resumen, la política de liberalización comercial 

unilateral puede dividirse en tres etapas. Primero entre 
1986 y 1995, caracterizada por un proceso de reduc-
ción arancelaria sostenido y sistemático, que simplificó 
y redujo significativamente el alto proteccionismo que 
existía hasta 1985 (es decir, el arancel promedio de im-
portación). Una segunda etapa entre 1996 y 1999, con 
reducciones de tarifas puntuales para materias primas e 
insumos, pero no para bienes finales. La tercera etapa, 
entre 2000 y el presente (2019), evidencia la pausa de la 
política de apertura unilateral, con un arancel de impor-
tación promedio de 6% que se ha mantenido desde mu-
chos años atrás (Gráfico 1). 

Adicionalmente, la estrategia para abrir mercados 
internacionales para las exportaciones costarricenses 
incluyó la adhesión del país al GATT y la Organización 
Mundial del Comercio (OMC) y la firma de acuerdos 
comerciales bilaterales y multilaterales. En 1990, Costa 
Rica se unió al GATT, adquiriendo derechos y obliga-
ciones que darían seguridad a sus relaciones comerciales 

10 Los recargos a la importación por parte del Banco Central fueron la segunda barrera arancelaria más importante en Costa Rica en 1990. Bajaron gradualmente 
desde 1985 y en 1990 sus tasas estaban entre cuatro y seis por ciento para la mayoría de los bienes, excepto el capital, para el cual la tasa era del dos por ciento 
(los recargos se eliminaron en 1992, como parte del proceso de liberalización del tipo de cambio).
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Fuente: Elaboración propia con datos del Banco Central de Costa Rica y COMEX.
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11 Se puede encontrar una discusión amplia en COMEX (2011).
12 Véase Lizano (1987); Monge-González y Rosales (1998); Trejos et al. (2007); Arroyo et al. (2013); Umaña (2013); Mata y Santamaría (2017).  
13 Además, se puede argumentar que si bien las nuevas ideas fueron aceptadas gradualmente por profesionales, académicos y círculos políticos, instituciones 
financieras internacionales, como el Fondo Monetario Internacional (FMI), el Banco Mundial y el Banco Interamericano de Desarrollo (BID) dirigieron sus préstamos 
a proyectos que apoyaron la nueva estrategia de desarrollo (Lizano, 1992). Así, los nuevos intereses de los grupos dominantes, las ideas procedentes de los intelec-
tuales y las condiciones de préstamo de los prestamistas internacionales trabajaron mano a mano desde 1984 para cambiar el modelo de desarrollo.

y, por tanto, a inversiones relacionadas con el comercio 
exterior. La adhesión al GATT (más tarde la OMC), tuvo 
un impacto decisivo en el crecimiento económico y el 
potencial de desarrollo del país. Dio acceso a diferentes 
herramientas como el mecanismo de solución de con-
troversias, para hacer valer sus derechos y total partici-
pación del país en las negociaciones y decisiones de la 
Ronda Uruguay. 

El resultado final de las negociaciones de la Ronda 
Uruguay fue un compendio de acuerdos relevantes, que 
constituyen la base legal en el cual se basa el funciona-
miento de la OMC. Costa Rica es signataria de estos 
acuerdos y se convirtió en miembro de la OMC en 1994, 
el año de su creación. Sumada a la adhesión al GATT/
OMC, desde 1991 Costa Rica ha consolidado negocia-
ciones comerciales con muchos de sus socios principales, 
incluyendo México, República Dominicana, el resto de 
los países centroamericanos, Chile, Canadá, los países 
del Caribe, Estados Unidos, Panamá, Singapur, China, 
Corea del Sur, Perú, Colombia y la Unión Europea.11 

A pesar del proceso de apertura seguido por Costa 
Rica desde más de tres décadas, todavía hay tarifas altas en 
importaciones de diversas actividades agrícolas, que pro-
ducen materias primas y bienes finales, relevantes para  
el sector agroindustrial y los consumidores (Cuadro 1). 

Al comparar los niveles arancelarios de 1999 y 2009 
con los del 2016, parece que los productores de estos bie-
nes han tenido éxito en preservar sus niveles de protec-

ción durante las últimas dos décadas.
Además, los productos agrícolas han sido excluidos 

de la mayoría de los acuerdos de libre comercio firmados  
por el país o han obtenidos períodos de eliminación de 
tarifas de largo plazo, manteniendo altos niveles de pro-
tección (OCDE, 2017). Dos efectos negativos del protec-
cionismo contra las importaciones de alimentos básicos 
(lácteos, pollo, arroz, frijoles, cebollas y papas, entre 
otras) incluyen el sesgo anti-exportación y la reducción 
de ingresos reales de las familias costarricenses (especial-
mente las más pobres), que transfieren una gran parte de 
sus ingresos a los productores locales de estos bienes.12

c. Nuevos participantes y marco institucional 
La reforma comercial implementada en Costa Rica 

desde mediados de los años 80 se caracterizó por la de-
terminación y confianza de las autoridades guberna-
mentales. Además, las autoridades adoptaron políticas 
fiscales más allá de la reforma comercial a pesar de la 
oposición política (Lizano, 1992). El Gobierno tomó me-
didas políticamente impopulares y riesgosas dado que la 
crisis económica de finales de los 70 e inicios los años 80 
había desacreditado irrevocablemente pasadas políticas 
macroeconómicas, de intervención estatal y de desarrollo 
“hacia adentro.”  Las autoridades no tenían otra alterna-
tiva: una reforma drástica ofrecía la única esperanza para 
mejorar el entorno económico y asegurar así su propio 
futuro político. La coincidencia de estos intereses polí-
ticos con el interés nacional facilitó un enfoque atrevi-
do (Monge- González, 1994).13  En cuanto a este asunto, 
surgen dos preguntas: ¿cuáles fueron los determinantes 
del esquema proteccionista vigente hasta mediados de los 
80? y ¿por qué avanzaron las autoridades costarricenses 
con la reducción arancelaria y un sistema menos distor-
sionado en cuanto a la protección? 

En el primer caso, la protección de las actividades que 
compiten con las importaciones en Costa Rica puede 
considerarse determinada endógenamente por la interac-
ción de diferentes grupos de presión y el gobierno, como 
función de la cohesión del cabildeo de la industria na-
cional para conseguir protección, la fuerza y la cohesión 
de intereses opuestos, así como los flujos comerciales. Es 
decir, el grado de ventaja comparativa fue un determi-
nante influyente en el nivel de protección de cualquier 
empresa en Costa Rica a mediados de los 80. El cabildeo 

Productos lácteos

Pollo (muslos)

Pollo (otras partes)

Pollo (pechugas, entero)

Frijoles Negros

Arroz

Papas

Cebollas

1999 2009 2016 

73

200

253

50

10

30

45

50

53

150

5

40

30

28

45

45

51

102

5

40

30

27

45

45

CUADRO 1 : ARANCEL PROMEDIO DE IMPORTACIÓN SOBRE 
PRODUCTOS AGRÍCOLAS (1999, 2009 Y 2016; PORCENTAJES) 

1999 2009 2016 

Productos lácteos 73 53 51 

Pollo (muslos) 200 150 102 

Pollo (otras partes) 253 5 5 

Pollo (pechugas, 
entero) 

50 40 40 

Frijoles negros 10 30 30 

Arroz 30 28 27 

Papas 45 45 45 

Cebollas 50 45 45 

        
       Fuente: Elaboración propia con datos de COMEX. 
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de la empresa era más efectivo para ganar la simpatía de 
los responsables políticos y del público si la empresa tenía 
algún grado de desventaja competitiva (Monge-Gonzá-
lez, 1994).

Para la segunda pregunta y en consistencia con la dis-
cusión sobre el sesgo anti-exportación generado por la 
estrategia de sustitución de importaciones, la protección 
de las actividades que competían con las importaciones 
gravó implícitamente las exportaciones y comprometió 
oportunidades de exportar bienes en los que Costa Rica 
tenía ventajas comparativas. Además, el sistema de incen-
tivos a las exportaciones permitió a las empresas cambiar 
su destino de mercado del mercado nacional a terceros 
países, incluso cuando no tenían una ventaja comparati-
va fuerte. Por lo tanto, ante la reforma comercial (es decir, 
una reducción de la protección arancelaria), las empresas 
costarricenses pudieron cambiar el destino de mercado 
de sus ventas, evitando así caer en quiebra. 

Se puede argumentar que se realizaron las reduccio-
nes arancelarias preservando, en cierta medida, la estruc-
tura de protección. Es decir, la reforma comercial se reali-
zó hasta cierto punto de forma sistemática y no de forma 
aleatoria a través de las industrias. Aun así, se puede con-
cluir que la reforma alcanzó un éxito parcial en tratar de 
armonizar el nivel de protección en diferentes industrias, 
reduciendo así el grado de distorsión de precios (Mon-
ge-González, 1994).

Además de la eliminación de las restricciones comer-
ciales a las importaciones, la aparición de nuevos grupos 
de interés (para quienes la estrategia de sustitución de 
importaciones era incompatible) era una condición nece-
saria para apoyar la reforma comercial. Por ejemplo, para 
los exportadores de bienes y servicios no tradicionales, la 
protección a la importación de actividades competitivas 
era inaceptable, ya que al exportar sus productos y servi-
cios a mercados de terceros países (en lugar de venderlos 
en el mercado local) no podían transferir a los consumi-
dores extranjeros los costos adicionales asociados con el 
proteccionismo doméstico y las ineficiencias del gobier-
no.14  Así, la reducción o eliminación del proteccionismo 
doméstico era una prioridad para este nuevo grupo de 
presión.

Además del sector exportador no tradicional, surgió 
otro grupo de interés en Costa Rica desde 1986: el sector 

bancario privado. El sistema bancario se nacionalizó en 
1948. Dentro del nuevo modelo de desarrollo, fue necesa-
rio promover la competitividad de los participantes pri-
vados (exportadores en particular) a través de un sector 
bancario más competitivo. Este proceso fue emprendido 
con éxito durante los años 80. Además, bajo la aproba-
ción de la Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica 
(No. 7558 de noviembre de 1995), se consolidó el proceso 
de reformas financieras que permitió, entre otras cosas, el 
acceso a los ahorros y cuentas corrientes por los bancos 
privados para competir con los bancos estatales (Villami-
chel-Morales, 2015).

Para apoyar el modelo orientado a la exportación, las 
autoridades costarricenses crearon desde mediados de 
los años 80 un marco institucional sólido que facilitó el 
diseño y la implementación de políticas comerciales, así 
como la gestión y profundización del proceso de apertu-
ra. Las instituciones más relevantes en este respecto son 
la Coalición Costarricense de Iniciativas para el Desarro-
llo (CINDE), el Ministerio de Comercio Exterior (CO-
MEX) y la Promotora de Comercio Exterior de Costa 
Rica (PROCOMER).

La preocupación por el futuro de Costa Rica por parte 
de un grupo de empresarios, académicos y otros líderes 
a principios de los 80, dieron origen a la Coalición Cos-
tarricense de Iniciativas de Desarrollo (CINDE). Costa 
Rica es considerado como uno de los seis países más exi-
tosos en atraer inversiones y CINDE como “agencia de 
promoción de primera línea” que ha logrado colocar a 
Costa Rica en un espacio de desarrollo más dinámico y 
ha canalizado la inversión extranjera a los sectores don-
de el país es más competitivo (UNCTAD, 2014). CINDE 
fue parte fundamental de toda la concepción del nuevo 
desarrollo económico basado en el crecimiento de las 
exportaciones no tradicionales, contribuyendo a crear la 
institucionalidad que sustenta el modelo de atracción de 
inversiones y la promoción de las exportaciones no tradi-
cionales en el país.15

La creación de una estructura institucional que apo-
yara al sector exportador fue una tarea muy importante 
de CINDE durante sus primeros años. Por ejemplo, en 
asociación con el sector público, apoyó la creación del 
Ministerio de Exportaciones (antecesor del Ministerio de 
Comercio exterior-COMEX) en 1986. Diez años más tar-

14  Costa Rica es una economía pequeña (en términos de comercio internacional) sin poder monopólico ni monopsónico en los mercados mundiales. Por lo tanto, 
es un tomador de precios internacionales. 
15 Aunque la atracción de inversiones extranjeras puede considerarse como una tarea de política pública común del gobierno, la necesidad de evitar el exceso de 
burocracia y la búsqueda de más flexibilidad y agilidad en la toma de decisiones (ambos elementos clave para los inversionistas), lideró el diseño de CINDE como 
una organización privada. Esta decisión resultó ser un factor clave para el éxito de las políticas. El 29 de octubre de 1982, se creó CINDE como una organización 
sin fines de lucro, con el apoyo financiero de la Agencia de los Estados Unidos para el Desarrollo Internacional (USAID, por sus siglas en inglés) como parte de la 
Iniciativa de la Cuenca del Caribe (ICC) de la administración Reagan.
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de, se lograron avances sustanciales en el fortalecimiento 
del marco institucional vinculado al comercio interna-
cional, a través de la Ley 7638 que fundó el Ministerio de 
Comercio Exterior (COMEX) y la Promotora de Comer-
cio Exterior de Costa Rica (PROCOMER) en 1996. 

La función principal de COMEX es consolidar la in-
serción inteligente de Costa Rica en la economía mun-
dial, manteniendo objetivos de crecimiento económico y 
bienestar social. En la búsqueda de cumplir este objetivo, 
se enfoca en cinco líneas de acción: (i) negociaciones co-
merciales internacionales; (ii) promoción de exportacio-
nes; (iii) promoción de inversiones; (iv) administración 
de acuerdos comerciales y administración de tratados; y 
(v) relación con organizaciones de la sociedad civil. Por 
otra parte, PROCOMER fue concebido para concentrar 
en una sola organización las funciones anteriores de la 
Corporación de Zonas Francas, el Centro para la Pro-
moción de Exportaciones e Inversiones (CENPRO) y el 
Consejo Nacional de Inversiones.16 PROCOMER es una 
entidad público-privada cuya junta directiva está con-
formada por cuatro representantes del sector público (el 
Ministro de Comercio Exterior, quién lo preside, y tres 
representantes del poder ejecutivo) y cinco representan-
tes del sector privado, nombrados por los presidentes de 
las asociaciones empresariales.

3. LA ECONOMÍA POLÍTICA DEL 
REFERÉNDUM DEL DR-CAFTA 

La acción colectiva en contra y a favor del DR-CAFTA  
no puede entenderse completamente a partir de la pers-
pectiva de un solo período en el tiempo (es decir, los años 
de negociación y ratificación del Tratado). De hecho, los 
miembros de la coalición que participaron (a favor y en 
contra) durante el proceso de negociación y el referén-
dum del DR-CAFTA en 2007, comenzaron a organizarse 
muchos años antes, centrándose en otro tema de discu-
sión: la oposición o el apoyo al modelo de desarrollo ba-
sado en la promoción de las exportaciones. Por lo tan-
to, es importante mantener en perspectiva la discusión 
anterior sobre la economía política de los cambios en la 
protección experimentados por Costa Rica desde media-
dos de la década de 1980, cuando el país decidió adoptar 
una nueva estrategia de desarrollo basada en un modelo 
liderado por el crecimiento de las exportaciones hacia 
terceros mercados. 

El DR-CAFTA fue una prueba para el proceso de libe-
ralización comercial iniciado por Costa Rica a mediados 
de los 80 (Condo et al, 2005; Francois et al, 2008; Banco 
Mundial, 2013). Fue un paso adelante en el proceso de 
integración global de Costa Rica, no solo para consolidar 
el comercio e inversiones con los Estados Unidos, sino 
para crear una plataforma de negocios en la región, para 
atraer más empresas e inversionistas interesados en in-
gresar al mercado estadounidense. También se esperaba 
que el acuerdo mejorara el clima de inversión y forta-
leciera la integración de un mercado centroamericano 
de 35 millones de personas (Condo et al, 2005; Rivera 
y Rojas-Romagosa, 2010). Además, desde la perspec-
tiva de Costa Rica también fue una buena oportunidad 
para abrir dos sectores importantes a la competencia del 
sector privado: telecomunicaciones y seguros. Estos dos 
mercados habían estado controlados por monopolios es-
tatales durante décadas.

En esta sección se aborda un tema central, y es en-
tender mejor ¿cómo fue apoyado y logrado el acuerdo 
DR-CAFTA? Es decir, ¿cómo y por qué se ratificó el 
DR-CAFTA? ¿Qué explica los patrones de apoyo y oposi-
ción al acuerdo? Además, ¿por qué, a pesar del conflicto 
intenso sobre la negociación y ratificación del DR-CAFTA  
en Costa Rica, se ha mantenido el apoyo de todas las ad-
ministraciones y el compromiso del país con la apertura 
comercial y una mayor integración a la economía mun-
dial? 

a. Negociación del DR-CAFTA y el proceso pre-
referéndum

Más allá de los efectos económicos esperados de un 
Tratado de Libre Comercio (TLC), su negociación es un 
proceso político. Por lo tanto, es necesario entender por 
qué un país adopta una posición particular al negociar y 
ratificar un TLC. Hay individuos o grupos que intentan 
influir en el diseño de un TLC, incluidos los participantes 
del “lado de la demanda” (por ejemplo, industrias nacio-
nales competidoras con las importaciones, exportadores, 
sindicatos, Organizaciones no Gubernamentales), y par-
ticipantes del “lado de la oferta” responsables de formular 
e implementar la política comercial (por ejemplo, fun-
cionarios del gobierno, congresistas y partidos políticos). 
Cada país tiene una configuración diferente de partici-
pantes políticos y económicos. (Condo et al, 2005).

16 La principal institución vinculada a la política comercial externa durante el período de 1968 a 1983 fue el Centro para la Promoción de Exportaciones e Inversiones 
(CENPRO), un departamento del Ministerio de Economía, Industria y Comercio (MEIC), con el objetivo de apoyar todas las actividades que promovieran las export-
aciones e inversiones. Estaba dedicado no solo a aumentar los ingresos de divisas mediante el desarrollo de nuevas actividades de exportación, sino también a 
reducir la alta dependencia del país de los cuatro productos tradicionales de exportación: banano, azúcar, café y carne, los cuales representaban el 65% del total 
de las exportaciones en ese momento. CENPRO dejó de funcionar como institución en 1996, cuando se aprobó la Ley 7638.
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Si bien el proceso de negociación de un tratado de li-
bre comercio es generalmente extenso y participativo, y 
se espera que el impacto neto para el país sea positivo, 
el balance final de intereses podría favorecer a “grupos” 
o “sectores” específicos. Por consiguiente, el proceso de 
negociación y la ratificación de un TLC y sus posibles re-
sultados dependen del balance de diferentes fuerzas eco-
nómicas y políticas.

En septiembre del 2001, los gobiernos de los países 
centroamericanos y Estados Unidos iniciaron una fase 
exploratoria para el lanzamiento oficial de las negocia-
ciones de un Tratado de Libre Comercio (TLC). Este 
mandato se materializó con una declaración conjunta de 
las partes para explorar posibilidades para profundizar y 
fortalecer las relaciones comerciales entre ellas. Para este 
propósito, se puso en marcha un programa de diálogos 
técnicos sobre cuestiones comerciales claves, para que la 
discusión pudiera lograr un compromiso bilateral refor-
zado entre la región y el país del norte (COMEX, 2011). 

El 16 de enero del 2002, el presidente George W. Bush 
anunció su intención de explorar un tratado de libre co-
mercio con Centroamérica. Después de firmar la Ley de 
Comercio en agosto del 2002, que incluyó la Ley de Pro-
moción del Comercio (TPA), se notificó formalmente al 
Congreso su intención de negociar un tratado de libre co-
mercio entre Estados Unidos y Centroamérica (CAFTA, 
por sus siglas en ingles).17 La TPA fue la base de la nueva 
oleada de tratados de libre comercio (TLC) impulsados 
por los Estados Unidos. Para ese momento, la adminis-
tración Bush había completado TLCs con doce países.

Los países acordaron comenzar a negociar el tratado 
de libre comercio oficialmente el 8 de enero del 2003. 
Una vez que se anunció el mandato, a lo largo de 2003, 
los países centroamericanos y Estados Unidos se reunie-
ron en nueve rondas formales de negociación (además 
de varias rondas extraordinarias). El Salvador, Guatema-
la, Honduras, Nicaragua y Estados Unidos concluyeron 
la negociación en diciembre del 2003. Los intereses de 
Costa Rica eran diferentes al resto de la región en mu-

chos aspectos (Condo et al, 2005). Durante la novena (y 
última) ronda de negociaciones, en Washington DC del 8 
al 12 de diciembre del 2003, los negociadores de los paí-
ses no estaban satisfechos con los resultados alcanzados, 
particularmente en los sectores de textil, agricultura y 
servicios.18  Además, no había acuerdo con los sectores 
de seguros y telecomunicaciones y la exclusión de pro-
ductos agrícolas sensibles. Entonces, Costa Rica solicitó 
una reunión adicional con representantes comerciales 
de los Estados Unidos, en la tercera semana de enero del 
2004. Después de cinco días de negociaciones, Costa Rica 
firmó el DR-CAFTA.

Uno de los objetivos principales buscados por los paí-
ses centroamericanos a través de la negociación era la 
eliminación de los aranceles y otros impuestos y cargas 
que afectaban las exportaciones de América Central ha-
cia los Estados Unidos, por medio de la consolidación y 
expansión de los beneficios comerciales establecidos en 
la Iniciativa de la Cuenca del Caribe (ICC) y en el Siste-
ma General de Preferencias (SGP).19 Además, la promo-
ción tanto del comercio de servicios como de los flujos de 
inversión, el establecimiento de derechos de propiedad 
intelectual, la regulación de compras gubernamentales 
(contratación pública), el establecimiento de un mecanis-
mo para la solución de controversias, los acuerdos insti-
tucionales para la aplicación ágil y oportuna del acuerdo, 
así como el establecimiento de normas y principios que 
protegen el ambiente y los derechos laborales, fueron 
prioridades para la región. (González, 2006; Condo et al, 
2005).20

La mayoría de la oposición al acuerdo surgió de gru-
pos de la sociedad civil bien organizados (sindicatos, or-
ganizaciones agrícolas, grupos ecologistas, instituciones 
académicas, partidos políticos de izquierda y organiza-
ciones religiosas, entre otros), que exigían, básicamente, 
una mejor calidad de vida para los pobres y los “olvida-
dos” y apoyaban la defensa de los derechos sociales y au-
tonomía nacional de los “intereses extranjeros” (Condo 
et al, 2005). Estas causas ciertamente nacieron antes del 

17 La República Dominicana se unió al acuerdo en el 2004, después de la negociación de los Estados Unidos con Centroamérica (CAFTA), convirtiéndose el tratado 
en DR-CAFTA.
18 En cada ronda de negociaciones se presentó una declaración centroamericana. Sin embargo, no fue posible terminar el proceso de negociación con una posición 
conjunta regional. Una conclusión general del proceso de negociaciones es que el diferente nivel de habilidades entre los equipos de negociación, la diversidad de 
intereses de los sectores en cada país y la relativa urgencia de algunas partes hizo imposible una posición unificada (Condo et al, 2005).
19 Bajo la Ley de Asociación Comercial de la Cuenca del Caribe de los Estados Unidos (CBTPA, por sus siglas en ingles) y el Sistema Generalizado de Preferencias 
(SGP), la mayoría de las exportaciones de América Central ingresaban a los Estados Unidos libres de impuestos. El CBTPA se promulgó en mayo de 2000 como 
parte de la Ley de Comercio y Desarrollo. El CBTPA mejoró los beneficios de la Iniciativa de la Cuenca del Caribe de1984. Ante esto, el DR- CAFTA fue planeado 
para consolidar esos beneficios y hacerlos permanentes.
20 Según USTR (2004), DR-CAFTA va más allá de los TLC de Chile y Singapur para crear una estrategia de tres partes de derechos de los trabajadores que aseguren 
la aplicación efectiva de las leyes laborales nacionales, establece un programa de cooperación para mejorar las leyes laborales y su aplicación, y desarrolla la ca-
pacidad de las naciones centroamericanas para monitorear y hacer cumplir los derechos laborales. También busca desarrollar un sólido proceso de presentaciones 
públicas para garantizar que las opiniones de la sociedad civil sean debidamente incorporadas y para la evaluación comparativa de la cooperación ambiental y las 
aportaciones de organizaciones internacionales.
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DR-CAFTA, pero se mantuvieron pasivas durante las re-
formas económicas de los años 80 y 90.

  Durante el año 2000, esos grupos se reunieron y for-
maron una red de organizaciones sólida que se oponían a 
las reformas legales que buscaban la apertura del merca-
do de dos de los monopolios estatales más tradicionales 
en Costa Rica: electricidad y telecomunicaciones (el lla-
mado “Combo del ICE”). Estos grupos de la sociedad civil 
tuvieron éxito en detener esas reformas legales, con ma-
nifestaciones, huelgas y cabildeo político. Así, el Instituto 
Costarricense de Electricidad (ICE, fundado en 1949), 
mantuvo el monopolio en ambos servicios. 

Un sector muy importante que participó en las pro-
testas contra el Combo del ICE fue el campesinado del 
país (Hoffman, 2008).21 Cuando las negociaciones del 
DR-CAFTA comenzaron en el 2003, esos grupos de 
agricultores apoyaban activamente el movimiento an-
ti-acuerdo. Además, en ese momento varios grupos opo-
sitores ya estaban organizados con objetivos claros. El 
trasfondo ideológico de los grupos de la sociedad civil 
que se opusieron al DR-CAFTA fue similar a la “corrien-
te” internacional. Bhagwati (2004) lo llamó una trilogía 
de descontentos: anticapitalismo, antiglobalización y ac-
titudes anti-corporaciones.

La mayoría de los productores agrícolas estaban en 
contra del acuerdo, argumentando la competencia injus-
ta de productores estadounidenses que reciben subsidios 
gubernamentales.22  Por ejemplo, los productores de arroz 
recomendaron importar solo el déficit en el consumo de 
arroz para proteger a los agricultores locales y solamente 
arroz en granza. Por otro lado, los exportadores de azúcar 
querían ampliar su participación de mercado en los Es-
tados Unidos y solicitaron un acceso amplio, más allá del 
contingente arancelario conforme a la OMC (Condo et 
al, 2005). Para evitar sus protestas y medidas de presión, 
se acordó una agenda de eliminación arancelaria a largo 
plazo para la mayoría de los productos agrícolas. Ade-
más, las cebollas y las papas (cuyos productores locales 
fueron particularmente activos durante las manifestacio-
nes del Combo del ICE), fueron excluidos del acuerdo y 
mantuvieron alta protección arancelaria.

La oposición contrastó significativamente, con el apo-
yo y la promoción entusiasta del DR-CAFTA por parte de 
los sectores productivos. Exportadores, empresarios des-
tacados, inversionistas y en general, aquellas empresas 

integradas en los mercados regionales e internacionales 
se consideraron potenciales ganadores del acuerdo. Para 
ellos, la consolidación de “reglas claras del juego” con el 
mercado mundial más grande fomentaría el crecimiento 
y el desarrollo empresarial en Centroamérica (Condo et 
al, 2005). Las asociaciones empresariales de Costa Rica 
(bajo la organización de la Unión de Cámaras Empresa-
riales, UCCAEP) crearon una comisión técnica (denomi-
nada CONCAUSA) para dar seguimiento y participar en 
el proceso de negociación. Sus representantes tomaron 
parte de todas las reuniones y discusiones celebradas en 
países centroamericanos y ciudades de Estados Unidos.

Un punto por destacar de la negociación fue el esta-
blecimiento de un mecanismo llamado cuarto adjunto 
como forma de contacto, información y consultas du-
rante las rondas de negociación entre los gobiernos de 
los países centroamericanos, representantes del sector 
privado y otros grupos de la sociedad civil. El llamado a 
los participantes empresariales y sociales a participar en 
los cuartos adjuntos se difundió ampliamente a través de 
varios canales informativos desarrollados por COMEX, 
incluyendo audiencias de consulta pública y seminarios 
de discusión, donde el equipo negociador explicó a los 
participantes todos los detalles relacionados con el acuer-
do (Quinteros et al, 2005).

El cuarto adjunto se creó para mejorar el proceso de 
comunicación entre los negociadores y grupos de inte-
rés. La invitación para participar fue abierta al público. 
Cada individuo o representante de grupo podía asistir a 
las reuniones (COMEX, 2003). En general, la participa-
ción fue amplia y activa, con la excepción de los sindica-
tos del sector público, que preferían otros canales para 
comunicar su posición e influir en el movimiento contra 
el DR-CAFTA. Adicionalmente, COMEX preparó y dis-
tribuyó antes, durante y después de cada ronda de nego-
ciaciones un documento informativo de puntos clave de 
discusión, logros y avances. Además, después de finaliza-
das las negociaciones del DR-CAFTA, COMEX produjo 
una serie de documentos con toda la información sobre 
el acuerdo y su relevancia para el país (COMEX, 2004).   

En el caso de Costa Rica, se organizaron 60 reuniones 
de cuarto adjunto, 42 durante la negociación, 9 antes y 9 
después, a las que asistieron hasta 175 representantes de 
153 organizaciones, incluyendo 97 de los sectores pro-
ductivos y 48 de otros grupos de la sociedad civil (Gon-

21 Organizaciones agrícolas (relacionadas con actividades altamente protegidas) en todo el país estaban pidiendo más apoyo del gobierno por problemas producti-
vos y los bajos precios de sus bienes. Las protestas de esos grupos rurales se unieron con las manifestaciones anti-Combo, principalmente bloqueando carreteras, 

una medida que interrumpió el transporte y las actividades económicas y ejercieron una fuerte presión sobre el gobierno en ese momento.
 22 Estados Unidos aceptó revisar los subsidios agrícolas solo dentro de las normas de la OMC (USTR, 2004). Como respuesta, se negociaron varios mecanismos de 
protección para clasificar el mínimo número de productos en la Categoría A (acceso completo e inmediato a importaciones sin arancel), incluidos los largos períodos 
de eliminación arancelaria (cargados con importaciones fuera del contingente sujeto a las salvaguardias) y los contingentes arancelarios.
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zález, 2006). Los participantes incluyeron representantes 
de zonas francas, académicos, asociaciones de consumi-
dores, cooperativas, organizaciones no gubernamentales 
y asociaciones empresariales de industrias como los lác-
teos, ganadería, productos químicos, productos alimenti-
cios, textiles, pesca y software (COMEX, 2004).23

A pesar del acceso abierto a los cuartos adjuntos, no 
todos los grupos pudieron enviar sus representantes a las 
rondas de negociación en países extranjeros y ciudades 
de Estados Unidos en particular. La asistencia continua 
a las rondas de negociación requería de recursos que casi 
solo tenían los grupos empresariales (Arias, 2015). En 
muchos casos, los negociadores tuvieron que tomar de-
cisiones inmediatas como reacción a sus contrapartes, lo 
que abrió la posibilidad de que participantes de los cuar-
tos adjuntos generaran influencia in situ. La limitada dis-
ponibilidad de información con respecto a los textos ne-
gociados fue una preocupación central de los grupos de 
la sociedad civil y los opositores del acuerdo en general 
(Condo et al, 2005). Con respecto a esto, representantes 
de COMEX argumentaron la cláusula de confidenciali-
dad acordada por todos los países.

El Tratado de Libre Comercio (TLC) entre la Repú-
blica Dominicana, América Central y Estados Unidos 
(DR-CAFTA) fue firmado por las siete partes el 5 de 
agosto del 2004. Fue aprobado por los congresos en el 
siguiente orden: en julio del 2005 para Estados Unidos; 
el 1 de marzo del 2006 para El Salvador; el 1 de abril del 
2006 para Honduras y Nicaragua; el 1 de julio del 2006 en 
Guatemala; y en marzo 1 del 2007 en la República Domi-
nicana. En Costa Rica fue aprobado por el congreso hasta 
noviembre 10 del 2008 y entró en vigor el 1 de enero del 
2009.

La administración Pacheco (2002-2006) se mostró re-
nuente a enviar al Congreso el acuerdo de ley DR-CAFTA,  
después de la firma por las siete partes (5 de agosto del 
2004). En este caso, la acción colectiva de los jugadores 
con veto aumentó los costos políticos percibidos por el 
poder ejecutivo y redujo la voluntad de ratificar el acuer-
do.24  Presión de sindicatos del sector público, académi-

cos y los partidos políticos de izquierda desanimaron al 
presidente Pacheco y a pesar de su apoyo durante las ne-
gociaciones del DR-CAFTA, decidió no enviar el proyec-
to de ley para su ratificación en el congreso. Como resul-
tado, el ministro de comercio y el equipo de negociación 
renunciaron en protesta. Algunos meses después, el ex-
ministro y el negociador principal se unieron con repre-
sentantes comerciales y políticos para crear el grupo “Por 
Costa Rica,” que comenzó una campaña pro-acuerdo a 
principios del 2005, con varias reuniones y actividades 
de cabildeo para promover el conocimiento de la opinión 
pública sobre la necesidad de enviar el proyecto de ley 
DR-CAFTA al Congreso.

En julio del 2005, el presidente Pacheco designó una 
comisión de científicos y académicos sin afiliación políti-
ca (incluido el astronauta Franklin Chang-Díaz) para ha-
cer un análisis independiente de DR-CAFTA. La llamada 
“Comisión de Notables” organizó varias reuniones con 
participantes clave y presentó un informe en septiembre. 
Su evaluación fue balanceada, con una explicación de los 
pros y contras del acuerdo. Aunque los miembros de la 
comisión reconocieron su limitada experiencia en “temas 
comerciales” y señalaron la necesidad de una agenda de 
desarrollo integral (con fortalecimiento institucional y 
políticas igualitarias), su reflexión fue más a favor de la 
ratificación del DR-CAFTA (Antillón et al, 2005)

Finalmente, el proyecto de ley DR-CAFTA se envió 
para discusión legislativa al Congreso hasta octubre 2005. 
En ese momento, en medio de una elección presidencial, 
el congreso evitó el tema que era sensible y políticamente 
polarizador. En muchos aspectos, la elección presiden-
cial de febrero de 2006 fue casi un pre-referéndum previo 
para el DR-CAFTA, ya que gravitó en torno a la apro-
bación o el rechazo del acuerdo.25 Los partidos políticos 
más populares según las encuestas, el Partido Acción 
Ciudadana (PAC) con su candidato Ottón Solís, lideró la 
oposición al acuerdo, mientras que el Partido Liberación 
Nacional (PLN) con Oscar Arias, apoyó su ratificación.26 
Las elecciones presidenciales fueron ganadas por el PLN 
con una pequeña diferencia de 1.1% con respecto al se-

23 COMEX estableció seis herramientas de información específicas para facilitar y estructurar la participación de la sociedad civil costarricense en el proceso de 
negociación, incluida una biblioteca electrónica y un sitio web, un enlace permanente de contacto y una línea de consulta electrónica. Además, COMEX creó es-
pacios de consulta para informar los objetivos, los contenidos y el progreso de la negociación y recibir retroalimentación de diferentes sectores: organizaciones de 
productores, trabajadores, empresarios, consumidores, organizaciones religiosas, universidades y ambientalistas, entre otros. Además de los cuartos adjuntos, otros 
mecanismos de consulta incluían un consejo asesor de comercio exterior, reuniones bilaterales con representantes de organizaciones, debates y foros de discusión 
(COMEX, 2003)
24 Según Mansfield y Milner (2012), los participantes del veto representan intereses políticos distintos del líder del partido y cuentan con la capacidad institucional 
para prevenir el cambio. Entre más participantes con veto, mayores son los costos potenciales para los líderes y más difícil es obtener la ratificación de un tratado 
comercial.
25 De acuerdo con Rojas (2008), además de la discusión del DR-CAFTA, los temas destacados que influyeron en la elección incluyeron el clima de incredulidad de 
los votantes en los políticos, agravado por las denuncias de corrupción de tres expresidentes y otros políticos destacados, un ambiente de pesimismo relacionado 
con la situación económica y la percepción de un país estancado, más la presencia de una “mayoría silenciosa” que no manifestó sus preferencias políticas en las 
encuestas.
26 Ottón Solís, el fundador del PAC, fue diputado y ministro en anteriores administraciones de Liberación Nacional. 
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gundo lugar (PAC). Arias obtuvo el 40,9% de los votos, 
seguido de Ottón Solís, con el 39,8%.

En mayo del 2006, al inicio de la administración 
Arias, el DR-CAFTA tenía más de dos años de aproba-
ción y siete meses en el Congreso y se acercaba a la fe-
cha límite para su ratificación (marzo 2008). Por lo tanto, 
Costa Rica enfrentó la posibilidad de quedar fuera del 
TLC. El gobierno contó con el apoyo de 38 diputados, 
necesarios para la ratificación del acuerdo y su agenda 
de implementación (grupo de leyes requerido para cum-
plir con todos los compromisos suscritos en el TLC). Sin 
embargo, la estrategia de los partidos opositores, basada 
en retrasar la votación indefinidamente, fue efectiva du-
rante 2006 y principios del 2007, incluso después de la 
aprobación para avanzar con una votación acelerada en 
el Congreso (Martí, 2008).

José Miguel Corrales, un destacado líder del PLN que 
se opuso a la aprobación del acuerdo, hizo la consulta al 
Tribunal Supremo de Elecciones (TSE) si el TLC podía 
someterse a un referéndum. El TSE respondió positiva-
mente el 12 de abril de 2007 (Rojas, 2008). La consulta 
fue planeada para agregar más tiempo al proceso (que 
implicaba la recolección de firmas, convocatorias legis-
lativas sobre el referéndum, organización y logística del 
evento, etc.) e impedir la votación del TLC antes de la 
fecha límite establecida (Martí, 2008). Como la oposición 
había amenazado con recolectar las firmas necesarias 
para el referéndum, el gobierno de Oscar Arias se adelan-
tó a este paso y realizó la solicitud del referéndum (Hoff-
mann, 2008).27 El gobierno y otros participantes políticos 
y sociales vieron en el referéndum una salida para evitar 
la confrontación social (Mora, 2008).28  

A lo largo de este proceso, el liderazgo del presidente 
Arias fue un factor importante, como candidato presi-
dencial y como presidente. Arias siempre expresó y man-
tuvo su apoyo al DR-CAFTA, durante su campaña y ad-
ministración, presentando un nivel de consistencia que 
influyó en la opinión pública y dio mayor credibilidad al 
acuerdo (Rodríguez, 2013). Es importante recordar que 
el DR-CAFTA fue el primer referéndum organizado en 
Costa Rica. Así, se tuvo la confianza de ambas fuerzas 
políticas sobre este instrumento de consulta democrática, 
destinado a lograr una decisión basada el mandato de las 
personas, que sería respetada y adoptada.

Finalmente, el referéndum fue programado para el 7 
de octubre del 2007 y aprobado con 51.6 por ciento de 

los votos (59.2 por ciento de las boletas electorales). El 
tratado de libre comercio entró en vigor (en Costa Rica) 
el 1 de enero del 2009, después de que toda la legislación 
relacionada (y el acuerdo propio) fue aprobada en el con-
greso.

Históricamente, Estados Unidos ha sido el principal 
socio comercial de Costa Rica. Es el principal destino 
de las exportaciones costarricenses y principal provee-
dor de importaciones. Por esta razón, el DR-CAFTA fue 
considerado esencial por las autoridades costarricenses 
(COMEX, 2011). En efecto, una vez concluido, los ne-
gociadores afirmaron que los resultados eran satisfacto-
rios y contribuirían a consolidar y ampliar las relaciones 
económicas con Estados Unidos, impulsar el crecimiento 
económico, promover el desarrollo y mejorar el nivel de 
vida de los costarricenses (González, 2006).

En términos generales, Costa Rica logró el libre acce-
so en el mercado estadounidense para la gran mayoría de 
sus productos de exportación, excepto en el caso del azú-
car y otros bienes cuyo acceso estaba sujeto a cuotas. Por 
otro lado, Costa Rica abrió su mercado interno en todos 
los productos, con la excepción de papas y cebollas. Es 
importante señalar que, en el caso del azúcar, aunque el 
país se suponía que iba a abrir su mercado, esto sucederá 
solo en el caso de que los Estados Unidos se convierta 
en un exportador neto de este producto. Un tema que se 
tratará con mayor profundidad en una próxima sección.

Una característica importante del proceso de apertura 
a través del DR-CAFTA es el gradualismo para produc-
tos agrícolas, como lácteos, arroz, carne de cerdo y pollo 
(Arce et al, 2011). Así, se establecieron ocho categorías de 
eliminación gradual de aranceles (de la categoría A hasta 
la H). Los periodos de reducciones se negociaron entre 
10 y 20 años, donde la categoría que dura más años en 
lograr la apertura total de importaciones es la F, con 20 
años (en el caso de productos lácteos y el arroz).29 

Costa Rica acordó emprender reformas regulatorias 
para abrir su mercado de telecomunicaciones en tres 
áreas claves: servicios de red privada, servicios de inter-
net y servicios inalámbricos. El país también aceptó abrir 
completamente su mercado de seguros a la competencia 
e implementar un nuevo sistema regulatorio en esta ma-
teria. Hasta entonces, ambas industrias operaron como 
monopolios estatales por varias décadas. En ambos ca-
sos, se eliminó el monopolio estatal, mientras que las em-
presas estatales se fortalecieron y modernizaron en lugar 

27La premisa era que el “referéndum de boletas” era el único mecanismo que podía derrotar al “referéndum de calle.”
28Al principio, la propuesta del referéndum no fue aprobada por el movimiento del NO al tratado. Sin embargo, al final fue aceptado, incluso sabiendo que era una 
estrategia del gobierno para desactivar las protestas sociales (Mora, 2006).
29Para una descripción completa de estas categorías, ver COMEX (2004) y González (2016).
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de privatizarlas. Además, se creó un marco normativo 
para cada mercado. Este enfoque contrasta con el pro-
ceso de apertura de los mercados de telecomunicaciones 
en América Latina, donde principalmente se privatizaron 
las empresas estatales.

En resumen, el DR-CAFTA buscaba crear una zona 
de libre comercio entre todos los países signatarios, ba-
sado en los artículos XXIV y V del GATT y GATS, res-
pectivamente. Este TLC trata con varias áreas, como el 
comercio de bienes, la contratación pública, la inversión 
y el comercio de servicios, propiedad intelectual y am-
biente, así como arreglos institucionales y resolución de 
conflictos (González, 2006). 

b. Grupos en contra y a favor del referéndum del DR-
CAFTA 

Para analizar el apoyo y la oposición al DR-CAFTA, 
se utilizan dos enfoques principales de formación de 
preferencias para la política comercial: un modelo “de 
abajo hacia arriba” y un modelo “de arriba hacia abajo.” 
Un modelo de abajo hacia arriba en la política comercial 
supone que los individuos forman preferencias basadas 
en sus circunstancias particulares, como consecuencias 
económicas personales de un cambio de política (Hicks, 
Milner y Tingley, 2014; Baker, 2005; Scheve y Slaughter 
2001). Por otro lado, un enfoque de arriba hacia abajo 
sugiere que los votantes pueden ser influenciados por las 
élites políticas que tienen la capacidad de incidir en la 
opinión pública (Oldendick y Bardes 1982; Brody 1991; 
Zaller 1992; Berinsky 2007; Baker 2008). Seguidamente 
exploramos la evidencia que podría apoyar estos 
enfoques.

La distribución espacial de la votación del referéndum 
fue sustancialmente diferente de las elecciones presiden-
ciales del 2006. El “SI” obtuvo mayor apoyo en las provin-
cias donde el PLN había perdido las elecciones del 2006 
(San José y Heredia), mientras que el “NO” ganó en las 
provincias que le habían dado la victoria a ese partido 
(Guanacaste y Puntarenas). En general, el “SI” ganó en 
los municipios urbanos, con alto desarrollo relativo, ni-
veles medios de ingreso y con actividades de producción 
orientadas a la exportación. Por otro lado, el voto a favor 
del “NO” fue mayor en treinta y cuatro municipios del 
país con prominencia de áreas rurales, con la excepción 
de la provincia de Cartago (Rojas, 2008).30  

El “Movimiento Patriótico NO” contra el DR-CAFTA 
se organizó mediante los “Comités Patrióticos” a lo largo 
del país (Raventós, 2008). Los comités eran responsables 
de circular documentos con información relevante, dis-
cusión y análisis del acuerdo. Era una red de movimien-
tos heterogéneos, cuyas formas de interacción principales 
fueron el internet, reuniones cara a cara e información a 
través de folletos, videos, obras de teatro, canciones, pan-
cartas y panfletos, utilizadas para dar a conocer la posi-
ción NO (Mora, 2008). 

Incorporaron un grupo diverso de actores sociales, 
incluyendo sindicatos del sector público, universida-
des públicas (con la participación activa de los rectores, 
profesores y estudiantes), organizaciones ambientales 
(locales e internacionales), organizaciones campesinas, 
organizaciones por los derechos de las mujeres, grupos 
religiosos (principalmente católicos, incluida la jerarquía 
eclesiástica), organizaciones para la diversidad de géne-
ro y otros grupos, que fortalecieron el movimiento anti 
DR-CAFTA iniciado en el 2003. Es decir, los comités 
integraron grupos alternativos de la sociedad civil con 
organizaciones más estructuradas como la Comisión de 
Enlace Nacional y el Coordinador anti-TLC (creados en 
el 2003 y 2006, respectivamente).

Desde una perspectiva política, el apoyo principal 
para el Movimiento NO, contra el DR- CAFTA en el 
Congreso, vino del Partido Acción Ciudadana (PAC) 
de tendencia centro izquierdista, el partido de izquierda 
Frente Amplio (FA) y el Partido Accesibilidad sin Exclu-
sión (PASE), un nuevo partido a favor de los derechos 
de las personas con discapacidad. Su oposición fue fuerte 
y efectiva. Retrasaron la discusión del proyecto de ley y 
posteriormente apoyaron a los “comités patrióticos.” Lí-
deres políticos de otros partidos también se unieron al 
movimiento NO (Trejos, 2008). 

Por otro lado, el “Movimiento SI” se organizó bajo la 
“Alianza Ciudadana para el SI,” creada en mayo del 2007 
por grupos simpatizantes del DR-CAFTA que desempe-
ñaron un papel directo durante el proceso de negociación. 
Su comité ejecutivo tenía miembros de algunos partidos 
políticos (Partido Liberación Nacional, Partido Unidad 
Social Cristiana y Movimiento Libertario), asociaciones 
de negocios (Cámara de Industrias y la Unión de Cáma-
ras Empresariales, así como miembros de CONCAUSA) 
y líderes empresariales destacados. La alianza fue presi-
dida por uno de los ministros de la administración Arias, 

30 Es importante mencionar que los servicios de telecomunicaciones eran considerados deficientes al momento del referéndum por la mayoría de los usuarios (que 
vivían principalmente en áreas urbanas), y que se excluyeron las cebollas y las papas desde el inicio de las negociaciones del DR-CAFTA. El primer factor pudo haber 
influido en la decisión de los votantes a favor de la apertura de las telecomunicaciones, mientras que el segundo factor podría haber reducido la oposición de los 
agricultores, cuya producción se localiza mayoritariamente en Cartago.
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Alfredo Volio. El presidente Oscar Arias fue un gran pro-
motor desde la campaña presidencial electoral (Martí, 
2008).31  La alianza integraba otros grupos de la socie-
dad civil, como estudiantes universitarios, campesinos 
de la Corporación Nacional Hortícola (una organización 
orientada a las exportaciones), las asociaciones solidaris-
tas (organizaciones de trabajadores del sector privado), 
gobiernos locales y figuras destacadas de los partidos po-
líticos y algunos think tanks (Mora, 2008).

El Movimiento SÍ evitó “exagerar” el acuerdo como 
una “fórmula mágica” y en su lugar adoptó un eslogan de 
campaña moderado: “El TLC, nuestra gran oportunidad.” 
Su estrategia tenía tres componentes principales: “Educar, 
Motivar y Movilizar.” El segmento de educación tomó tres 
meses y medio, con la distribución de materiales impre-
sos y electrónicos (folletos, volantes), talleres y debates 
abiertos.32  Este esfuerzo se basó en encuestas que indi-
caron que un 90% de los costarricenses querían más in-
formación sobre el DR-CAFTA para tomar una decisión.  
La fase de motivación se dio dos semanas an-
tes del referéndum, con un uso intenso de publi-
cidad masiva en la radio, la prensa y televisión.  
Finalmente, la movilización de votantes tuvo lugar el día 
del referéndum, con apoyo informativo y logístico (Mar-
tí, 2008).

Los fondos para financiar las actividades del grupo 
NO provinieron de los sindicatos del sector público, así 
como de otros participantes que proporcionaron apoyo 
logístico (materiales, refrigerios, edificios para reunio-
nes, etc.). En contraste, los fondos para las actividades 
llevadas a cabo por el grupo de apoyo SI vinieron del sec-
tor privado. En ambos casos (el grupo a favor y el grupo 
en contra del acuerdo) hubo un equipo líder que gestionó 
la estrategia y los recursos de sus respectivas campañas.

Una aproximación de la formación de preferencias 
con respecto al DR-CAFTA se puede obtener de los re-
sultados de las elecciones presidenciales y del congreso 
en el 2006. En esa elección, se registraron 14 partidos po-
líticos ante el Tribunal Supremo de Elecciones (TSE).33  

En total 2,550,613 costarricenses tenían derecho a votar  
y 1.663.248 (65.2%) lo hicieron. El TSE creó una página 
web donde todos los partidos podían cargar una copia de 
su programa de gobierno. Nueve partidos políticos, los 

más influyentes en ese momento, compartieron sus pro-
gramas en esa página.34  La guía de las “propuestas polí-
ticas sobre temas de interés nacional” del TSE pidió a los 
partidos políticos información sobre el DR-CAFTA, por-
que era un “tema de interés” para la elección presidencial 
(La Nación, 2016). Por lo tanto, la elección del 2006 fue 
en gran parte, aunque no exclusivamente, relacionada 
con la discusión sobre el tratado de libre comercio.

Los partidos que enviaron información al TSE se 
pueden agrupar de la siguiente manera: (i) apoyo al TLC 
(PUSC, UN, UPC, PLN, RC y el ML); (ii) TLC debe ser 
renegociado (PAC y PIN); y (iii) contra el TLC (UP, PP, 
FD, DNA, IU y RN). Según La Nación (2016) el discurso 
electoral y los debates políticos siguieron esa orientación.

A través del análisis de los resultados de las elecciones 
presidenciales, los partidos que apoyaron el TLC obtu-
vieron 941.605 votos (56,82% del total), los dos partidos 
que pidieron una renegociación 651.518 (39.17%), y los 
que se opusieron expresamente al tratado recibieron 
30.869 votos (1.86%) (Cuadro 2). En resumen, el grupo 
que apoyaba el tratado representó el 56,82% de los votos, 
mientras que los que estaban en contra (a favor de una re-
negociación y opositores) 41.03%. Si se realiza el mismo 
ejercicio con base en el total de votos obtenidos por estos 
partidos en la elección del Congreso, los resultados son 
del 67% a favor del tratado y el 33% en contra.35

Se puede argumentar que el ambiente alrededor del 
DR-CAFTA era relativamente favorable al acuerdo en el 
momento de las elecciones presidenciales y parlamen-
tarias del 2006. Sin embargo, el proceso para ratificar el 
DR-CAFTA en Costa Rica atravesó un panorama políti-
co conflictivo que involucró intensas discusiones legisla-
tivas, manifestaciones públicas masivas y, finalmente, el 
referéndum nacional en octubre del 2007 (Willis y Seiz, 
2012).

c. Argumentos en contra y a favor del DR-CAFTA

Durante el año 2017, el programa Estado de la Nación 
realizó entrevistas a los princpales proponentes y  
 
 
 

31 De hecho, el Ministro de Comercio durante la administración Arias fue uno de los líderes empresariales clave del proceso de negociación DR-CAFTA y el director 
de CONCAUSA.
32 Tres publicaciones se utilizaron como herramientas de comunicación: a) El ABC del TLC (1 millón de copias impresas) para una audiencia amplia; b) ¿Qué pasa 
si no sucede? (un folleto corto para distribución electrónica); y c) ¿Por qué SÍ? (20 mil copias impresas) para un público más específico (principalmente personas 
con educación superior).
33 Coalición Izquierda Unida (IU), Integración Nacional (PIN), Renovación Costarricense (RC), Acción Ciudadana (PAC), Unión Patriótica (UP), Unidad Social Cris-
tiana (PUSC), Alianza Democrática Nacionalista (AND), Liberación Nacional (PLN), Patria Primero (PP), Movimiento Libertario (ML), Rescate Nacional (RN), Fuerza 
Democrática (FD), Unión Nacional (UN) y Unión para el Cambio (UPC).
34 Solo IU, RC, ADN, ML y RN no enviaron la información al TSE. 
35 La Nación (2016).



21Costa Rica: un proceso de apertura inconcluso 
Febrero 2020

defensores de los argumentos en contra y a favor del 
DR-CAFTA (Estado de la Nación 2017a; 2017b). El pro-
pósito de este ejercicio, entre otros, fue obtener informa-
ción sobre los principales argumentos a favor y en contra 
del tratado, así como los mecanismos utilizados por los 
dos principales grupos de confrontación para promover 
el voto ciudadano a favor de su posición en el referén-
dum. En total se realizaron 71 entrevistas (37 personas 
que estuvieron contra el tratado y 34 personas a favor).36 

Los argumentos más importantes contra el  
DR-CAFTA según el Estado de la Na-
ción. (2017a) se presentan en el Gráfico 2.  
La mayoría de los opositores entrevistados (27 de 37) 
afirmaron que las asimetrías económicas, como los al-
tos subsidios otorgados a algunos productores agrícolas 
en Estados Unidos, no fueron consideradas cuando se 
negoció el TLC.37 Por lo tanto, los sectores agrícolas na-
cionales estarían en desventaja y esto acentuaría las asi-
metrías entre los productores estadounidenses y locales.  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

36 Tuvimos acceso al informe resumido de los principales hallazgos de estas entrevistas y a toda la información recopilada a través de cada una de las entrevistas, 
que se utiliza en esta sección. Una descripción de la guía de entrevistas, un resumen de los resultados y la transcripción de todas las entrevistas están disponibles 
en Estado de la Nación. (2017a y 2017b). Agradecemos al Estado de la Nación por compartir esta valiosa información.
37 Otros argumentos sobre las asimetrías fueron que los TLC siempre favorecen al país más grande, que el arbitraje y la resolución de disputas se resolvería fuera 
de la jurisdicción nacional, y que la ICC aún seguiría vigente sin el TLC.

Fuente: Adaptado del Estado de la Nación (2017a).
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Según estos entrevistados, se concedieron concesiones 
extraordinarias a los productores estadounidenses a 
cambio de una mínima mejora en las preferencias a las 
exportaciones costarricenses con respecto a los benefi-
cios de la ICC.

Respecto a la pérdida de soberanía, 22 de los 37 en-
cuestadores consideraron que las concesiones negocia-
das comprometerían al estado costarricense en las esfe-
ras económica, social y ambiental. Por ejemplo, forzando 
las privatizaciones y llevando la resolución de conflictos 
fuera de la normativa nacional. Además, 17 de los 37 
encuestados afirmaron que la eliminación de los mono-
polios estatales (telecomunicaciones, seguros), amenaza-
ría el enfoque de solidaridad que caracterizó el servicio 
prestado por el Instituto Costarricense de Electricidad (la 
empresa estatal de telecomunicaciones). Para una canti-
dad similar de los entrevistados (17) las regulaciones de 
propiedad intelectual podrían tener serios impactos en la 
financiación del sistema de seguridad social (Caja Costa-
rricense del Seguro Social, CCSS), con la sustitución de 
medicamentos genéricos por medicamentos más caros.

Con todo lo anterior en mente, los opositores del 
DR-CAFTA se preguntaban acerca de la capacidad del 
gobierno para proteger aquellos sectores que se verían  
afectados por la reducción de aranceles y una afluencia  
masiva de importaciones desde Estados Unidos. Respec-
to a este último argumento, los opositores consideraron 
que pequeñas y medianas empresas (PYME), producto-
res nacionales para el mercado local, así como pequeños 
productores agrícolas eran los principales candidatos por 
afectar mediante el tratado. Ya que estos sectores gene-
raban muchas oportunidades de empleo en Costa Rica, 
se temía que una gran cantidad de empleos se perdería, 
poniendo más presión sobre la informalidad y el desem-
pleo. Otros dos argumentos planteados por los opositores 
de DR-CAFTA fueron que el tratado reafirmaba el “mo-
delo neoliberal” (15 de 37) y que debilitaría la seguridad 
alimenticia (11 de 37).

Los opositores del tratado también pensaron que el 
DR-CAFTA beneficiaría solo a unos pocos sectores de 
Costa Rica (exportadores, importadores y grandes cor-
poraciones) y, por lo tanto, aumentaría los niveles de des-
igualdad. Otros argumentos menos utilizados por parte 
de los oponentes fueron preocupaciones ambientales, la 
falta de preparación competitiva por parte de las empre-
sas y que la ICC no se perdería incluso si el DR-CAFTA 
no fuera aprobado.

En general, se puede decir que los argumentos princi-
pales planteados por los opositores del DR-CAFTA fue-
ron el impacto negativo del tratado sobre los agricultores 
nacionales y las PYMES, que el tratado debilitaría algu-
nas empresas públicas (como el ICE) y la seguridad social 
del país (es decir, la CCSS), y que el DR-CAFTA consoli-
daría el modelo orientado a la exportación. Dado todos 
estos argumentos, creían que el tratado podría producir 
más desempleo, ejerciendo más presión sobre la pobreza, 
informalidad y desigualdad. Además, algunos opositores 
consideraron que el modelo orientado a la exportación 
era inadecuado porque las autoridades costarricenses no 
se preocupaban por aquellos que no se veían beneficia-
dos directamente por la estrategia de desarrollo (los “ex-
cluidos”). Por ejemplo, señalaron la ausencia de esfuerzos 
para desarrollar vínculos productivos entre las empresas 
exportadoras y PYMES nacionales.38

A diferencia de los argumentos en contra del tratado, 
los argumentos del grupo promotor del DR-CAFTA se 
basaron en dos conceptos principales: la importancia de 
la certeza de las normas legales para el comercio exte-
rior y la atracción de inversiones extranjeras, así como la 
continuidad y la consolidación del modelo basado en la 
promoción de las exportaciones, que se había fortalecido 
con la negociación de otros tratados de libre comercio 
desde 1995 (Gráfico 3). De hecho, 24 de los 34 entrevista-
dores afirmaron que el argumento más importante para 
aprobar el DR-CAFTA era la estabilidad y certeza que 
el acuerdo otorgaría a los exportadores e inversionistas 
locales y extranjeros. Es decir, el tratado incrementaría 
tanto el comercio como los flujos de inversión extranjera 
directa hacia Costa Rica. Con relación a este argumento, 
17 de 34 entrevistadores afirmaron que nada garantizaba 
que las preferencias de la ICC concedidas por los Estados 
Unidos a los países centroamericanos continuarían en el 
futuro, ya que eran concesiones unilaterales del gobierno 
de los Estados Unidos.

Aunque negociar un TLC con un país grande como 
Estados Unidos representa un desafío para economías 
pequeñas como Costa Rica, 18 de 34 entrevistados in-
dicaron que las autoridades locales tenían la experiencia 
para hacerlo con éxito, gracias al proceso de aprendizaje 
de los negociadores en otros acuerdos bilaterales y mul-
tilaterales. Había una creencia entre algunos de los entre-
vistadores (14 de 34) que un mejor acceso al mercado de 
los Estados Unidos a través del DR-CAFTA podría traer 
beneficios a otros sectores además de los ya incluidos en  

38Cabe mencionar que los primeros esfuerzos para desarrollar proveedores locales en Costa Rica fueron iniciados por el sector privado (empresas multinacionales) 
a mediados de los años noventa. En 1999 un Proyecto de Desarrollo de Proveedores para empresas multinacionales de alta tecnología fue creado con el apoyo del 
BID y de la FUNCENAT, la Cámara de Industrias, CINDE y PROCOMER (Monge-González, Loria y Rosales-Tijerino, 2010).
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las preferencias de la ICC. Así, 13 de los 34 encuestadores 
señalaron que los flujos comerciales aumentarían gracias 
al tratado. Ya que el comercio exterior era visto como 
motor del crecimiento económico, el tratado promovería 
más crecimiento así como más y mejores oportunidades 
de empleo (14 de 34). Por lo tanto, el tratado generaría 
más oportunidades de desarrollo, reducción del precio de 
bienes, servicios e insumos, y mayores ingresos fiscales 
que podrían utilizarse para combatir la pobreza a través 
del gasto social.

Además, algunos de los promotores del DR-CAFTA  
(15 de 34) también consideraron que no aprobar el tra-
tado tendría graves consecuencias para Costa Rica.  
Se preocuparon por la pérdida de atención geopolíti-
ca para América Central por parte del gobierno de los 
Estados Unidos con respecto a países como México 
y Colombia, así como la pérdida de competitividad de 
las exportaciones costarricenses en bienes y servicios, 
en comparación con otros países que obtuvieron ac-
ceso preferencial al mercado estadounidense gracias a 
TLC. Finalmente, algunos promotores del DR-CAFTA 
argumentaron que, con respecto a las preocupaciones 
ambientales, el tratado garantizaría la continuidad de la 
legislación nacional, con mayor rigurosidad y sanciones. 

Más allá de los resultados esperados para sectores 
particulares y para el país en general, la discusión del 

DR-CAFTA fue sobre dos enfoques opuestos de cuál 
tipo de sociedad debería abrazar Costa Rica en el futuro. 
En su esencia, fue una confrontación entre un modelo 
orientado a la exportación con un estado más pequeño, 
la eliminación de los monopolios estatales a través de la 
introducción de competencia a las empresas estatales (en 
lugar de la privatización) y precios determinados por el 
mercado para la asignación de recursos; y un “modelo de 
desarrollo centrado en el estado” con mayor intervencio-
nismo, monopolios públicos y un gobierno regulador de 
los precios, asignando recursos y distribuyendo ingresos.

No obstante, ambos grupos compartieron una visión 
similar sobre la importancia del gasto social (programas 
de salud, educación y lucha contra la pobreza) y la protec-
ción del sistema de seguridad social a través de la CCSS. 
De hecho, tres diferentes partidos políticos han goberna-
do Costa Rica en las últimas tres décadas y media y todos 
han apoyado este tipo de programas e instituciones, inde-
pendientemente de su ideología política.

Finalmente, aunque durante el debate del referén-
dum fue clara la confrontación entre el presidente Arias 
del Partido Liberación Nacional (PLN) y Ottón Solís del 
PAC, la integración de los dos grupos confrontados (en 
contra y a favor del tratado) incluyeron personas de am-
bos partidos políticos, como se mencionó anteriormen-
te. Por lo tanto, la discusión sobre el DR-CAFTA no fue 
principalmente una discusión entre dos partidos políti-
cos, sino una discusión entre dos grupos diferentes con 
diferentes intereses establecidos, y así, con una visión dis-
tinta sobre el tipo de sociedad que Costa Rica debería ser.

d. Mecanismos de influencia 
Según las entrevistas realizadas por el Estado de la 

Nación (2017a), la mayoría de los entrevistados partici-
paron en el debate del DR-CAFTA desde el 2002 o antes. 
De hecho, 19 de 34 promotores (negociadores comer-
ciales, ex funcionarios del gobierno y representantes del 
sector privado) y 8 de los 37 opositores (representan-
tes de sindicatos y universidades públicas académicas), 
mencionaron que comenzaron a participar en algunas 
actividades entre el 2001 y 2003. Otro grupo relevante (9 
promotores y 13 oponentes) se vieron involucrados du-
rante la campaña electoral previa a la segunda elección 
de Oscar Arias Sánchez como presidente de Costa Rica, 
en febrero del 2006 o durante los primeros meses de esa 
administración. 

Como se muestra en el Gráfico 4 y el Gráfico 5, in-
dependientemente del grupo al que pertenecieran, tanto 
los opositores (NO) y los promotores (SÍ) del DR-CAF-

Fuente: Adaptado del Estado de la Nación (2017a).

GRÁFICO 3 - COSTA RICA: ARGUMENTOS PRINCIPALES 
A FAVOR DEL DR-CAFTA 

(NÚMERO DE ENTREVISTADOS QUE MENCIONARON 
CADA ARGUMENTO DE UN TOTAL DE 34)
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TA participaron en varias actividades relacionadas con 
las campañas del referéndum, formación de opinión, ac-
tividades desarrolladas en el congreso, y asistencia o par-
ticipación en foros, debates, manifestaciones, entre otros. 
En términos de actividades relacionadas con la campaña 
antes del referéndum no hay muchas diferencias entre los 
grupos del NO y SÍ. Sólo en el caso de los que estaban a 
favor del tratado es claro el papel destacado de asesorar 
a las autoridades y portavoces de la tendencia, mientras 
que entre los que se opusieron al tratado había más traba-
jo de casa en casa, distribuyendo publicaciones y hablan-
do con los ciudadanos (Gráfico 4).

Con respecto a los esfuerzos para formar una opi-
nión, ambos grupos (NO y SÍ) tuvieron seguidores 
que participaron de forma activa en charlas, debates, 
foros y mesas redondas. Sin embargo, una diferen-
cia entre los dos grupos fue la generación de publica-
ciones del NO sobre los efectos potenciales del TLC.  
Sin embargo, debe aclararse que a solicitud del gobierno 
hubo otros estudios sobre el tema, realizados bajo el pa-

trocinio de organizaciones internacionales como el Ban-
co Mundial.39  Otra diferencia entre ambos grupos fue la 
mayor participación de seguidores del SI en presentacio-
nes y discursos (Gráfico 5).

Los diputados que apoyaron el DR-CAFTA enfatiza-
ron el trabajo exhaustivo que hicieron en comités y en el 
plenario legislativo para otorgar la “vía rápida” a la apro-
bación del tratado, aprobar la convocatoria del referén-
dum y procesar la aprobación de la agenda de implemen-
tación del tratado (proyectos de ley). Por otro lado, entre 
los entrevistados del NO hubo mayores niveles de parti-
cipación en marchas, debates (no como panelistas, sino 
como público) y en la formación y fortalecimiento de 
los “comités patrióticos”, tanto de su propia comunidad 
como de comunidades principalmente en zonas rurales. 
Finalmente, hubo una mayor participación de aquellos 
que favorecieron al tratado durante la fase de negociación 
del TLC, tanto al tomar el mando de las negociaciones 
y en el acompañamiento en los cuartos adjuntos. Doce 
miembros del grupo SI desarrollaron estas actividades en 

39 Véase  Monge-González, et al. (2003) y Monge-González et al. (2004).

GRÁFICO 4 - COSTA RICA: ACTIVIDADES ANTES DEL REFERÉNDUM RELACIONADAS A LA CAMPAÑA

18

Oponentes Promotores

Fuente: Adaptado del Estado de la Nación (2017a).
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comparación a solo uno del grupo del NO (Estado de la 
Nación 2017a).

Aunque hay algunas similitudes entre ambos grupos 
con respecto a las actividades emprendidas durante el 
debate del referéndum, hay diferencias relevantes que 
reflejan las características mencionadas por los entrevis-
tados al evaluar la campaña de la otra parte. Por un lado, 
un trabajo más estructurado, institucional y estratégico 
de parte del SI, orientado a audiencias específicas y muy 
centradas en los temas de seguridad jurídica, crecimien-
to económico y empleo. Mientras que, por otro lado, un 
esfuerzo más amplio, participativo y plural por parte del 
NO, basado en conceptos amplios y complejos (como 
independencia y soberanía), señalando impactos nega-
tivos potenciales en muchas áreas diferentes (Estado de 
la Nación, 2017a). La importancia de este argumento se 
ve respaldado por los hallazgos de Hicks, Milner y Tin-
gley (2014), ya que, de acuerdo con estos autores, después 
de controlar los factores económicos, el PLN (gobierno) 
más organizado fue capaz de difundir su mensaje y por 
ende, tuvo una mayor influencia en las preferencias de los 
votantes que partidos políticos menos organizadas como 
el PAC. 

Como se mencionó en las secciones anteriores, para 
lograr con éxito el establecimiento del modelo de pro-
moción de las exportaciones, no solo era necesario eli-
minar las restricciones comerciales a las importaciones 
para obtener precios correctos, pero también favorecer 
la creación de nuevos grupos de interés para los cuales la 
estrategia de sustitución de importaciones era incompa-
tible con sus intereses. Un grupo muy importante en esta 
materia eran los exportadores. Exploramos si los votantes 
de los municipios donde se realizan actividades de expor-
tación relativamente importantes favorecieron la aproba-
ción del DR-CAFTA. Simultáneamente, analizamos la 
relación entre el porcentaje de votantes que dijeron SI y 
las exportaciones per cápita por municipalidad en Costa 
Rica durante el 2007.

Encontramos una relación positiva y estadísticamen-
te significativa entre ambas variables como se muestra 
en el Gráfico 6. Además, el coeficiente de correlación 
de Spearman, que es una medida del grado en que estas 
dos variables están asociadas entre sí (no necesariamente 
en valor, sino en rango u orden), es 0.4945, significati-
vo al 5%. Así, los fundamentos económicos de apoyo al 
DR-CAFTA se ajustan al modelo factorial de comercio de 
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Ricardo-Viner, ya que los municipios con industrias con 
una fuerte orientación hacia las exportaciones apoyaron 
más el tratado. Es decir, pareciera que en Costa Rica los 
individuos con mayores niveles de capacitación en los 
sectores orientados a la exportación apoyaron el comer-
cio, mientras que los de menores destrezas que laboran 
en los sectores que compiten con las importaciones se 
opusieron.40 

En los países en desarrollo, las divisiones políticas en 
torno al comercio y la discusión sobre la globalización 
puede que sigan un modelo de factores específicos (Ri-
cardo-Viner) más que la predicción de Stolper-Samuel-
son. De hecho, Osgood et al (2016) encuentran vínculos 
fuertes entre la intensidad de las exportaciones y el interés 
de las empresas en la política comercial y fuertes corre-
laciones entre la escala de exportación y el compromiso 
con la política comercial. Es decir, altas ventas de expor-
tación influyen en su actividad política pro-comercio. Se 
debe mencionar que la creación de empleos fue un tema 
relevante que favoreció el voto SI en muchas encuestas de 

opinión (Rodríguez, 2013).
Las empresas con alta productividad tienen más pro-

babilidades de exportar que las empresas con baja pro-
ductividad (Melitz, 2003; Bernard et al, 2003; Wagner, 
2007). La evidencia para Costa Rica apoya esta hipótesis 
(Rivera, 2010). Las empresas más productivas involucra-
das en mercados extranjeros tienen más probabilidades 
de apoyar la liberalización del comercio que las empresas 
más pequeñas y menos productivas, con posibilidad de 
competir solo en el mercado interno (Plouffe, 2017). Así, 
los acuerdos comerciales y el cabildeo de las empresas de 
exportación reducen el sesgo proteccionista de las em-
presas que compiten con las importaciones (Betz, 2017).

Otro resultado interesante es que la importancia re-
lativa del empleo en el sector público a nivel de distrito 
ayuda a explicar la formación de preferencias con respec-
to al DR-CAFTA. Así, como la composición de los dos 
grupos enfrentados sugiere divisiones de trabajadores en 
el sector público versus sector privado con respecto al 
DR-CAFTA, podemos esperar que los empleadores pú-

40 Este resultado está en línea con los hallazgos de Hicks, Milner y Tingley (2014) y Urbatsch (2013).

Fuente: Elaboración propia con datos del TSE y COMEX

-1 5 6
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41 En la tercera y cuarta semana de septiembre y el primero de octubre del 2007 (antes del referéndum), hubo una fuerte volatilidad en las encuestas, con movimien-
tos fuertes en direcciones contrarias de la intención de votar, en muy poco tiempo. Hubo una aceleración en la disminución en el apoyo para el SI y un aumento 
correlacionado hacia el NO, una situación que llevó al NO a superar el SI en más de 10 puntos. Sin embargo, una recuperación posterior del SI y la disminución del 
NO hizo que la campaña se cerrara casi con un empate entre ambas fuerzas. Esto sugiere que el SI tenía una mejor movilización de sus electores en el día de la 
votación (Rodríguez, 2013).

blicos se opongan al tratado. De hecho, existe una rela-
ción negativa y significativa entre el porcentaje de empleo 
público a nivel de distrito y el porcentaje de voto de SI 
(Hicks, Milner y Tingley, 2014). Una posible explicación 
de este resultado es la preocupación de los líderes de los 
sindicatos públicos sobre la pérdida de poder político si 
se eliminaran los monopolios públicos en telecomuni-
caciones y seguros debido al tratado (consistente con el 
modelo de abajo hacia arriba de las preferencias de políti-
ca comercial). A pesar de la amplia campaña publicitaria 
del grupo SI, ésta no estuvo bien enfocada durante un 
gran parte de la campaña. Sin embargo, sus mensajes se 
hicieron más claros al final del referéndum (especialmen-
te con relación a la creación de nuevas oportunidades de 
empleo). Los partidarios del NO, por otro lado, utilizaron 
formas alternativas de comunicación que dirigieron su 
mensaje, partiendo de temas diferentes que luego cons-
truyeron una agenda de oposición común (Rodríguez, 
2013).41

Comenzamos el análisis de esta sección con una pre-
gunta. ¿Cómo y por qué fue ratificado el DR-CAFTA? Se 
puede concluir que este tratado fue ratificado después de 
un largo proceso de negociación, confrontación de posi-
ciones políticas, una elección presidencial, discusiones en 
el congreso y finalmente, a través del primer referéndum 
organizado en Costa Rica. El referéndum fue aprobado 
con un pequeño margen en octubre del 2007, más de tres 
años después de firmar el acuerdo (enero de 2004).

El agregado de ciertos elementos al final del proceso 
parece explicar el resultado final del referéndum a favor 
de la aprobación del tratado. Estos elementos son: el en-
foque de negociación seguido por COMEX (exclusión 
de dos productos agrícolas importantes: cebolla y papas; 
procesos a largo plazo para abrir el mercado interno de 
productos sensibles, como el arroz y azúcar, y la apertu-
ra de los mercados de telecomunicaciones y seguros a la 
competencia privada, en lugar de privatización), una me-
jor organización por parte del grupo a favor del acuerdo, 
su estrategia (educar, motivar y movilizar), un mensaje 
claro sobre los argumentos básicos a favor del tratado, 
(específicamente la creación de nuevas oportunidades de 
empleo) y la credibilidad y fuerte apoyo del presidente 
Arias durante todo el proceso.

En resumen, el equilibrio de fuerzas y la capacidad 
para influir la opinión pública a favor de DR-CAFTA 

fueron más efectivos que la oposición. Puede decirse que 
la “clientela” política construida por empresarios, trabaja-
dores del sector privado, financistas, exportadores y pro-
fesionales en torno al acuerdo y la política de apertura 
comercial en general (que comenzó tres décadas antes), 
aumentó y ganó más fuerza durante el proceso.

Ni un “modelo de abajo hacia arriba” ni un “modelo 
de arriba hacia abajo” son suficientes por sí mismos para 
explicar qué sucedió durante el proceso de referéndum 
en Costa Rica. Aun así, las conclusiones de ambos enfo-
ques han sido muy útiles para explicar esta etapa.

Por último, en cuanto a los patrones de apoyo y oposi-
ción al acuerdo, debe destacarse que más allá de los resul-
tados esperados para sectores particulares y el país en su 
totalidad, la discusión del DR-CAFTA fue sobre dos ideas 
opuestas de qué tipo de sociedad debería Costa Rica ser 
en el futuro. En su esencia, fue una confrontación entre 
un modelo orientado a la exportación con un estado más 
pequeño, la eliminación de los monopolios estatales a 
través de la competencia para las empresas estatales (en 
lugar de la privatización) y precios determinados por el 
mercado y asignación de recursos; y un modelo de de-
sarrollo centrado en un estado intervencionista, mono-
polios públicos y el gobierno regulador de precios, asig-
nando recursos y distribuyendo ingresos. Los dos grupos 
enfrentados se crearon desde que Costa Rica cambió su 
modelo de desarrollo a mediados de los 80, de uno basa-
do en la sustitución de importaciones, a otro basado en 
la promoción de exportaciones y una mayor integración 
con la economía global. 

e. Hoja de cálculo de distribución política (DPS)
El Cuadro 3 presenta un resumen de las principa-

les fuerzas involucradas en el proceso del referéndum 
DR-CAFTA. Se utiliza una hoja de cálculo de distribu-
ción política  (DPS) para hacer un mapeo del contexto 
de la acción colectiva (Barón, 2012). Primero, desde la 
perspectiva original del referéndum; y luego contrastán-
dolo con el resultado final. Se describen variables de ac-
ción colectiva (número de participantes, recursos dispo-
nibles, costos de organización). Los principales intereses 
de los participantes y su influencia política determinan 
de diferentes formas el resultado final. Un mapeo de los 
intereses políticos describe a los participantes en la dis-
cusión política, la prioridad de las acciones políticas, las 
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razones para ejercer influencia en la política, los recursos 
para influir en los resultados de las políticas y el grado 
de influencia en la decisión final. En este caso, del refe-
réndum. Al final evaluamos el impacto de los grupos de 
presión sobre la decisión final de las políticas, basada en 
el mapeo.

La DPS ayuda a resumir e identificar las principales 
fuerzas involucradas en el proceso del referéndum (y la 
negociación previa del DR-CAFTA). De esta forma, se 
identifica la capacidad de generar acción política por 
parte de los participantes opositores y de apoyo para el 
referéndum, así como los beneficios esperados al apoyar 
u oponerse (en este caso, distribución de beneficios por 
magnitud y capacidad per cápita). El incentivo para cada 
participante es el principal objetivo para continuar apo-
yando u oponiéndose. También se describen las variables 

de acción colectiva. Los principales intereses de los par-
ticipantes y su influencia política determinan la decisión 
final, en este caso, el voto mayoritario para el SI.

La influencia media y grande (acción política efecti-
va) de la mayoría de los participantes pudo notarse. Las 
agencias gubernamentales (principalmente COMEX) 
tuvieron una gran influencia en el resultado final, debi-
do a la cantidad de sus recursos disponibles, capacidad 
para ejercer influencia política y los beneficios esperados 
(relacionado con el cumplimiento de su rol institucio-
nal). Las organizaciones opositoras también tenían gran 
influencia. Al final, el resultado tan cercano del referén-
dum fue el resultado de un equilibrio político entre los 
beneficios esperados de la acción política y la capacidad 
de influir en la política. 

  

Principales 
Actores  

Canales 
de  

Influencia 
Instrumentos 

Demanda: Beneficios de la Acción política  Oferta: Habilidad para generar Acción política Predicción: 
Cantidad de 

Acción 
política 
efectiva 

Objetivo principal 
(Incentivos) Magnitud Per  

cápita Número Cobertura Recursos Costo de 
organización 

Intereses de Apoyo  
Poder 
Ejecutivo 

                    

(Ministerio de 
Comercio 
Exterior 
(COMEX) 

Ejecutivo; 
Congreso
; Prensa. 

Cuartos 
adjuntos; 
Seminarios; 
Publicacion
es; Apoyo 
político. 

Garantizar el acceso 
al mercado 
estadounidense para 
exportaciones 
costarricenses (más 
allá de la ICC); 
Promover la 
participación privada 
en los sectores de 
telecomunicaciones y 
seguros 
(tradicionalmente 
monopolios 
estatales); Abrir el 
mercado 
costarricense para la 
agricultura y 
productos 
agroindustriales 
altamente protegidos 
y excluidos de otros 
TLC.  
Fortalecer la 
atracción de IED 
desde Estados 
Unidos y otros países 
(plataforma de 
exportación).  
Crecimiento de la 
inversión y el empleo. 

Pequeño Pequeño Pequeño Grande Grande Pequeño Grande 

PROCOMER Ejecutivo; 
Congreso
; Prensa. 

Seminarios; 
Publicacion
es; Apoyo 
político. 

Garantizar el acceso 
al mercado 
estadounidense para 
exportaciones 
costarricenses (más 
allá de la ICC).  
Fortalecer la 
atracción de IED 
desde Estados 
Unidos y otros países 
(plataforma de 
exportación). 

Grande Pequeña Pequeño Grande Grande Pequeño Grande 

Ministerio de 
Relaciones 
Exteriores  

Ejecutivo; 
Congreso
; Prensa. 

Apoyo 
político. 

Lograr una mayor 
integración con 
mercados extranjeros 
y buscar acuerdos 
internacionales en 
temas clave como el 
comercio, el 
ambiente y los 
derechos laborales. 

Pequeño Pequeño Pequeño Media Pequeño Medio Pequeño 

Ministerio de 
Agricultura  

Ejecutivo; 
Congreso
; Prensa. 

Apoyo 
político. 

Importancia para los 
exportadores de 
productos agrícolas.  
Exclusión de algunos 
bienes agrícolas y 
arancel con largos 
períodos de 
eliminación. 
Compensar 
preocupaciones con 
respecto a la 
sensibilidad productos 
agrícolas. 

Pequeña Pequeña Pequeña Pequeña Pequeña Medio Pequeña 
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Principales 
Actores  

Canales 
de  

Influenci
a 

Instrument
os 

Demanda: Beneficios de la Acción política  Oferta: Habilidad para generar Acción política Predicción: 
Cantidad de 

Acción 
política 
efectiva 

Objetivo principal 
(Incentivos) Magnitud Per  

cápita Número Cobertura Recursos 
Costo de 

organizaci
ón 

Intereses de Apoyo  
Poder 
Ejecutivo 

                    

(Ministerio de 
Comercio 
Exterior 
(COMEX) 

Ejecutivo; 
Congreso
; Prensa. 

Cuartos 
adjuntos; 
Seminarios; 
Publicacion
es; Apoyo 
político. 

Garantizar el acceso 
al mercado 
estadounidense para 
exportaciones 
costarricenses (más 
allá de la ICC); 
Promover la 
participación privada 
en los sectores de 
telecomunicaciones y 
seguros 
(tradicionalmente 
monopolios 
estatales); Abrir el 
mercado 
costarricense para la 
agricultura y 
productos 
agroindustriales 
altamente protegidos 
y excluidos de otros 
TLC.  
Fortalecer la 
atracción de IED 
desde Estados 
Unidos y otros países 
(plataforma de 
exportación).  
Crecimiento de la 
inversión y el empleo. 

Pequeño Pequeño Pequeño Grande Grande Pequeño Grande 

PROCOMER Ejecutivo; 
Congreso
; Prensa. 

Seminarios; 
Publicacion
es; Apoyo 
político. 

Garantizar el acceso 
al mercado 
estadounidense para 
exportaciones 
costarricenses (más 
allá de la ICC).  
Fortalecer la 
atracción de IED 
desde Estados 
Unidos y otros países 
(plataforma de 
exportación). 

Grande Pequeña Pequeño Grande Grande Pequeño Grande 

Ministerio de 
Relaciones 
Exteriores  

Ejecutivo; 
Congreso
; Prensa. 

Apoyo 
político. 

Lograr una mayor 
integración con 
mercados extranjeros 
y buscar acuerdos 
internacionales en 
temas clave como el 
comercio, el 
ambiente y los 
derechos laborales. 

Pequeño Pequeño Pequeño Media Pequeño Medio Pequeño 

Ministerio de 
Agricultura  

Ejecutivo; 
Congreso
; Prensa. 

Apoyo 
político. 

Importancia para los 
exportadores de 
productos agrícolas.  
Exclusión de algunos 
bienes agrícolas y 
arancel con largos 
períodos de 
eliminación. 
Compensar 
preocupaciones con 
respecto a la 
sensibilidad productos 
agrícolas. 

Pequeña Pequeña Pequeña Pequeña Pequeña Medio Pequeña 

  

Sector  
Privado 

                    

Unión de 
Cámaras 
(UCCAEP) 

Ejecutivo; 
Congreso
; Prensa. 

Anuncios. 
Publicacion
es. 
Cabildeo. 
CONCAUS
A. Alianza 
ciudadana 
para el Sí. 

Garantizar el acceso 
al mercado 
estadounidense para 
exportaciones 
costarricenses (más 
allá de la ICC). 
Promover la 
participación privada 
en los sectores de 
telecomunicaciones y 
seguros 
(tradicionalmente 
monopolios 
estatales). 

Grande Pequeño Pequeño Grande Grande Pequeño Media 

Cámara de 
Industrias  

Ejecutivo; 
Congreso
; Prensa. 

Anuncios. 
Publicacion
es. 
Cabildeo. 

Garantizar el acceso al 
mercado 
estadounidense para 
exportaciones 
costarricenses (más 
allá de la ICC). 
Promover la 
participación privada 
en los sectores de 
telecomunicaciones y 
seguros 
(tradicionalmente 
monopolios estatales). 

Grande Pequeño Grande Grande Grande Pequeño Media 

Cámara de 
Exportadores  

Ejecutivo; 
Congreso
; Prensa. 

Anuncios. 
Publicacion
es. 
Cabildeo. 
CONCAUS
A. Alianza 
ciudadana 
para el Sí. 

Garantizar el acceso 
al mercado 
estadounidense para 
exportaciones 
costarricenses (más 
allá de la ICC).  

Grande Pequeño Grande Grande Grande Pequeño Media 

Asociación 
de Zonas 
Francas de 
Exportación 
(AZOFRAS)  

Ejecutivo; 
Congreso
; Prensa. 

Anuncios. 
Publicacion
es. 
Cabildeo. 
CONCAUS
A. Alianza 
ciudadana 
para el Sí. 

Garantizar el acceso 
al mercado 
estadounidense para 
exportaciones 
costarricenses (más 
allá de la ICC).  
Fortalecer la 
atracción de IED de 
Estados Unidos y 
otros países 
(plataforma de 
exportación). 

Grande Pequeño Pequeño Media Grande Pequeño Media 

CINDE Ejecutivo; 
Congreso
; Prensa. 

Seminarios. 
Publicacion
es. Apoyo 
político.  
Alianza 
ciudadana 
para el Sí. 

Garantizar el acceso 
al mercado 
estadounidense para 
exportaciones 
costarricenses (más 
allá de la ICC).  
Fortalecer la 
atracción de IED de 
Estados Unidos y 
otros países 
(plataforma de 
exportación). 

Grande Pequeño Pequeño Media Grande Pequeño Media 

Cámara de 
Agricultura  

Ejecutivo; 
Congreso
; Prensa. 

Anuncios. 
 
Publicacion
es.  
Cabildeo. 

Importancia para los 
exportadores de 
productos agrícolas.  
Exclusión de algunos 
bienes agrícolas y 
arancel con largos 
períodos de 
eliminación. 
Compensar 
preocupaciones con 
respecto a la 
sensibilidad 
productos agrícolas. 

Media Pequeño Grande Media Medio Pequeño Pequeño 
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Partidos 
políticos 

                    

Movimiento 
Libertario 
(ML) 

Congreso
; Prensa. 

Seminarios; 
Publicacion
es; 
Defensa 
política; 
Alianza 
ciudadana 
para el Sí. 

Garantizar el acceso 
al mercado 
estadounidense para 
exportaciones 
costarricenses (más 
allá de ICC). 
Fortalecer la 
atracción de IED de 
Estados Unidos y 
otros países 
(plataforma de 
exportación). 
Crecimiento de 
inversión y empleo. 

Pequeña Pequeña Pequeño Pequeña Pequeño Medio Pequeña 

Partido 
Liberación 
Nacional 
(PLN) 

Ejecutivo, 
Congreso
. 

Seminarios; 
Publicacion
es; 
Advocay 
político; 
Alianza 
ciudadana 
para el Sí. 

Garantizar el acceso 
al mercado 
estadounidense para 
exportaciones 
costarricenses (más 
allá de la ICC).  
Fortalecer la 
atracción de IED 
desde Estados 
Unidos y otros países 
(plataforma de 
exportación).  
Crecimiento de 
inversión y empleo. 

Grande Pequeña Pequeño Grande Grande Pequeño Grande 

Partido 
Unidad 
Social 
Cristiana 
(PUSC) 

Congreso
; Prensa. 

Seminarios; 
Publicacion
es; Apoyo 
político; 
Alianza 
ciudadana 
para el Sí. 

Garantizar el acceso 
al mercado 
estadounidense para 
exportaciones 
costarricenses (más 
allá de la ICC).  
Fortalecer la 
atracción de IED 
desde Estados 
Unidos y otros países 
(plataforma de 
exportación).  
Crecimiento de 
inversión y empleo. 

Media Pequeña Pequeño Media Medio Pequeño Media 

Otros 
Grupos 
interesados  

                    

Asociación 
de 
Consumidore
s Libres 

Congreso
; Prensa. 

Anuncios; 
Publicacion
es; 
Cabildeo. 

Acceso a más bienes 
importados con precios 
menores.  
Promover la 
participación privada 
en los sectores de 
telecomunicaciones y 
seguros 
(tradicionalmente 
monopolios estatales).  
Apertura del mercado 
costarricense para la 
agricultura altamente 
protegida y productos 
agroindustriales, 
excluidos de otros TLC. 

Pequeña Pequeña Pequeño Pequeña Pequeño Medio Pequeña 

Think-tanks 
(Academia 
de CA, 
CLACDS-
INCAE) 

Ejecutivo; 
Congreso
; Prensa. 

Seminarios.  
Publicacion
es. 

Garantizar el acceso al 
mercado 
estadounidense para 
exportaciones 
costarricenses (más 
allá de la ICC).  
Fortalecer la atracción 
de IED de Estados 
Unidos y otros países 
(plataforma de 
exportación).  
Crecimiento de 
inversión y empleo. 

Pequeña Pequeño Pequeño Media Medio Pequeño Pequeña 

61 

 

 

  

Solidarismo  Ejecutivo; 
Congreso
; Prensa. 

Seminarios; 
Publicacion
es; Alianza 
ciudadana 
para el Sí. 

Garantizar el acceso 
al mercado 
estadounidense para 
exportaciones 
costarricenses (más 
allá de ICC). 
Fortalecer la 
atracción de IED de 
Estados Unidos y 
otros países 
(plataforma de 
exportación). 
Crecimiento de 
inversión y empleo. 

Grande Pequeña Grande Grande Medio Pequeña Medio 

Intereses de Oposición 

Partidos 
Políticos 

                    

Partido 
Acción 
Ciudadana 
(PAC) 

Congreso
; Prensa. 

Seminarios; 
Publicacion
es; Apoyo 
político; 
Comités 
patrióticos. 

Exigir una mejor 
calidad de vida para 
los pobres y los 
“olvidados” y apoyar 
la defensa de los 
derechos sociales y 
la autonomía 
nacional de 
“intereses 
extranjeros.”  

Pequeña Pequeña Pequeña Medio Pequeña Medio Medio 

Partido 
Frente 
Amplio (FA) 

Congreso
; Prensa. 

Seminarios; 
Publicacion
es; 
Defensa 
política; 
Comités 
patrióticos. 

Exigir una mejor 
calidad de vida para 
los pobres y los 
“olvidados” y apoyar 
la defensa de los 
derechos sociales y 
la autonomía 
nacional de 
“intereses 
extranjeros”. 

Pequeña Pequeña Pequeña Pequeña Pequeña Medio Pequeña 

Partido 
Accesibilidad 
sin Exclusión 
(PASE) 

Congreso
; Prensa. 

Seminarios; 
Publicacion
es; 
Advocay 
político; 
Comités 
patrióticos. 

Exigir una mejor 
calidad de vida para 
los pobres y los 
“olvidados” y apoyar 
la defensa de los 
derechos sociales y 
la autonomía 
nacional de 
“intereses 
extranjeros.” 

Pequeña Pequeña Pequeña Pequeña Pequeña Grande Pequeña 

Otras 
Grupos 
interesados  

                    

Sindicatos 
(sector 
público) 

Ejecutivo; 
Congreso
; Prensa. 

Anuncios. 
Huelgas. 
Manifestaci
ones. 
Protestas. 
Cabildeo. 
 
Movimiento 
patriótico 
del NO 
(Comités 
patrióticos). 

Exigir una mejor 
calidad de vida para 
los pobres y los 
“olvidados” y apoyar 
la defensa de los 
derechos sociales y 
la autonomía 
nacional de 
“intereses 
extranjeros.”  
Aislar de la 
competencia a las 
empresas públicas 
(telecomunicaciones 
y seguros) con el fin 
de mantener altos 
niveles de afiliación a 
los sindicatos 
(empleados públicos) 
y luego preservar alto 
nivel de poder político 
e influencia. 

Grande Pequeña Grande Grande Grande Pequeña Grande 
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Solidarismo  Ejecutivo; 
Congreso
; Prensa. 

Seminarios; 
Publicacion
es; Alianza 
ciudadana 
para el Sí. 

Garantizar el acceso 
al mercado 
estadounidense para 
exportaciones 
costarricenses (más 
allá de ICC). 
Fortalecer la 
atracción de IED de 
Estados Unidos y 
otros países 
(plataforma de 
exportación). 
Crecimiento de 
inversión y empleo. 

Grande Pequeña Grande Grande Medio Pequeña Medio 

Intereses de Oposición 

Partidos 
Políticos 

                    

Partido 
Acción 
Ciudadana 
(PAC) 

Congreso
; Prensa. 

Seminarios; 
Publicacion
es; Apoyo 
político; 
Comités 
patrióticos. 

Exigir una mejor 
calidad de vida para 
los pobres y los 
“olvidados” y apoyar 
la defensa de los 
derechos sociales y 
la autonomía 
nacional de 
“intereses 
extranjeros.”  

Pequeña Pequeña Pequeña Medio Pequeña Medio Medio 

Partido 
Frente 
Amplio (FA) 

Congreso
; Prensa. 

Seminarios; 
Publicacion
es; 
Defensa 
política; 
Comités 
patrióticos. 

Exigir una mejor 
calidad de vida para 
los pobres y los 
“olvidados” y apoyar 
la defensa de los 
derechos sociales y 
la autonomía 
nacional de 
“intereses 
extranjeros”. 

Pequeña Pequeña Pequeña Pequeña Pequeña Medio Pequeña 

Partido 
Accesibilidad 
sin Exclusión 
(PASE) 

Congreso
; Prensa. 

Seminarios; 
Publicacion
es; 
Advocay 
político; 
Comités 
patrióticos. 

Exigir una mejor 
calidad de vida para 
los pobres y los 
“olvidados” y apoyar 
la defensa de los 
derechos sociales y 
la autonomía 
nacional de 
“intereses 
extranjeros.” 

Pequeña Pequeña Pequeña Pequeña Pequeña Grande Pequeña 

Otras 
Grupos 
interesados  

                    

Sindicatos 
(sector 
público) 

Ejecutivo; 
Congreso
; Prensa. 

Anuncios. 
Huelgas. 
Manifestaci
ones. 
Protestas. 
Cabildeo. 
 
Movimiento 
patriótico 
del NO 
(Comités 
patrióticos). 

Exigir una mejor 
calidad de vida para 
los pobres y los 
“olvidados” y apoyar 
la defensa de los 
derechos sociales y 
la autonomía 
nacional de 
“intereses 
extranjeros.”  
Aislar de la 
competencia a las 
empresas públicas 
(telecomunicaciones 
y seguros) con el fin 
de mantener altos 
niveles de afiliación a 
los sindicatos 
(empleados públicos) 
y luego preservar alto 
nivel de poder político 
e influencia. 

Grande Pequeña Grande Grande Grande Pequeña Grande 

  

Solidarismo  Ejecutivo; 
Congreso
; Prensa. 

Seminarios; 
Publicacion
es; Alianza 
ciudadana 
para el Sí. 

Garantizar el acceso 
al mercado 
estadounidense para 
exportaciones 
costarricenses (más 
allá de ICC). 
Fortalecer la 
atracción de IED de 
Estados Unidos y 
otros países 
(plataforma de 
exportación). 
Crecimiento de 
inversión y empleo. 

Grande Pequeña Grande Grande Medio Pequeña Medio 

Intereses de Oposición 

Partidos 
Políticos 

                    

Partido 
Acción 
Ciudadana 
(PAC) 

Congreso
; Prensa. 

Seminarios; 
Publicacion
es; Apoyo 
político; 
Comités 
patrióticos. 

Exigir una mejor 
calidad de vida para 
los pobres y los 
“olvidados” y apoyar 
la defensa de los 
derechos sociales y 
la autonomía 
nacional de 
“intereses 
extranjeros.”  

Pequeña Pequeña Pequeña Medio Pequeña Medio Medio 

Partido 
Frente 
Amplio (FA) 

Congreso
; Prensa. 

Seminarios; 
Publicacion
es; 
Defensa 
política; 
Comités 
patrióticos. 

Exigir una mejor 
calidad de vida para 
los pobres y los 
“olvidados” y apoyar 
la defensa de los 
derechos sociales y 
la autonomía 
nacional de 
“intereses 
extranjeros”. 

Pequeña Pequeña Pequeña Pequeña Pequeña Medio Pequeña 

Partido 
Accesibilidad 
sin Exclusión 
(PASE) 

Congreso
; Prensa. 

Seminarios; 
Publicacion
es; 
Advocay 
político; 
Comités 
patrióticos. 

Exigir una mejor 
calidad de vida para 
los pobres y los 
“olvidados” y apoyar 
la defensa de los 
derechos sociales y 
la autonomía 
nacional de 
“intereses 
extranjeros.” 

Pequeña Pequeña Pequeña Pequeña Pequeña Grande Pequeña 

Otras 
Grupos 
interesados  

                    

Sindicatos 
(sector 
público) 

Ejecutivo; 
Congreso
; Prensa. 

Anuncios. 
Huelgas. 
Manifestaci
ones. 
Protestas. 
Cabildeo. 
 
Movimiento 
patriótico 
del NO 
(Comités 
patrióticos). 

Exigir una mejor 
calidad de vida para 
los pobres y los 
“olvidados” y apoyar 
la defensa de los 
derechos sociales y 
la autonomía 
nacional de 
“intereses 
extranjeros.”  
Aislar de la 
competencia a las 
empresas públicas 
(telecomunicaciones 
y seguros) con el fin 
de mantener altos 
niveles de afiliación a 
los sindicatos 
(empleados públicos) 
y luego preservar alto 
nivel de poder político 
e influencia. 

Grande Pequeña Grande Grande Grande Pequeña Grande 
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f. El DR-CAFTA diez años después 
Después de una década del DR-CAFTA, los resultados 

han sido positivos para el país (Salazar-Xirinachs, 2017). 
Por ejemplo, el acuerdo ha contribuido a modernizar la 
legislación costarricense sobre la propiedad intelectual, 
seguros, telecomunicaciones y contratos de distribución; 
ha facilitado mecanismos para asegurar la aplicación 
efectiva de la legislación ambiental y el derecho del traba-
jador. Un tema común de la opinión de los representantes 
de los grupos a favor y en contra del tratado es que éste 
no ha generado los problemas extremos previstos por los 
oponentes ni los grandes beneficios esperados por los 
promotores (Estado de la Nación, 2017a).

Los opositores argumentan que hoy la desigualdad y 
la pobreza han aumentado (27 de 37), que el país aún tie-
ne algunas limitaciones para obtener más beneficios del 
comercio (22 de 37) y que las condiciones de trabajo se 
han deteriorado (16 de 37). Sin embargo, vale la pena se-
ñalar que 21 de los 37 oponentes entrevistados por el Es-
tado de la Nación (2017a) señalaron al menos un aspecto 
positivo de la implementación del DR- CAFTA, incluido 
el crecimiento del comercio sin impacto en la seguridad 
social, una democracia más fuerte, mejoramiento pro-
ductivo, expansión de sectores, entre otros impactos po-
sitivos de la apertura.

Los promotores del DR-CAFTA afirman que el trata-
do ha producido impactos positivos tales como mayores 
flujos comerciales y de IED (29 de 34), más competencia 
en los sectores de telecomunicaciones y seguros (ha me-
jorado la calidad de los servicios), una penetración más 
alta de telefonía celular y e internet y un mercado más 
desarrollado con más de 100 operadores (22 de 34). Todo 

eso, según las entrevistas (y como se esperaba), ha be-
neficiado a los consumidores. Además, ambos sectores 
experimentaron incrementos en productividad, asocia-
dos con la apertura de esos mercados a la competencia 
(OCDE, 2018). 

Asimismo, los promotores del tratado afirman que 
ahora hay más estabilidad y certeza en el ámbito co-
mercial y las relaciones con los Estados Unidos gracias 
al DR-CAFTA (22 de 34). Finalmente, la mitad de los 
promotores (17 de cada 34) creen que el tratado fue útil 
para enfrentar con éxito la crisis financiera internacional 
de 2008/2009. Al igual que los oponentes, casi todos los 
promotores (33 de 34) creen que hay algunas limitacio-
nes que han impedido que el país obtenga más beneficios 
del DR-CAFTA. Entre estas limitaciones se señalan pro-
blemas con la calidad de la educación, falta de infraes-
tructura apropiada, dificultades para generar vínculos 
productivos entre las actividades más dinámicas y otras 
empresas (principalmente PYMES), y la falta de institu-
ciones fuertes que promuevan la competencia y reduzcan 
la carga de procedimientos burocráticos para hacer nego-
cios. Los promotores del DR-CAFTA también expresan 
preocupación por la desigualdad y la pobreza. 

Casi la mitad de los promotores (16 de 34) afirman 
 que la ausencia de una agenda de política complementa-
ria impidió a algunos sectores sensibles obtener recursos 
económicos y técnicos para mejorar su productividad 
y competitividad. Es decir, no existían mecanismos de 
compensación para potenciales perdedores durante la 
implementación del DR-CAFTA. Todo lo anterior puede 
explicar la existencia de sectores que aún se oponen al 
modelo orientado a la exportación de Costa Rica.

Fuente: Compilación de los autores basada en el marco analítico desarrollado por Baron (2012). 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

  Arancel consolidado NMF aplicado Aplicado 

Academia 
(Universidad
es públicas) 

Ejecutivo; 
Congreso
; Prensa. 

Anuncios, 
Publicacion
es, 
Seminarios, 
Manifestaci
ones. 
Movimiento 
patriótico 
del NO 
(Comités 
patrióticos). 

Exigir una mejor 
calidad de vida para 
los pobres y los 
“olvidados” y apoyar 
la defensa de los 
derechos sociales y 
la autonomía 
nacional de 
“intereses 
extranjeros.” 

Pequeña Pequeña Grande Medio Medio Pequeño Medio 

ONGs 
(ambientales) 

Ejecutivo; 
Congreso
; Prensa. 

Manifestaci
ones. 
Protestas.  
Movimiento 
patriótico 
del NO 
(Comités 
patrióticos). 

Exigir una mejor 
calidad de vida para 
los pobres y los 
“olvidados” y apoyar 
la defensa de los 
derechos sociales y 
la autonomía 
nacional de 
“intereses 
extranjeros.” 

Pequeña Pequeña Pequeña Pequeña Pequeña Grande Pequeña 

Iglesia 
católica  

Ejecutivo; 
Congreso
; Prensa. 

Misa. 
Prédicas., 
Cabildeo. 

Exigir una mejor 
calidad de vida para 
los pobres y los 
“olvidados” y apoyar 
la defensa de los 
derechos sociales. 

Pequeña Pequeña Medio Grande Grande Pequeño Grande 
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El referéndum DR-CAFTA representó un punto de 
inflexión con implicaciones para la economía política de 
la configuración de los actores. El movimiento social del 
combo del ICE (2000) fortaleció la oposición a los mer-
cados libres y las políticas de apertura comercial. Como 
estrategia general, el grupo del SI buscó más prominen-
cia e influencia de los participantes a favor de la apertura 
comercial. La victoria ajustada del SI en el referéndum se 
logró, en particular, con la apertura de los mercados de 
telecomunicaciones y seguros.42  Esto contribuyó con un 
mayor apoyo al modelo de apertura.

La negociación de DR-CAFTA fue un movimiento 
político para fortalecer la apertura comercial y para obte-
ner reformas políticas necesarias para mejorar el clima de 
inversión del país. Era un mecanismo de refuerzo hacia 
un comercio más libre y una mayor integración con la 
inversión y cadenas de valor internacional. En este sen-
tido, la aprobación democrática del referéndum validó 
decisiones políticas y aumentó el apoyo hacia la política 
comercial. 

Una característica reciente de Costa Rica es que tres 
diferentes partidos políticos han gobernado el país du-
rante las últimas tres décadas y media. Todos ellos han 
apoyado el proceso de apertura comercial que comenzó 
a mediados de los 80. Incluso el PAC, que fue un actor 
clave del movimiento político anti-DR-CAFTA y que ha 
estado en la presidencia durante las últimas dos adminis-
traciones (desde mayo del 2014), ha mantenido el apoyo 
político hacia el acuerdo y la política comercial en gene-
ral.

Un lector cuidadoso puede recordar una de las pre 
que la ausencia de una agenda de política complementa-
ria impidió a algunos sectores sensibles obtener recursos 
económicos y técnicos para mejorar su productividad 
y competitividad. Es decir, no existían mecanismos de 
compensación para potenciales perdedores durante la 
implementación del DR-CAFTA. Todo lo anterior puede 
explicar la existencia de sectores que aún se oponen al 
modelo orientado a la exportación de Costa Rica. 

El referéndum DR-CAFTA representó un punto de 
inflexión con implicaciones para la economía política de 
la configuración de los actores. El movimiento social del 
combo del ICE (2000) fortaleció la oposición a los mer-
cados libres y las políticas de apertura comercial. Como 
estrategia general, el grupo del SI buscó más prominen-
cia e influencia de los participantes a favor de la apertura 
comercial. La victoria ajustada del SI en el referéndum se 
logró, en particular, con la apertura de los mercados de 

telecomunicaciones y seguros.42  Esto contribuyó con un 
mayor apoyo al modelo de apertura.

La negociación de DR-CAFTA fue un movimiento 
político para fortalecer la apertura comercial y para obte-
ner reformas políticas necesarias para mejorar el clima de 
inversión del país. Era un mecanismo de refuerzo hacia 
un comercio más libre y una mayor integración con la 
inversión y cadenas de valor internacional. En este sen-
tido, la aprobación democrática del referéndum validó 
decisiones políticas y aumentó el apoyo hacia la política 
comercial. 

Una característica reciente de Costa Rica es que tres 
diferentes partidos políticos han gobernado el país du-
rante las últimas tres décadas y media. Todos ellos han 
apoyado el proceso de apertura comercial que comenzó 
a mediados de los 80. Incluso el PAC, que fue un actor 
clave del movimiento político anti-DR-CAFTA y que ha 
estado en la presidencia durante las últimas dos adminis-
traciones (desde mayo del 2014), ha mantenido el apoyo 
político hacia el acuerdo y la política comercial en gene-
ral.

Un lector cuidadoso puede recordar una de las pre-
guntas planteadas al comienzo de esta sección. ¿Por qué, 
a pesar del intenso conflicto sobre el DR-CAFTA, las ad-
ministraciones subsiguientes (incluyendo los dirigidos 
por los partidos de centroizquierda que originalmente se 
opusieron al acuerdo comercial) mantuvieron el compro-
miso con la apertura comercial y una mayor integración 
con la economía global?

En los años posteriores al referéndum, el movimiento 
del NO no ha sido capturado por ningún partido polí-
tico. Además, la capitalización electoral del SI diluyó el 
movimiento del NO. Así, la discusión sobre el acuerdo 
fue políticamente “enterrada” después de su aprobación. 
El referéndum, aunque con un margen relativamente es-
trecho, constituyó un sólido mandato democrático a fa-
vor del DR-CAFTA y lo que representaba. Además, fue el 
primer referéndum organizado en el país, con una nueva 
legislación. Bloquear ese instrumento habría implicado 
una dislocación a la seguridad institucional y la econo-
mía.43  Por otra parte, desde una perspectiva práctica, no 
había un verdadero modelo alternativo al marcado por 
la política de integración comercial y, en particular, para 
las relaciones comerciales con Estados Unidos y América 
Central, que son vitales para la economía costarricense.

Los siete años transcurridos después del referéndum 
hasta la primera administración del PAC (2014- 2018) 
demostraron que ni los grandes beneficios ni perjuicios 

42 Las encuestas de opinión indicaron que las personas en general no estaban en contra de la apertura de los mercados de telecomunicaciones y seguros, sino en 
su privatización. Este último era un efecto negativo para los votantes (Rodríguez, 2013).
43Cualquier intento de modificar el DR-CAFTA implicaría incertidumbre en el clima empresarial, lo que podría afectar los flujos de inversión y la creación de empleo.
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que se predecían con el DR-CAFTA se concretaron. Aun 
así, algunos de los beneficios esperados por los partida-
rios se dieron, como mayor IED y exportaciones, más y 
mejores servicios de telecomunicaciones y seguros, así 
como más oportunidades de empleo en estas activida-
des. Por otra parte, la implementación de la agenda del 
DR-CAFTA que incluía reformas legales (especialmente 
relacionadas con la apertura de las telecomunicaciones y 
los seguros), agregó mayor peso institucional y especifi-
cidad a lo establecido en el acuerdo. En gran medida, lo 
hizo irreversible, especialmente en asuntos relacionados 
con la apertura a la competencia privada de las empresas 
estatales monopolísticas. Así, frente a los costos políticos 
y económicos involucrados en modificar o renegociar el 
acuerdo, la administración Solís-Rivera (2014-2018) pre-
firió no afrontarlos.44  

En línea con los argumentos anteriores, durante la 
administración Solís-Rivera la preocupación de los for-
muladores de políticas comerciales no fue un cambio (re-
versión) de la apertura comercial, sino sobre cómo pro-
mover la entrada de IED en las zonas rurales mediante 
la mejora del clima empresarial en las regiones, así como 
la forma de generar vínculos más productivos entre los 
exportadores (locales y empresas multinacionales) y em-
presas nacionales (principalmente PYMES). La adminis-
tración Alvarado-Quesada (2018-2022) ha mantenido el 
compromiso con la apertura comercial y la integración 
con los mercados internacionales. Además, con el lide-
razgo de COMEX, se están apoyando reformas políticas y 
legales para lograr la adhesión de Costa Rica a la Organi-
zación para la Cooperación y el Desarrollo Económicos 
(OCDE).

También cabe destacar que en las dos últimas admi-
nistraciones los ministros nombrados en COMEX han 
sido miembros de otros partidos políticos que favorecen 
el libre comercio. Un resultado de un cabildeo efectivo 

por empresarios, principalmente exportadores, con un 
gran activismo durante la administración del PAC. Sin 
embargo, todavía hay opositores al libre comercio, que 
durante la administración Solís-Rivera (2014-2018) rea-
lizaron un cabildeo efectivo para detener el posible ac-
ceso de Costa Rica a la Alianza del Pacífico. Además, la 
nueva administración Alvarado-Quesada 2018-2022 (del 
mismo partido político) ha declarado la intención de no 
negociar el acceso de Costa Rica a la Alianza del Pacífico 
(PA) “por el momento.”45

En resumen, el modelo de promoción de las exporta-
ciones dejó de ser un tema controversial en las campañas 
políticas desde 2006. Fue aceptado como un hecho.46  Más 
de una década después de la aprobación del DR-CAFTA, 
la discusión sobre el futuro de Costa Rica se enfoca en 
abordar temas relacionados con cómo hacer que la ac-
tual estrategia de desarrollo sea más inclusiva y sosteni-
ble, y no sobre la continuidad de un modelo orientado a 
la exportación y el libre comercio. Esto representa una 
buena oportunidad para que las autoridades costarricen-
ses aborden, con acciones apropiadas a través de políti-
cas de desarrollo productivo (PDP),47 desafíos relevantes 
que podrían mejorar la estrategia de desarrollo hacia un  
mayor crecimiento económico, sostenido e inclusivo.48 

4. LA ECONOMÍA POLÍTICA DEL 
PROTECCIONISMO AGRÍCOLA 

La competitividad de las actividades agrícolas en Cos-
ta Rica se ha basado en sus ventajas comparativas, como 
la ubicación geográfica, variedad climática, dotaciones 
de agua, suelo y trabajo abundante. El sector agrícola del 
país está compuesto por una variedad de productores, 
desde grandes terratenientes y corporaciones multina-
cionales, hasta cooperativas y pequeños agricultores de 
subsistencia (Pratt y Rivera, 2003; OCDE, 2017). Desde 

44En el 2014, la mayoría de los representantes del congreso del PAC eran ex activistas del movimiento del NO. Sin embargo, durante la campaña presidencial, el 
DR-CAFTA no fue un tema de discusión. Además, el PAC se trasladó al “centro” de la izquierda con una propuesta política que evitó posiciones radicales.
45Costa Rica (junto con Panamá), expresó su interés en ser parte de la Alianza del Pacifico, después de que Chile, Colombia, México y Perú firmaron el Acuerdo 
para la Alianza del Pacífico en junio del 2012. La Alianza del Pacífico ha obtenido gran interés a nivel mundial, con 42 países observadores y otros que exploran 
nuevas formas de asociación. (Nueva Zelanda y Argentina, por ejemplo). El 1 de mayo de 2016, marcó la entrada en vigor el Protocolo de Comercio Adicional al 
Marco del Acuerdo, con la creación de una zona de libre comercio. Los cuatro países miembros eliminaron aranceles sobre el 92% de los bienes comercializados. 
También negociaron un conjunto único de reglas de origen que apoyan la creación de las cadenas de producción regionales. Además, la reciente firma del Acuerdo 
Transpacífico por parte de 12 países -tres de los cuales son miembros de la Alianza del Pacífico (Chile, México y Perú)- es un paso importante para fortalecer la 
integración regional y la liberalización del comercio.
46La firma del Acuerdo de Asociación con la Unión Europea en 2012 (básicamente bajo las mismas directrices o condicionalidades, pero con más elementos políticos 
y de cooperación), reafirmaron la “normalización” del DR-CAFTA. Por otro lado, los empresarios, en particular los exportadores, con un gran activismo, demostraron 
ser eficaces para cabildear a los gobiernos, particularmente a las administraciones del PAC.
47 Melo y Rodríguez-Clare (2006) definen las PDP como políticas que apuntan a fortalecer la estructura productiva de una economía nacional particular. Es decir, 
cualquier medida, política o programa encaminado a mejorar el crecimiento y competitividad de grandes sectores de la economía (manufactura, agricultura); sec-
tores específicos (textil, industria automóvil, producción de software, etc.); o el crecimiento de ciertas actividades clave (investigación y desarrollo, exportaciones, 
formación de capital, formación de capital humano).
48 Por ejemplo, el desarrollo de clusters en actividades productivas con ventajas comparativas (Monge-González, 2018)
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mediados de la década de los 80, Costa Rica emprendió 
importantes reformas agrícolas, pasando de la sustitu-
ción de importaciones a exportaciones no tradicionales y 
al desarrollo de nuevos mercados. Desde entonces el país 
experimentó un cambio significativo en el valor agrega-
do agrícola, pasando de la producción de granos básicos 
(arroz, frijoles, maíz, plátanos) y las exportaciones tra-
dicionales, (café, azúcar, carne) a productos agrícolas no 
tradicionales (piña, melones, productos forestales, horta-
lizas, flores, raíces, frutas exóticas). Esta transformación 
productiva resultó principalmente de la liberalización del 
comercio, una política no tradicional de promoción de 
exportaciones (incluidos los subsidios a la exportación y 
exenciones de impuestos) y una política de tipo de cam-
bio estable y por tanto predecible a largo plazo (Arce et al, 
2011; OCDE, 2017).

El sector agrícola en Costa Rica es dual. Por un lado, 
las exportaciones agrícolas no tradicionales han crecido 
de manera constante en las últimas tres décadas, princi-
palmente como resultado de incentivos y apoyo políticos 
del gobierno. Por otro lado, están las actividades tradicio-
nales de baja productividad que producen en su mayoría 
para el mercado interno y se han estancado. Como resul-
tado de la transformación estructural del país de una eco-
nomía rural y agrícola a una con una estructura produc-
tiva más diversificada, la participación de la agricultura 
en el Producto Interno Bruto (PIB) disminuyó de 13.7% 
en 1995 a 5.6% en 2015 (OCDE, 2017). No obstante, 
Costa Rica es un exportador neto (las exportaciones son 
cuatro veces las importaciones) de bienes agrícolas, que 
representan el 27% de las exportaciones totales, con pro-
ductos líderes como café, banano y piña (PROCOMER,  
2018).

El instrumento de política comercial más relevante 
utilizado durante las últimas dos décadas para la agricul-
tura tradicional ha sido la protección de las importacio-
nes a través de altos aranceles en los productos agrícolas 
“sensibles” como arroz, papa, pollo, azúcar y productos 
lácteos. En efecto, estos bienes agrícolas han sido la ex-
cepción al promedio histórico de reducción arancelaria 
experimentado por Costa Rica desde mediados de los 80. 
Aunque los aranceles han disminuido desde que Costa 
Rica se unió a la OMC en 1995, los aranceles agrícolas 
siguen siendo altos en comparación con los aranceles de 
otros grupos de productos (Cuadro 4). De esta manera, 
los 20 aranceles más altos aplicados por Costa Rica son 
para productos agrícolas (OCDE, 2016).

Adicionalmente, Costa Rica ha negociado largos pe-

ríodos de transición para las reducciones arancelarias 
sobre productos agrícolas acordados en la mayoría de 
los tratados de libre comercio (TLC), firmados en los úl-
timos años con Chile, Canadá, DR-CAFTA y China, en 
productos como cerdo, pollo, arroz, lácteos, azúcar, carne 
de res, cebollas y papas. Además, el país aplica contingen-
tes arancelarios de importación para productos agrícolas 
de Canadá, China, Estados Unidos, República Dominica-
na, Panamá, la Unión Europea, Perú y Colombia bajo los 
TLC correspondientes (OCDE, 2017). Más aún, Wong y 
Salas (2017) indican que los productos agrícolas con altos 
aranceles aplicados y los aranceles NMF en Costa Rica 
son exactamente aquellos bienes con cuotas arancelarias, 
tanto en la OMC, como en la mayoría de los TLC.

Históricamente, las medidas proteccionistas y otros 
mecanismos de apoyo (como los controles de precios) en 
la agricultura han sido el resultado de presión de grupos 
de interés (grandes agricultores) que buscan rentas espe-
cíficas, y no benefician a los grupos esperados (pequeños 
agricultores y hogares pobres). La evidencia sugiere que 
los principales beneficiarios del proteccionismo agríco-
la en Costa Rica han sido tradicionalmente agricultores 
medianos y grandes, y agricultores cuya principal fuente 
de ingresos no está relacionada con las actividades agrí-
colas (Corrales, 1985; Figueroa y Umaña, 2002; Celis, 
2007; Arroyo et al, 2013; Mata y Santamaria 2017; War-
ner et al, 2018).

Un argumento ampliamente utilizado para la in-
tervención del gobierno en los mercados agrícolas está 
relacionado con seguridad alimentaria. La definición 
internacional incluye el acceso a los alimentos, disponi-
bilidad, uso y estabilidad de estos (FAO, 2006). El con-
cepto de autosuficiencia alimentaria implica la provisión 
de suficiente producción local para satisfacer la demanda 
nacional. Por otro lado, la autodependencia alimentaria 
requiere un conjunto de políticas donde las fuentes de 
alimentos se ven determinadas por las ventajas competi-
tivas y patrones de comercio internacional. Según Johns-
ton (1996), los países deberían aprovechar los mercados 
internacionales para fortalecer la seguridad alimentaria. 
El comercio fomenta la transferencia de alimentos de  
regiones con excedentes a otras con déficits. Por lo tanto, 
el comercio permite que los países se vuelvan autodepen-
dientes en lugar de asignar incorrectamente los recursos 
escasos tratando de ser autosuficientes.49 

Otro argumento es la existencia de mercados agríco-
las fuertemente subsidiados en países desarrollados, lo 
que crea una competencia desleal en el comercio para los 

49 El proteccionismo comercial es una política ineficiente que crea distorsiones y resultados subóptimos, particularmente en los mercados agrícolas de los países en 
desarrollo. La teoría y la evidencia empírica señalan la necesidad de identificar las fuentes de las limitaciones productivas y desventajas competitivas de los produc-
tores agrícolas, y asignar recursos e implementar políticas para corregir directamente los obstáculos que impiden mejoras en la productividad. 
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países en desarrollo. Por lo tanto, la protección se requie-
re para bloquear importaciones y evitar pérdidas masivas 
para los agricultores locales. Esta argumentación se utili-
za regularmente para solicitar la protección de productos 
agrícolas “sensibles” a las importaciones de los países ri-
cos. En este respecto, las estimaciones de la OCDE sugie-
ren un Estimado de Apoyo al Productor (EAP) del 10,1% 
para Costa Rica, indicando que el 10.1% de los ingresos 
brutos de los productores agropecuarios es generado por 
políticas de apoyo. 50  Según la OCDE (2017) el nivel pro-

medio de apoyo al productor en Costa Rica es más bajo 
que el promedio de la OCDE de 17.5%, casi igual que 
México y Canadá, y más alto que Chile y Estados Uni-
dos. Sin embargo, el apoyo de precios de mercado (APM) 
ha sido el componente principal de apoyo al productor 
agrícola en Costa Rica (más del 90% del EAP) por años 
(Cuadro 5).

Este tipo de apoyo califica como distorsionador del 
comercio. Además, el APM es menos efectivo en aumen-
tar los ingresos del productor que otros tipos de apoyo, 

50 El porcentaje de Estimación de Apoyo al Productor (% EAP) es el indicador clave de la OCDE para medir el apoyo a los agricultores (OCDE, 2016). Expresa el 
valor monetario de las transferencias de apoyo a los productores agrícolas como un porcentaje de los ingresos brutos del productor. Como no está afectado por 
la inflación ni por el tamaño del sector, permite que se realicen comparaciones en el nivel de apoyo a lo largo del tiempo y entre países. Este indicador proporciona 
información sobre la carga que las políticas de apoyo agrícola imponen a los consumidores (es decir, el apoyo de precios de mercado) y contribuyentes de impuestos 
(transferencias presupuestarias).

Grupos de productos 
Promedio Max Promedio Max Promedio Max 

Producto animal 56     233 20.8      150 11.1 150 
Productos lácteos 84.8      95 50.8       65 30.71 65 

Frutas, vegetales, plantas 41.8      45 11.5       45 6.63 45 

Café, té 46      50 12.2       14 7.7 14 
Cereales & preparaciones 40.3      95 8.3       65 5.99 65 

Semillas, grasas & aceites 28.7      45 5.5       14 4.54 14 
Azúcar and confitería 45      45 18.9       45 10.96 45 

Bebidas & tabaco 45.4      60 12.8       40 8.36 40 

Algodón 45      45 0.0        0 N/A N/A 

Otros productos agrícolas 37.7      45 3.1       14 1.24 14 

Pescado & productos 46      60 10.7       45 4.87 14 

Minerales & metales 43      60 3.0       14 2.41 14 

Petróleo 43.5      45 6.5       14 4.4 14 
Químicos 43.6      55 1.8       14 2.13 14 

Madera, papel, etc. 42.3      55 5.9       14 5.89 14 
Textiles 45.1      70 7.6       14 7.51 14 

Ropa 45      45 13.9       14 N/A N/A 

Cuero, calzados, etc. 45.1      70 7.3       14 5.61 14 
Maquinaria no eléctrica 41.2      50 1.1       14 0.78 14 

Maquinaria eléctrica 35.6      45 2.1       14 1.55 14 
Equipo de transporte  51.5     100 4.0       14 3.15 14 

Manufacturas, nep 41.4      45 6.1       14 3.42 14 
 
Nota: El arancel NMF (nación más favorecida) es el arancel normal no discriminatorio que se cobra a las importaciones (excluye los aranceles preferenciales en 
virtud de tratados de libre comercio y otros esquemas o aranceles cobrados dentro de las cuotas). Tasas consolidadas (consolidación arancelaria): compromiso de 
no aumentar una tasa de impuesto más allá de un nivel acordado. Una vez que una tasa arancelaria está consolidada, no puede ser elevada sin compensar a las 
partes afectadas. Tasas aplicadas: impuesto que efectivamente se cobra sobre las importaciones. Estos pueden ser menores a los consolidados.  
 
Fuente: WTO Tariff Download Facility (https://tao.wto.org). 

 

 

 

 

 

 

 

 



37Costa Rica: un proceso de apertura inconcluso 
Febrero 2020

como servicios que impactan la productividad y compe-
titividad (GSSE). Además, el APM impone una carga a 
los consumidores domésticos. En el caso En Costa Rica, 
las transferencias de los consumidores a los productores 
agrícolas representan casi el 1% del PIB. En otras pala-
bras, el tipo de apoyo más perjudicial para los consumi-
dores ha sido el instrumento principal de la política agrí-
cola en el país durante años.

Tras la discusión anterior y con el fin de ilustrar la 
economía política del comercio y el proteccionismo agrí-
cola en Costa Rica, se desarrollan dos casos de estudio: 
arroz y azúcar. Ambos bienes han sido altamente prote-
gidos de las importaciones durante décadas. Además, las 

intervenciones del estado han aislado sus mercados de la 
competencia. El diseño y la política institucional imple-
mentada en ambas industrias son episodios ilustrativos 
(reveladores) de acciones de política contrastantes (y 
contradictorias), paralelas al proceso de apertura comer-
cial que comenzó a mediados de los años 80.

Específicamente, queremos responder ¿por qué, a pe-
sar del fuerte apoyo político a la apertura comercial en 
el país, los productos agrícolas como en el caso del arroz 
y el azúcar se mantienen fuertemente protegidos? ¿Cuá-
les son las fuentes de protección continua? ¿Cómo y por 
qué han tenido éxito los agricultores locales en obtener 
y mantener altos niveles de protección comercial y sub-

1995-97 2015

 

 

Nota: Los productos de MPS para Costa Rica son arroz, piña, banano, café, azúcar, aceite de palma, leche, carne de res, carne de cerdo y carne de 
ave. MPS no incluye los impuestos al productor ni el costo de alimentación excesivo.  

 
Fuente: Adaptado de la OCDE (2017). 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
1995-97 2015 

Valor total de producción (en finca) 452,886 2,611,221 

Estimación de apoyo al productor (EAP) 17,814 316,133 

Apoyo de precio de mercado 16,203 304,876 

Pagos en base a otros criterios (ej. Formación capital fijo, servicios en finca, uso de insumos) 1,611 11,257 

Porcentaje MPS/ Estimación de apoyo al productor (EAP) 91% 96% 

Porcentaje MPS/ Estimación de apoyo al productor (EAP) 85% 88% 

Estimación de apoyo de servicios generales (GSSE) 1,345 42,446 
Sistemas de innovación y conocimiento agrícola  126 17,002 

Inspección y control 7 4,998 

Desarrollo y mantenimiento de infraestructura 1,149 19,311 

Mercadeo y promoción 64 746 

Costo de participación publica  0 0 

Diversos 0 389 

Porcentaje GSSE (% de la estimación de apoyo total (EAT) 7.0% 11.8% 

Estimación de apoyo al consumidor (EAC) -17,652 -303,203 

Transferencia de productores a consumidores  -16,110 -267,952 
Otras transferencias de consumidores -1,542 -35,251 

Transferencia de consumidores a contribuyentes  0 0 
Costo de exceso  0 0 

Porcentaje EAC (% de la estimación de apoyo total (EAT) -8.3% -23.9% 
Estimación de apoyo total (EAT) 19,160 358,580 
Transferencia de consumidores   17,652 303,203 

Transferencia de contribuyentes  3,049 90,628 

Ingreso de presupuestos -1,542 -35,251 
Porcentaje TSE (% GDP) 0.8 1.3 
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51 Algunos molineros también son importadores de arroz pilado.

sidios en esos dos bienes relevantes para el consumo de 
los hogares? ¿Por qué ha sido ineficaz la oposición a estas 
políticas que crean daños sociales?

a. El caso del arroz 

Estructura de la industria 
La industria del arroz (cadena de valor) en Costa Rica 

tiene seis participantes principales: productores de arroz 
granza (agricultores), molineros (arroz pilado), impor-
tadores, mayoristas, minoristas y consumidores. Vale la 
pena señalar que, con la excepción de los consumidores, 
los participantes de la industria tienen múltiples funcio-
nes. Es decir, algunos agricultores también son moline-
ros, mientras que otros son molineros e importadores (de 
arroz con cáscara) al mismo tiempo. Además, algunos 
molineros también son importadores de arroz descas-
carado para el consumo final. También, los mayoristas y 
minoristas están integrados con algunos molineros y par-
ticipan en mercado de importaciones. Esta situación crea 
altos niveles de concentración en el mercado e impactos 
negativos para los consumidores (Arroyo et al, 2013).

Todos los productores de arroz que no dependen de 
la agricultura de subsistencia se registran de forma inde-
pendiente o a través de una cooperativa en CONARROZ 
(una corporación que se describe en la siguiente sección). 
Un bajo porcentaje de agricultores están integrados con la 
industria (molineros, mayoristas, minoristas), por lo que 
la gran mayoría cosecha el grano y vende arroz con cás-
cara para su procesamiento (Mata y Santamaría, 2017). El 
cultivo de arroz es una actividad altamente concentrada 
(Cuadro 6). En los últimos años, el número total de agri-
cultores ha disminuido, mientras que la producción y el 
área cosechada se han concentrado en menos fincas.

Por un lado, más del 75% de los agricultores son pe-
queños, mientras que el 5% posee 200 o más hectáreas de 
cultivos. Por otro lado, los pequeños agricultores cose-
chan el 13% del total de la tierra, mientras que los grandes 
productores el 64%. Actualmente, en promedio, un pe-
queño agricultor cosecha 10 hectáreas de arroz, uno me-
diano 126 y los grandes 1,290 hectáreas (hace una década 
las estimaciones eran 19, 121 y 690 respectivamente). En 
definitiva, aunque el arroz es una actividad agrícola con 
una alta participación de pequeños agricultores, su poder 
de mercado es limitado, ya que los grandes productores 
dominan la producción en el país.

Los molineros de arroz son participantes clave en la 
industria. Ellos compran arroz con cáscara de los agri-

cultores locales, luego lo secan, guardan, descascarillan, 
fortifican y empacan para distribuirlo entre mayoristas 
y minoristas. Los molineros se integran verticalmente a 
través de la cadena de valor. Algunos de los molineros 
más grandes también son los agricultores más grandes. 
Tienen cercanía con los grandes mayoristas e incluso tie-
nen sus propias marcas para distribución. Actualmente, 
hay 11 molineros con 14 plantas procesadoras en el país. 
Se estima que 4 molineros compran más del 80% de la 
cosecha total de arroz con cáscara del país (Mata y San-
tamaría, 2017). Además, esos mismos molineros venden 
cerca del 80% del arroz descascarillado en el país.

Los molineros también son productores e importa-
dores. Se les permite importar con cero aranceles y sin 
contingentes arancelarios (bajo el DR-CAFTA), y equi-
valentemente a las compras de arroz producido por agri-
cultores nacionales. Así, 5 molineros han importado tra-
dicionalmente más del 80% del arroz con cascara libre de 
aranceles (Arroyo et al, 2013).51 Por otro lado, la mayoría 
de los importadores (directos) de arroz con y sin cáscara 
que no son agricultores ni molineros (y no son miembros 
de CONARROZ), aprovechan los precios internacionales 
mucho más bajos e importan competitivamente incluso 
después de pagar un 35% de tarifa arancelaria (en algu-
nos casos más alta, debido a salvaguardas u otras medi-
das de protección).

La comercialización de arroz por mayoristas y su-
permercados se empareja con las empresas vinculadas a 
molineros que venden directamente a minoristas, con su 
propia flota de distribución. Los minoristas en su mayo-
ría son grandes cadenas de supermercados. Para atender 
a los consumidores de menores ingresos, algunos super-
mercados han ampliado sus operaciones en zonas rurales 
del país. Además, compiten en nichos de ventas minoris-
tas, como tiendas de conveniencia, tiendas de abarrotes y 
pequeños supermercados. Esta red de minoristas ofrece 
arroz de diferentes marcas, calidades y empaques (Mata 
y Santamaría, 2017).

En cuanto a los consumidores, el arroz es el princi-
pal alimento básico en Costa Rica. Es una gran fuente 
de calorías y proteínas (22% del total de calorías y 16% 
de la ingesta de proteínas), y representa el 8% del cos-
to total de la canasta básica de alimentos en Costa Rica 
(Monge-González et al, 2010). El consumo por habitante 
es de 48 Kg al año, segundo en América Latina y cerca de 
Japón y Corea del Sur (FAOSTAT, 2016). El arroz es un 
producto importante en la dieta costarricense, especial-
mente para grupos de menos ingresos. Dentro del grupo 
de alimentos y bebidas, es el tercer producto en el que los 
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Número de agricultores 

Tamaño de finca 2004-2005 2011-2012 2016-2017 
Pequeño (hasta 50 Ha) 908 1,071 575 

Mediano (de 50 a 200 Ha) 135 222 132 
Grande (más de 200 Ha) 39 63 36 

Total 1,082 1,356 743 
Área de cosecha (Hectáreas) 

Tamaño de finca 2004-2005 2011-2012 2016-2017 

Pequeño (hasta 50 Ha) 17,206 15,808 9,138 
Mediano (de 50 a 200 Ha) 16,308 21,624 16,625 

Grande (más de 200 Ha) 26,900 39,718 46,426 

Total 60,414 77,150 72,189 
 

Fuente: Elaboración propia con datos de CONARROZ. 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

52 Estos derechos cambiaron después de 1994, cuando el país ratificó la Ronda Uruguay (Ley 7473, Aplicación del Acuerdo).
53 La mayoría de las industrias agrícolas en Costa rica tienen un modelo corporativo público no estatal (público-privado) que regula el conjunto de la actividad pro-
ductiva. Por ejemplo, LAICA (caña de azúcar), CORBANA (banano), ICAFE (café), CHN (horticultura) y CORFOGA (ganadería). 
54  Expediente del congreso, N.º 13628.

hogares gastan más en promedio de sus ingresos. Ade-
más, 7 de cada 10 hogares consumen arroz durante toda 
la semana (Mata y Santamaría, 2017).

En resumen, la industria del arroz en Costa Rica está 
altamente concentrada y dominada por grandes agricul-
tores e industrializadores (molineros), que también son 
los mayores importadores (con cero aranceles), y están 
estrechamente integrados con mayoristas y minoristas. 
Por tanto, dentro de la industria, los consumidores se ven 
afectados por la competencia limitada. Este es un resulta-
do del entorno institucional y la intervención política de 
últimas décadas, como se muestra a continuación.

Instituciones y resultados de las políticas 
La industria del arroz está gobernada por la Corpo-

ración Arrocera Nacional (CONARROZ). Fue creada 
por ley en mayo del 2002, como una empresa pública no 
estatal administrada por una junta directiva, compuesta 
por productores (agricultores), industriales (molineros) 
y representantes del gobierno. El objetivo de la ley era la 
creación de un mecanismo para proteger a los producto-
res de precios internacionales adversos (bajos) y mejo-
rar las condiciones de su producción local limitada (baja 
productividad). Además, como objetivo clave buscaba 
el fortalecimiento de la seguridad alimenticia nacional 
y, especialmente, la autosuficiencia alimentaria. Así, los 
productores nacionales de arroz y molineros argumen-
taron que Costa Rica debía imponer una alta protección 
arancelaria y no arancelaria contra las importaciones de 
arroz. De esta forma, se lograrían ambos objetivos (auto-

suficiencia y beneficios para los productores nacionales).
CONARROZ tiene sus orígenes en la antigua Oficina 

del Arroz (creada por la ley 7014 en 1985), que regulaba 
toda la industria. La oficina gestionaba la producción, in-
ventarios, cuotas de importación, exportaciones e impor-
taciones de arroz y garantizaba la compra total del arroz 
producido por los productores nacionales. No obstante, 
las importaciones de arroz estaban abiertas a compañías 
interesadas.52  En 1999, los productores de arroz propu-
sieron un nuevo proyecto de ley, con el objetivo de lograr 
una mayor participación de productores nacionales en la 
elaboración de políticas de la industria. Además, el pro-
yecto de ley incluía un cambio de su estado jurídico, de 
una organización gubernamental a un organismo públi-
co no gubernamental. El 10 de junio de 1999, el proyecto 
de ley fue presentado al congreso. El objetivo era crear 
una organización corporativa similar a otras organizacio-
nes agrarias del país. 53  

 
El 23 de mayo del 2002 se creó CONARROZ (Ley 

8285), con un estatus legal de organismo público no 
gubernamental.54  Sus principales objetivos son:

•     Estimar la cantidad de arroz en granza requerida  
     para abastecer el consumo mensual nacional 
     y así los requisitos de producción nacional    
     para   cada ciclo agrícola (controlar la oferta).
•   Estimar las necesidades de importación 
         (además de la producción nacional) para cubrir 
     la demanda nacional y brindar asesoramiento  
     al MAG y el MEIC.



40 Costa Rica: un proceso de apertura inconcluso 
Febrero 2020

•      Gestionar las importaciones y comercialización  
  de insumos agropecuarios, para garantizar  
     precios competitivos para los productores.
• Realizar estudios sobre temas técnicos,  
 económicos, sociales y organizativos, para  
  ayudar a incrementar la productividad y la  
     eficiencia en la industria del arroz.
•  Asignar el 25% del total de los recursos de  
          la organización a I+D y proyectos de extensión  
      agrícola.
•  Crear un fondo de capital para apoyar sus  
                               propias actividades y responsabilidades, ayudar  
      a estabilizar los precios de mercado, y ofrecer  
                   servicios para la producción e industrialización  
      de arroz en condiciones competitivas.

           •       Recomendar a MEIC los precios del arroz para  
                                                    toda la cadena de valor con fines reglamentarios  
       (arroz granza y sus subproductos pagados  
          por los molineros a los productores; precio  
              total del grano para mayoristas, minoristas y  
                 consumidores finales).

Es importante tener en cuenta que el artículo 40 de 
la Ley 8265 otorga a CONARROZ el derecho a importar 
arroz granza con cero aranceles. De esta manera, la ley 
otorgó derechos monopólicos de importación exentos de 
aranceles a CONARROZ. El debate para la aprobación 
de la ley tomó más de dos años. El proyecto original fue 
presentado por un congresista del partido Liberación 
Nacional (PLN; centroderecha). Las acciones principa-
les en contra de la creación de CONARROZ vinieron 
de organizaciones públicas y privadas, incluyendo la 
Federación Nacional de Asociaciones de Consumidores  
(FENASCO), la Comisión para la Promoción de la 
Competencia (COPROCOM, una oficina técnica inde-
pendiente en MEIC), el Partido Movimiento Libertario 
(PML, derecha) y el Ministerio de Comercio Exterior 
(COMEX). La oposición común de estos actores fue en 
contra de la exclusividad otorgada a CONARROZ de im-
portar arroz con arancele cero, algo que contradice los 
principios de libre competencia y afecta el bienestar del 
consumidor. Otro actor que se opuso al proyecto de ley 
fue la Oficina del Arroz, ya que sus responsabilidades se-

rían transferidas a CONARROZ.
El apoyo más fuerte para la aprobación de la Ley 

8265 provino de la Asociación Nacional de Industriales 
del Sector Arrocero (ANINSA) y la Cámara Nacional 
de Productores de Arroz (CANAPA). Ambas organi-
zaciones lograron obtener dos resultados clave: el dere-
cho monopólico de importación de arroz concedido a  
CONARROZ; y b) su participación en la regulación de 
precios (diseñando y sugiriendo el modelo a ser imple-
mentado por el MEIC). Otros actores como el Consejo 
Nacional de Producción (CNP), la Oficina Nacional de 
Semillas, el Ministerio de Agricultura (MAG) y el Minis-
terio de Economía (MEIC), quisieron mantener los ro-
les y responsabilidades que la Ley 7014 (la Oficina del 
Arroz) les otorgaba (Monge-González et al, 2010). Sin 
embargo, su influencia política era baja. Los productores 
y molineros de arroz obtuvieron un fuerte apoyo político 
en el congreso, particularmente del partido Liberación 
Nacional (PLN). 55

El consejo de CONARROZ está compuesto por doce 
representantes: 5 de agricultores, 5 de molineros, 1 del 
Ministerio de Agricultura (MAG) y 1 del Ministerio de 
Economía, Industria y Comercio (MEIC). Esto signi-
fica que la responsabilidad política fue transferida del 
gobierno a un grupo de actores del sector privado. Adi-
cionalmente, los representantes del sector privado son 
principalmente grandes agricultores y molineros.56  A 
pesar de que las agencias líderes en política son MEIC y 
MAG, CONARROZ tiene una influencia directa en las 
decisiones políticas. Las responsabilidades de la Contra-
loría General de la República son importantes, pero no 
suficientes para influir en una implementación más clara 
de la política. Aunque las organizaciones de protección 
de los derechos del consumidor (públicas y privadas) ca-
bildean a favor de la apertura del mercado del arroz y los 
beneficios para el consumidor, su impacto es limitado.57  

En el caso de COPROCOM (Comisión para la Pro-
moción de la Competencia), su diseño institucional an-
terior impidió una aplicación efectiva de la ley de com-
petencia (OCDE y BID, 2014). Se daba una coexistencia 
de esta oficina técnica dentro de una autoridad guber-
namental (MEIC) que buscaba otros objetivos políticos 

55 Entre 2002 y 2006 (durante la administración Pacheco), el presidente de CONARROZ era un representante de los productores de arroz y un exdiputado que ca-
bildeó para la aprobación de la Ley 8265 durante la administración Rodríguez-Echeverría (1998-2002).
56 CONARROZ está actualmente presidido por un representante de los molineros de arroz.
57 En noviembre del 2008, la Corte Constitucional (Sala Cuarta) declaró que las inconsistencias constitucionales en la ley de CONARROZ, argumentadas por la 
Asociación Nacional de Consumidores Libres (desde el año 2003) no eran válidas. Los principales argumentos de la Asociación fueron la violación de los derechos 
del consumidor y la creación de un monopolio privado, por ley. Sin embargo, la Sala ordenó la inclusión de un representante de las asociaciones de derechos del 
consumidor en el consejo de administración de CONARROZ. No obstante, hasta ahora, esto no ha ocurrido.
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que no eran la promoción efectiva de la competencia y 
la eficiencia de los mercados. 58  Dado que el MEIC tiene 
un representante en el consejo de CONARROZ, surge un 
conflicto de intereses, lo que crea funciones superpuestas 
del ministerio, siendo “juez y parte” en la política de re-
gulación de precios (Mata y Santamaría, 2017). En resu-
men, la institucionalidad actual asegura a CONARROZ 
(a través de su fuerte influencia política y ante limitadas 
fuerzas de contrapeso) un control directo del mercado de 
arroz en Costa Rica. 59

Incluso antes de la creación de la corporación, se han 
utilizado dos instrumentos de política principales para 
proteger la industria arrocera local de la competencia 
nacional e internacional: regulaciones de precios y pro-
tección arancelaria ante las importaciones. Con la ley 
de CONARROZ, ambos instrumentos obtuvieron ma-
yor relevancia y fuerza. La Ley 7472 de 1995 (Ley para 
la Promoción de la Competencia y la Defensa Efectiva 
de El Consumidor) en su artículo 5 estableció criterios 
para la regulación de precios. El MEIC es responsable de 
regular los precios de bienes y servicios solo en situacio-
nes excepcionales y por períodos temporales (seis meses 
prorrogables) en presencia de prácticas monopólicas u 
oligopólicas.

La Comisión para la Promoción de la Competencia 
(COPROCOM), realiza el análisis y recomendaciones 
sobre la estructura del mercado y posibles obstáculos a la 
competencia y los derechos del consumidor. La decisión 
final es tomada por el ministro con base en las conclusio-
nes de COPROCOM. Vale la pena señalar que el único 
bien con regulaciones de precios del MEIC durante las 
últimas dos décadas ha sido el arroz.60  COPROCOM se 
ha opuesto constantemente a las regulaciones de precios 
y recomendado la eliminación de las regulaciones de pre-
cios del arroz (y la liberalización de las importaciones 
también). La Comisión no ha encontrado ninguna razón 
excepcional establecida en la Ley 7472 para apoyar la in-
tervención del gobierno (COPROCOM, 2002; 2014). No 

obstante, los precios han sido regulados constantemente 
a todos los niveles de la cadena: agricultor, molinero, ma-
yorista, minorista y consumidor.

Durante años, los precios nacionales del arroz han 
sido más altos que los precios internacionales, afectando 
a los consumidores y hogares más pobres en particular 
(Arroyo et al, 2013; Mata y Santamaría, 2017). Como se 
indicó anteriormente, el arroz es uno de los productos 
agrícolas con un mayor apoyo de precios de mercado 
(MPS), que consiste en transferencias de consumidores a 
productores.61  Además, los precios se fijan regularmen-
te por encima del precio internacional y, por lo tanto, se 
considera una subvención por la Organización Mundial 
del Comercio (OMC), en exceso de la subvención agríco-
la máxima permitida para Costa Rica bajo sus obligacio-
nes de la OMC (Cornick et al, 2014).62  

El promedio anual de pérdida de bienestar para los 
consumidores debido a las regulaciones de precios del 
arroz es estimado en US$ 124 millones (cerca del 0.2% 
del PIB). Esta cantidad se transfiere a molineros (37%), 
agricultores (34%) y mayoristas (17%). Por otra parte, de-
bido a la concentración de la producción y la industria-
lización (molinera) en un pequeño grupo de empresas, 
mientras que los pequeños agricultores (con menos de 
10 He) reciben una transferencia anual promedio de US$ 
6,186 del excedente del consumidor, grandes agricultores 
(con más de 200 He) obtienen US$ 517,304. Por lo tanto, 
el sistema de regulación de precios es regresivo no solo 
para los consumidores, sino también para los pequeños 
agricultores (Mata y Santamaría, 2017).

Otra política distintiva del arroz es la alta protección 
de las importaciones. El arroz es uno de los productos 
básicos más protegidos con aranceles: en promedio (con-
solidados), como NMF y aplicados, desde la adhesión de 
Costa Rica a la OMC (Cuadro 7). Además, el arroz ha 
obtenido una mayor protección arancelaria en los últi-
mos años, en particular a través de exclusiones y negocia-
ciones en los tratados de libre comercio, así como cuotas 

58 La Ley de Fortalecimiento de las Autoridades de Competencia (N° 9736) firmada en septiembre del 2019 crea un nuevo marco institucional para la política de 
competencia, con una mayor independencia, un presupuesto sostenible y una incidencia legal más robusta para COPROCOM. El proyecto de ley estuvo sujeto a 
presiones de cabildeo de grupos de interés, principalmente de compañías que operan en industrias monopólicas u oligopólicas. 
59 En 2017, una propuesta de ley del partido Movimiento Libertario tenía como objetivo cambiar la legislación sobre la regulación de los precios del arroz y la figura 
jurídica actual de CONARROZ (Proyecto de Ley 20682). El proyecto de ley no ha sido considerado en el congreso hasta ahora.
60 Las exportaciones de bananos (precio por caja exportada) tienen un precio regulado por razones fiscales.
61 Por ejemplo, Petrecolla (2006) indica que entre 1995 y 2005, los consumidores costarricenses transfirieron US$396 millones a productores de arroz (transferencias 
de ingresos) como resultado de los controles de precios. Monge González et al (2010) estiman el impacto de esta transferencia en los hogares más pobres entre el 
7% y el 8% de su ingreso per cápita, lo que contrasta con la carga equivalente sobre los hogares más ricos (0,4% a 0,6%).
62 Desde el 2007, el mecanismo de apoyo al precio del arroz de Costa Rica superó el compromiso del país sobre la medición global de ayuda (MGA) en el marco del 
Acuerdo sobre la agricultura de la OMC. El MGA del arroz ha superado muchas veces el compromiso inicial de US$ 15.94 millones (OCDE, 2016).
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arancelarias (OCDE, 2017).
En este sentido, el resultado de DR-CAFTA no es una 

excepción. Para afrontar el “desarrollo asimétrico” y pro-
blemas de transición, el sector arrocero de Costa Rica 
obtuvo un período de eliminación gradual arancelaria de 
20 años en el acuerdo, comenzando con una tarifa base 
del 36% (Gráfico 7).63  El arroz se clasifica en la categoría 
de clasificación V, que se mantiene en la tasa base du-
rante diez años (desde enero de 2005) con un calendario 
de reducción escalonado después.64  Así, la disminución 
progresiva de los aranceles de importación para Costa 
Rica comenzó el 1 de enero de 2016. Las importaciones 
de arroz de Estados Unidos entrarán libres de impuestos 
en 2026. Esto implica que después del 2026 cualquier im-
portador podrá importar arroz del mercado estadouni-
dense con cero aranceles. Algo posible únicamente para 
CONARROZ hoy en día, como se explicó anteriormen-
te. Esto representa un paso positivo hacia un comercio 

más libre como resultado de los esfuerzos realizados por  
COMEX, en contraste con las preferencias intervencio-
nistas de otros ministerios (MAG y MEIC).

La influencia política en la industria del arroz va más 
allá de los dos instrumentos principales de política discu-
tidos hasta ahora. Por ejemplo, después de la crisis inter-
nacional de precios de alimentos del 2007-08, el gobierno 
(administración Arias-Sánchez, 2006-2010) implementó 
un conjunto de políticas para apoyar la producción de 
alimentos básicos, incluido el arroz. El Plan Nacional de 
Alimentos 2008-2010 asignó recursos presupuestarios 
adicionales en forma de transferencias y mayores lími-
tes de gasto para algunas instituciones agrícolas y bancos 
estatales. Estos recursos fueron utilizados para financiar 
servicios y algunos subsidios a los productores de arroz, 
además de los precios regulados y aranceles de importa-
ción. La producción de arroz aumentó como consecuen-
cia de los altos precios internacionales que, transferidos a 

63 USTR (2018). 
64 HS 10062000, 10063010, 10063090 y 10064000. Apéndice I a las notas generales de Costa Rica al Anexo 3.3 declara que “los aranceles sobre los productos 
originarios previstos en los artículos en la categoría de clasificación V se mantendrán en las tasas de base para los años uno a diez. El 1 de enero del año 11, los 
aranceles se reducirán en un ocho por ciento de la tasa base, y en un adicional del ocho por ciento de la tasa base cada año subsiguiente hasta el año 15. El 1 de 
enero del año 16, los aranceles se reducen en un 12 por ciento adicional de la tasa base, y en un 12 por ciento adicional de la tasa base hasta el año 19, y dichos 
productos estarán libres de impuestos a partir del 1 de enero del año 20.” 

Nota: El arancel NMF (nación más favorecida) es el arancel normal no discriminatorio que se cobra a las importaciones (excluye los aranceles preferenciales 
en virtud de tratados de libre comercio y otros esquemas o aranceles cobrados dentro de las cuotas). Tasas consolidadas (consolidación arancelaria): 
compromiso de no aumentar una tasa de impuesto más allá de un nivel acordado. Una vez que una tasa arancelaria está consolidada, no puede ser elevada 
sin compensar a las partes afectadas. Tasas aplicadas: impuesto que efectivamente se cobra sobre las importaciones. Estos pueden ser menores a los 
consolidados.

Fuente: WTO Tariff Download Facility (https://tao.wto.org).
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HS-Descripción 

 
Año 

Arancel 
consolidado 

NMF aplicado Aplicado 

Promedio Max Promedio Max Promedio Max 

100610 Arroz no refinado (con cascara) 1996 40 45 10.5 20 10.5 20 

2006 40 45 17.5 35 13.13 35 

2016 40 45 17.5 35 14.5 35 

100620 Arroz (integral) descascarado 1996 35 35 35 35 35 35 

2006 35 35 35 35 Na Na 

2016 35 35 35 35 31.31 35 

100630 Arroz semi o completamente molido; 
glaseado, pulido o no 

1996 40 45 10.5 20 10.5 20 

2006 35 35 35 35 35 35 

2016 35 35 21 35 18.47 35 

100640 Arroz integral  1996 35 35 35 35 35 35 

2006 35 35 35 35 Na Na 

2016 35 35 35 35 25.77 35 
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precios internos, motivaron a los agricultores a producir 
más arroz.

Como consecuencia, el número de productores co-
merciales de arroz aumentó de alrededor de 900 en 2007 
a 1500 en 2011. La tierra asignada a la producción de 
arroz también aumentó durante el mismo período, de 47 
000 hectáreas a 81 000 hectáreas. Sin embargo, el plan fue 
desmantelado durante 2011-12 y, para el 2015, tanto el 
número de productores de arroz como las hectáreas sem-
bradas cayeron a los niveles del 2007 (938 productores y 
58 000 hectáreas; OCDE, 2017). Es decir, el impacto de 
estas medidas fue transitorio y vinculado a fluctuaciones 
de precios internacionales en lugar de una mejora de las 
condiciones de competitividad en la industria.

La premisa de creación de CONARROZ fue im-
plementar el mecanismo necesario para proteger a los 
productores nacionales de los precios internacionales 
adversos y mejorar las condiciones de producción lo-
cal. Sin embargo, la producción de arroz nacional se ha 

mantenido cerca de los niveles del año 2000 (con un au-
mento temporal durante el Plan Nacional de Alimentos; 
CONARROZ, 2017). Al mismo tiempo, la productividad 
no ha aumentado durante décadas y promedió menos 
de 4 toneladas métricas por hectárea (Arroyo et al, 2013; 
Mata y Santamaría, 2017). Más aún, en comparación con 
los principales productores mundiales, la productividad 
del arroz en Costa Rica sigue estancada y disminuyen-
do (Gráfico 8). Este resultado contrasta con los objetivos 
originales de CONARROZ, de crear mecanismos de apo-
yo para el crecimiento de la producción local y la mejora 
de la productividad.  En comparación con los principales 
productores mundiales de arroz, Costa Rica ha estado 
perdiendo competitividad, mientras que otros países han 
aumentado significativamente la productividad (Arroyo 
et al, 2013; OCDE, 2017). 

Consecuentemente, durante años, las importaciones 
de arroz han crecido, lo que es un resultado esperado de 
precios internacionales más bajos, incluso en presencia 
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de aranceles altos (la excepción fue la época del Plan 
Nacional de Alimentos). Las importaciones han repre-
sentado en promedio más del 50% de la oferta nacio-
nal en las últimas dos décadas (Gráfico 9). Desde 2002,  
CONARROZ ha estado importando arroz con arancel 
cero y generando ganancias monopolísticas. Además, 
CONARROZ vende el arroz importado a los molineros 
como si hubieran pagado la tarifa efectiva (35%). Las ren-
tas involucradas se transfieren a los agricultores que en la 
mayoría de los casos también son molineros. La renta se 
asigna según el volumen producido. En otras palabras, 
los grandes agricultores que operan con grandes molinos 
obtienen la mayoría de las rentas de la importación de 
arroz con arancel cero. 

Las limitaciones de competitividad de la industria del 
arroz en Costa Rica no han cambiado durante décadas 
(Arroyo et al, 2013; Umaña, 2013; OCDE, 2017). La 
productividad sigue siendo baja y muchos pequeños 
productores han sido desplazados del mercado (Monge-
González et al, 2010; OCDE, 2017). Las políticas que 

reducen los costos de la producción de arroz (adopción 
de variedades modernas, fertilizantes favorables, in-
fraestructura moderna de riego, entre otros) bajan los 
precios y generan beneficios para los consumidores, 
como ha sido el caso de Argentina (Crespi et al, 2014). 
Contrariamente, las fuerzas políticas pueden lograr una 
protección de alto costo social, especialmente a través 
de actividades de búsqueda de tarifas (David y Huang, 
1996).

Vale la pena señalar que en Costa Rica existe una 
brecha de productividad entre pequeños y grandes  
agricultores. Los pequeños agricultores no son com-
petitivos a precios internacionales (Figueroa y Umaña, 
2002; Cornick et al, 2014). Por otro lado, los grandes 
agricultores son más productivos y por lo tanto no re-
quieren protección arancelaria. Así, las acciones políti-
cas deberían enfocar el crecimiento de la productividad 
de los agricultores pequeños, en lugar del proteccionis-
mo comercial y control de precios, que favorecen a las 
grandes empresas y afectan a los consumidores.65 

65 En Costa Rica, el 40% del área de cultivo se produce con riego, mientras que el 60% depende de la lluvia. Para el arroz secano (que depende de la lluvia), la 
cosecha está sujeta al comienzo de la temporada de lluvias y, por lo tanto, solo es posible una cosecha por temporada. Por otro lado, con el riego son posibles dos 
cosechas al año. Así, las grandes fincas con acceso a riego pueden lograr una mayor productividad. 
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A mitad de la administración Chinchilla-Miranda 
(2012), el Ministerio de Economía, Industria y Comer-
cio (MEIC) inició una discusión con su personal técni-
co sobre la situación del mercado del arroz y en partic-
ular el mecanismo de regulación de precios. El ministro 
decidió cambiar el mecanismo y discutir una nueva 
alternativa con los principales participantes de la indu-
stria (CONARROZ, ANISNA, y MAG). El objetivo era 
que los participantes de la industria diseñaran y coor-
dinaran los nuevos sistemas de precios en el mercado. 
En otras palabras, el MEIC decidió no seguir fijando el 
precio del arroz.

Esta decisión fue apoyada por COMEX, porque re-
duciría directamente la medición del apoyo agregado 
del arroz (MGA) para cumplir con los niveles de com-
promiso del país y contribuía a mitigar las preocupa-
ciones de la OMC y evitar posibles sanciones. Así, el 
20 de mayo de 2013, un decreto ejecutivo estableció un 

esquema de regulación de precios temporal (y final), vi-
gente a partir de marzo de 2014. Posteriormente, MEIC 
eliminaría los controles de precios del arroz y promov-
ería un mercado más libre.66  Sin embargo, algunos 
meses después, por solicitud del Ministro de Agricul-
tura (MAG) al MEIC, en respuesta a la preocupación 
de CONARROZ por el lento progreso realizado en la 
industria con el nuevo mecanismo de precios, un nuevo 
decreto ejecutivo (20 de diciembre de 2013) pospuso la 
eliminación de la intervención del MEIC en el precio 
de mercado por seis meses, hasta septiembre de 2014. 67  

Además, unas semanas más tarde, antes de las elec-
ciones presidenciales de febrero de 2014, el gobierno 
decidió otorgar otra prórroga, con base en las preocu-
paciones de los agricultores del arroz sobre la cosecha 
de 2014. Así, el 16 de enero un nuevo decreto ejecutivo 
pospuso la decisión de eliminar los controles de precios 
del MEIC hasta marzo de 2015. 68    

66 Decreto Ejecutivo N ° 37699-MEIC, 20 de mayo de 2013.
67 Decreto Ejecutivo N ° 38093-MEIC, 20 de diciembre de 2013.
68 Decreto Ejecutivo N ° 38143-MEIC, 16 de enero de 2014.
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Con el nuevo gobierno de Solís-Rivera (2014-2018), 
del Partido Acción Ciudadana (PAC), los decretos 
anteriores fueron derogados. En febrero de 2015, se 
restablecieron los controles de precios para arroz inte-
gral y pilado con varios niveles de calidad (basado en 
un modelo diseñado por CONARROZ), para toda la 
cadena de valor (agricultores, molineros, mayoristas, 
minoristas, consumidores).69  Uno de los argumentos 
del gobierno para esta decisión fue el cumplimiento de 
la Plan Nacional de Desarrollo 2015-2018, cuyos obje-
tivos incluían “promover la producción nacional bajo 
el principio de una política de seguridad alimentaria 
(acceso a alimentos para toda la población) y apoyar la 
producción de arroz y otros productos sensibles esen-
ciales para la canasta básica nutricional de los costarri-
censes.” 70  En julio de 2016, después de una solicitud de 
CONARROZ, todos los márgenes de precios para toda 
la cadena se incrementaron.71 

Además, en febrero de 2017, el MEIC publicó una 
consulta pública sobre promociones especiales de 
productos complementarios al arroz utilizados como 
ofertas especiales (por ejemplo, salsa de tomate, una 
cuchara, aceite de cocina). Esta venta fue utilizada por 
minoristas (supermercados, tiendas de comestibles, 
etc.) para competir con una estrategia de “diferencia-
ción” de productos, considerando los niveles mínimos 
de precios del arroz establecidos por ley. Como re-
spuesta, un decreto ejecutivo prohibió esas prácticas, 
argumentando su inconsistencia con el mecanismo de 
regulación de precios.72    

Las acciones proteccionistas también aumentaron 

significativamente. Por ejemplo, en febrero de 2014, 
el MEIC decidió iniciar una investigación de sal-
vaguardia sobre las importaciones de arroz pilado de 
terceros países sin TLC (códigos del SA: 1006.309091 
y 1006.309099). La queja fue presentada en diciembre 
de 2013 por la Asociación Nacional de Industriales del 
Sector Arrocero (ANINSA). Después de un largo perío-
do de consultas y discusiones con las partes interesadas, 
al final de 2014, la Dirección de Defensa Comercial del 
MEIC recomendó el uso de una medida de salvaguardia 
para reducir las importaciones. 73  En enero de 2015, las 
autoridades costarricenses decidieron imponer un im-
puesto de salvaguardia definitivo a las importaciones de 
arroz. Impuestos adicionales a la tarifa media del 35%. 
La tasa adicional fue de 24,88% durante el primer año 
(2015), 18,66% durante el segundo año, 12,44% durante 
el tercer año y finalmente 6,22% (durante 2018-2019).74 
Esta medida entró en vigor el 19 de febrero de 2015 y 
actualmente está activa.75 

La política del sector arrocero en Costa Rica es un 
ejemplo de una falla de gobierno, que crea distorsiones 
significativas y un impacto regresivo en los consumi-
dores y pequeños agricultores (Monge-González et al, 
2010).76  La regulación de precios y los aranceles de im-
portación generan ineficiencias económicas, impactos 
negativos en los hogares pobres y transferencias sig-
nificativas de ingresos de los consumidores a los pro-
ductores. A pesar de todos estos impactos negativos, 
durante casi dos décadas los formuladores de políticas 
(de ideologías de derecha e izquierda) han apoyado esta 
política fallida. Warner et al (2018) argumenta la exis-

69 El decreto de febrero de 2015 fijó el precio del arroz a US $ 557 / tonelada, mientras que para la producción, el precio tendría que ser de US $ 295 / tonelada, si 
Costa Rica quisiera cumpla con su compromiso de AMS ante la OMC (OCDE, 2016).
70 Decreto Ejecutivo N ° 38884-MEIC, 24 de febrero de 2015.
71 Decreto Ejecutivo N ° 39889-MEIC, 22 de julio de 2016. 72 Decreto Ejecutivo N ° 40310-MEIC, 9 de marzo de 2017.
73 DDC-INF-007-14. Expediente N ° 002-2013. Informe Técnico de Determinación Definitiva (MEIC, 2014).
74 Resolución DM-001-2015 MEIC.
75 Resolución DDC-001-2018 MEIC, de enero 19, 2018.
76 Cuando los mercados operan en ausencia de fricciones, distorsiones e imperfecciones, no se necesita intervención gubernamental para lograr un óptimo de 
Pareto (es decir, una situación en la que ningún agente o grupo económico puede estar mejor sin empeorar a otro). Sin embargo, en presencia de fallas de mercado 
(por ejemplo, poder de monopolio, externalidades, bienes públicos, información asimétrica), el primer mejor resultado correspondiente al óptimo de Pareto ya no 
se puede lograr a través de los mercados, y la intervención del gobierno podría justificarse como una forma de lograr un resultado lo más cercano posible al óptimo 
de Pareto (Wetzstein, 2005). Sin embargo, al igual que los mercados, los gobiernos pueden fallar. Una falla de gobierno se define como una elección de política que 
conduce a una distorsión que impide que los mercados alcancen un óptimo de Pareto (Buchanan y Tullock, 1962). Una falla del gobierno surge cuando el gobierno 
crea ineficiencias porque: a) no debería haber intervenido en primer lugar; o b) cuando podría haber resuelto un problema o conjunto de problemas de manera más 
eficiente (generando mayores beneficios netos). Además, un gobierno falla si no interviene para corregir efectivamente una falla de mercado, o cuando la acción del 
gobierno crea distorsiones adicionales y efectos de redistribución contrarios a los objetivos originales de política (Winston, 2006). Una falla de gobierno es más que la 
adopción de políticas que funcionan mal o que la mayoría de los economistas considerarían económicamente ineficientes (por ejemplo, controles de precios, restric-
ciones de entrada al mercado, o exenciones fiscales para grandes corporaciones). Las fallas de gobierno son sistemáticas. Reflejan una estructura de incentivos que 
alienta a los tomadores de decisiones políticas a tomar acciones que son inconsistentes con el uso eficiente de los recursos (Fike y Gwartney, 2015). Winston (2006) 
sugiere que las fallas del gobierno parecen explicarse por la naturaleza de autocorrección de algunas fallas del mercado (lo que hace innecesaria la intervención 
del gobierno); por la miopía, la inflexibilidad y las políticas conflictivas de las agencias gubernamentales; y por fuerzas políticas que permiten que grupos de interés 
bien definidos influyan en los funcionarios electos y no electos para crear y mantener políticas ineficientes que permitan a los grupos de interés acumular rentas 
económicas. Más aún, los costos en bienestar de las fallas de gobierno pueden ser mayores que los de las fallas de mercado (Krueger, 1990; Besley y Coate, 1998).
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tencia de un “capitalismo de amigos” (crony capitalism) 
en la economía arrocera de Costa Rica, con un cambio 
importante en el papel del estado en el desarrollo ru-
ral y la privatización de los beneficios de un subsidio 
público al arroz y la inversión pública para los grandes 
agricultores y molineros.

Hoja de cálculo de distribución política (DPS)
La hoja de cálculo de distribución política (DPS) 

presenta un resumen de las principales fuerzas invo-
lucradas en el proceso de diseño e implementación de 
la política de arroz (Cuadro 8). Se describen las prin-
cipales variables de acción colectiva (número de gru-
po, recursos disponibles, costo de organización). Los 
principales intereses de los participantes y su influencia 
política determinan de varias maneras el resultado fi-
nal de la política. También se resumen los costos y los 
beneficios de la acción política y su resultado previsto. 

Las principales conclusiones del análisis de DPS 
es que el saldo neto de las diferentes fuerzas de inter-
eses que influyen en el diseño de la política arrocera 
está fuertemente sesgado a favor de los productores y 
los molineros. Además, las organizaciones privadas de 
la industria ejercen la mayor y más efectiva influencia 
política, debido a la cantidad de recursos disponibles, 
su capacidad para ejercer influencia política y los ben-
eficios esperados (relacionados con el control del mer-
cado). Por el contrario, las políticas que se oponen al 
interés de los arroceros son más débiles y enfrentan 
mayores costos de organización. Además, las agencias 
gubernamentales no realizan esfuerzos por corregir 
esta política socialmente negativa.

En resumen, se puede concluir que la protección 
para la industria del arroz en Costa Rica (aranceles de 
importación y controles de precios) se ha mantenido 
debido a un cabildeo exitoso organizado conjunta-
mente por los agricultores y molineros (quienes en la 
mayoría de los casos son los mismos actores con una 
estrecha integración vertical) y que ha tenido apoyo de 
los distintos gobiernos en las últimas dos décadas. Esta 

situación (integración vertical) traslada los costos e in-
eficiencias de la protección arancelaria y el control de 
precios en toda la cadena de valor hacia los consumi-
dores. 

Los grandes productores de arroz son pocos y con-
trolan la mayor parte de la producción y el procesamien-
to del arroz, así como venta al por mayor y distribución. 
Esto implica que el costo de organización de este grupo 
de presión es muy bajo, mientras que los beneficios de la 
protección y las actividades de búsqueda de ganancias 
directamente improductivas (DUP) son muy altos. Se 
enfrentan a una situación contraria quienes se oponen 
a la protección (principalmente los consumidores) que 
son muchos y de tamaño pequeño, por lo que el costo 
de su organización es muy alto. A esto se suman los go-
biernos que no toman decisiones pensando en el biene-
star de la mayoría. Esta es la principal fuente del exitoso 
cabildeo por protección arancelaria y actividades DUP 
en esta industria. 

Todo esto ha permitido a los arroceros tener influ-
encia en el Congreso y los ministerios, facilitando la 
adopción de leyes y reglamentos a favor de esta activi-
dad, y evitando las políticas de libre comercio. Además, 
gracias al cabildeo exitoso de los grandes productores 
de arroz, el papel de los responsables políticos se ha 
trasladado del sector público al sector privado (a través 
de CONARROZ): un claro ejemplo de captura insti-
tucional por los arroceros y molineros. De esta manera, 
las instituciones gubernamentales han permitido a los 
agricultores y los molineros controlar la industria del 
arroz en toda la cadena de valor. Gracias a la aproba-
ción del DR-CAFTA la protección del arroz se redu-
cirá en un largo proceso de desgravación arancelaria 
(al menos las importaciones de arroz de mercado es-
tadounidense). Esto sucedió porque COMEX estuvo a 
cargo de la negociación del acuerdo, en lugar de otros 
organismos públicos que han sido capturados por los 
intereses de los grandes productores de arroz (como el 
MEIC y el MAG).
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Lorem ipsum

Participantes 
Actores  

Canales de 
Influencia  

Instrumentos Demanda: Beneficios de la  
Acción política   

Oferta: Habilidad para generar  
Acción política  

Predicción: 
Cantidad 
de Acción 

política 
efectiva    Objetivo 

principal 
(Incentivos)  

Magnitud Per 
cápita 

Número Cobertura Recursos Costo de 
Organización 

Intereses de Apoyo 
Poder 
Ejecutivo 

                    

Ministerio de 
Economía, 
Industria y 
Comercio 
(MEIC) 

Ejecutivo; 
Congreso.; 
CONARROZ. 

Defensa 
comercial;  
Control de 
precios del 
arroz. 

Aplicación de 
salvaguardias 
y medidas 
antidumping.  
 
Protección de 
productos 
agrícolas de la 
competencia 
de  
importaciones. 
. 

Pequeño Pequeño Pequeño Grande Medio Pequeño Grande 

Ministerio de 
Agricultura 
(MAG) 

Ejecutivo; 
Congreso.; 
CONARROZ. 

Defensa 
comercial;  
Control de 
precios del 
arroz. 

Protección de 
productos 
agrícolas de la 
competencia 
de  
importaciones. 
. 
Defensa de los 
intereses de 
productores 
agrícolas 
nacionales.  
Promoción de 
seguridad 
alimentaria. 

Pequeño Pequeño Pequeño Grande Medio Pequeño Grande 

Sector 
privado 

                    

Asociación 
Nacional de 
Industriales 
del Sector 
Arrocero 
(ANINSA) 

CONARROZ Ley 8265; 
Ejecutivo; 
Congreso. 

Control sobre 
importaciones 
de arroz libre 
de aranceles. 
Protección de 
la competencia 
de 
importaciones 
de arroz.  
Control sobre 
la demanda de 
arroz granza. 
Control sobre 
la oferta de 
arroz pilado.  

Grande Grande Grande Grande Grande Pequeño Grande 

  Cámara 
nacional de 
productores 
de arroz 
(CANAPA) 

CONARROZ Ley 8265 Protección 
arancelaria de 
importaciones 
de arroz.  
Participación 
más cercana 
en el diseño de 
políticas de 
arroz, 
particularmente 
en la fijación 
del precio de 
regulación. 

Grande Pequeño Pequeño Grande Grande Pequeño Grande 

Partidos 
políticos 

                    

Partido 
Liberación 
Nacional 
(PLN) 

Congreso Legislación Defensa de los 
intereses de 
productores 
agrícolas 
nacionales.  
Promoción de 
seguridad 
alimentaria. 

Pequeño Pequeño Pequeño Grande Medio Pequeño Grande 

Partido 
Unidad Social 
Cristiana 
(PUSC) 

Congreso Legislación Defensa de los 
intereses de 
productores 
agrícolas 
nacionales.  
Promoción de 
seguridad 
alimentaria. 

Pequeño Pequeño Pequeño Grande Medio Pequeño Grande 

Partido Acción 
Ciudadana 
(PAC) 

Congreso Legislación Defensa de los 
intereses de 
productores 
agrícolas 
nacionales.  
Promoción de 
seguridad 
alimentaria. 

Pequeño Pequeño Pequeño Grande Pequeño Pequeño Grande 

Partido Frente 
Amplio (FA) 

Congreso Legislación Defensa de los 
intereses de 
productores 
agrícolas 
nacionales.  
Promoción de 
seguridad 
alimentaria. 

Pequeño Pequeño Pequeño Pequeño Pequeño Medio Pequeño 

Intereses de Oposición 
Poder 
Ejecutivo 

                    

Ministerio de 
comercio 
exterior 
(COMEX) 

Ejecutivo; 
Congreso. 

Apoyo político; 
Instrumentos 
de política 
comercial;  
Tratado de 
libre comercio.  

Continuar el 
proceso de 
apertura 
comercial. 
Evitar 
sanciones al 
país en la 
OMC. 

Pequeño Pequeño Pequeño Grande Medio Pequeño Grande 
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Cámara 
nacional de 
productores 
de arroz 
(CANAPA) 

CONARROZ Ley 8265 Protección 
arancelaria de 
importaciones 
de arroz.  
Participación 
más cercana 
en el diseño de 
políticas de 
arroz, 
particularmente 
en la fijación 
del precio de 
regulación. 

Grande Pequeño Pequeño Grande Grande Pequeño Grande 

Partidos 
políticos 

                    

Partido 
Liberación 
Nacional 
(PLN) 

Congreso Legislación Defensa de los 
intereses de 
productores 
agrícolas 
nacionales.  
Promoción de 
seguridad 
alimentaria. 

Pequeño Pequeño Pequeño Grande Medio Pequeño Grande 

Partido 
Unidad Social 
Cristiana 
(PUSC) 

Congreso Legislación Defensa de los 
intereses de 
productores 
agrícolas 
nacionales.  
Promoción de 
seguridad 
alimentaria. 

Pequeño Pequeño Pequeño Grande Medio Pequeño Grande 

Partido Acción 
Ciudadana 
(PAC) 

Congreso Legislación Defensa de los 
intereses de 
productores 
agrícolas 
nacionales.  
Promoción de 
seguridad 
alimentaria. 

Pequeño Pequeño Pequeño Grande Pequeño Pequeño Grande 

Partido Frente 
Amplio (FA) 

Congreso Legislación Defensa de los 
intereses de 
productores 
agrícolas 
nacionales.  
Promoción de 
seguridad 
alimentaria. 

Pequeño Pequeño Pequeño Pequeño Pequeño Medio Pequeño 

Intereses de Oposición 
Poder 
Ejecutivo 

                    

Ministerio de 
comercio 
exterior 
(COMEX) 

Ejecutivo; 
Congreso. 

Apoyo político; 
Instrumentos 
de política 
comercial;  
Tratado de 
libre comercio.  

Continuar el 
proceso de 
apertura 
comercial. 
Evitar 
sanciones al 
país en la 
OMC. 

Pequeño Pequeño Pequeño Grande Medio Pequeño Grande 

  COPROCOM Ejecutivo. Ley de 
Promoción de 
Competencia  
(7472); 
Nueva Ley de 
Fortalecimiento 
de las 
Autoridades de 
Competencia ( 
9736). 

La 
liberalización 
del mercado de 
arroz. 
Promoción de 
la competencia 
y eliminación 
de arancel y 
barreras no 
arancelarias a 
las 
importaciones 
de arroz. 

Pequeño Pequeño Pequeño Pequeño Pequeño Medio Pequeño 

Sector 
privado 

                    

Importadores  Ejecutivo; 
Congreso 

Cabildeo;  
Acción legal. 

La 
liberalización 
del mercado de 
arroz. 
Promoción de 
la competencia 
y eliminación 
de arancel y 
barreras no 
arancelarias a 
las 
importaciones 
de arroz. 

Grande Grande Pequeño Pequeño Grande Grande Medio 

Partidos 
políticos  

                    

Movimiento 
Libertario 
(ML)  

Congreso. Legislación. Defensa de la 
liberalización 
del mercado 
del arroz. 
Promoción de 
la competencia 
y bienestar del 
consumidor. 

Pequeño Pequeño Pequeño Pequeño Pequeño Pequeño Pequeño 

Otros grupos 
interesados  

                    

Asociación de 
Consumidores 
Libres  

Prensa; 
Ejecutivo; 
Congreso. 

Cabildeo. Proteger a los 
consumidores 
de prácticas 
monopólicas y 
precios de 
arroz más 
altos.  
Promoción de 
la competencia 
y eliminación 
de aranceles y 
barreras no 
arancelarias. 

Pequeño Pequeño Pequeño Pequeño Pequeño Pequeño Pequeño 

 
Fuente: Compilación de los autores basada en el marco analítico de Baron (2012). 
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b. El caso del azúcar 

Estructura de la industria 
La industria azucarera (cadena de valor) en Costa 

Rica tiene cinco actores principales: productores de 
caña de azúcar (agricultores), molineros (productores 
de azúcar), un mayorista que recibe y comercializa toda 
la producción para la demanda y las exportaciones lo-
cales (LAICA, una corporación que se describe en la 
siguiente sección), los minoristas y los consumidores. 
Un pequeño grupo de grandes productores de caña de 
azúcar son también molineros y productores de azúcar. 
Calatayud (2016) argumenta que la industria azucarera 
en Costa Rica está altamente concentrada y opera bajo 
condiciones monopolísticas.

La Ley 7818 (1998)77  clasifica tres tipos de agricul-
tores según su volumen de producción. Los agricultores 
“independientes” son pequeños y medianos productores  
que entregan menos de 5,000 toneladas métricas de 
caña de azúcar a los molineros, por cosecha. Los agri-
cultores “no independientes” son aquellos grandes con 
más de 5,000 toneladas de producción de caña de azú-
car. El tercer tipo son los molineros que son dueños de 
cultivos de caña de azúcar, la mayoría de ellas de gran 
tamaño. La ley también establece que es de interés pú-
blico el apoyo para pequeños y medianos productores 
de caña de azúcar, que producen menos de 1,500 tone-
ladas por temporada.

Durante las últimas dos décadas, el número de pro-
ductores de caña de azúcar ha mostrado una gran vari-
abilidad. Por ejemplo, el número total de agricultores 
llegó a 11,960 en 2007 (en comparación con 7,538 en 
1995). Desde entonces, el número de agricultores ha 
disminuido constantemente hasta 6,577 en la actuali-
dad (LAICA, 2017; 2013). De acuerdo con la ley, el 95% 
de los agricultores se clasifican como pequeños y me-
dianos, mientras que menos del 1% de los productores 

de azúcar tienen cultivos grandes (que producen más 
de 5,000 toneladas en promedio), incluyendo aquellas 
fincas propiedad de molineros. Esta situación ha estado 
presente por más de dos décadas (Cuadro 9).

A pesar de la prevalencia de pequeños y medianos 
agricultores, su producción promedio es inferior al 
punto de referencia establecido por la ley. Además, su 
producción representa menos de 20% del total de caña 
de azúcar entregada a los molinos. Por otro lado, 13 
molineros producen 64% de la caña de azúcar en sus 
propias fincas, mientras que los grandes agricultores 
independientes suministran el 9% del total de la caña 
de azúcar. Así, el 73% de la producción se concentra 
en 40 fincas, menos del 1% del total de productores 
(Cuadro 10).

COPROCOM Ejecutivo. Ley de 
Promoción de 
Competencia  
(7472); 
Nueva Ley de 
Fortalecimiento 
de las 
Autoridades de 
Competencia ( 
9736). 

La 
liberalización 
del mercado de 
arroz. 
Promoción de 
la competencia 
y eliminación 
de arancel y 
barreras no 
arancelarias a 
las 
importaciones 
de arroz. 

Pequeño Pequeño Pequeño Pequeño Pequeño Medio Pequeño 

Sector 
privado 

                    

Importadores  Ejecutivo; 
Congreso 

Cabildeo;  
Acción legal. 

La 
liberalización 
del mercado de 
arroz. 
Promoción de 
la competencia 
y eliminación 
de arancel y 
barreras no 
arancelarias a 
las 
importaciones 
de arroz. 

Grande Grande Pequeño Pequeño Grande Grande Medio 

Partidos 
políticos  

                    

Movimiento 
Libertario 
(ML)  

Congreso. Legislación. Defensa de la 
liberalización 
del mercado 
del arroz. 
Promoción de 
la competencia 
y bienestar del 
consumidor. 

Pequeño Pequeño Pequeño Pequeño Pequeño Pequeño Pequeño 

Otros grupos 
interesados  

                    

Asociación de 
Consumidores 
Libres  

Prensa; 
Ejecutivo; 
Congreso. 

Cabildeo. Proteger a los 
consumidores 
de prácticas 
monopólicas y 
precios de 
arroz más 
altos.  
Promoción de 
la competencia 
y eliminación 
de aranceles y 
barreras no 
arancelarias. 

Pequeño Pequeño Pequeño Pequeño Pequeño Pequeño Pequeño 

 
Fuente: Compilación de los autores basada en el marco analítico de Baron (2012). 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Rango de Producción  
 (Toneladas) 1995 2007 2017 

1-250 6,343 10,779 5,511 

251-500 649 662 486 

501-1000 300 337 327 

1001-1500 91 63 102 

1501-5000 103 79 111 
Más de 5000 
(independiente) 35 25 27 

Fincas de molineros 17 15 13 

Total 7,538 11,960 6,577 
 

Fuente: Elaboración propia con datos de LAICA. 
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La industrialización de la caña de azúcar es gestio-
nada por 13 molineros; 10 de ellos operan como socie-
dades privadas mientras que tres se organizan como 
cooperativas. Vale la pena mencionar que la inversión 
necesaria para operar un molino de caña de azúcar es 
alta y representa una barrera de entrada grande para 
potenciales competidores. El número de molinos ha 
disminuido en las últimas décadas, contribuyendo a 
más concentración. Por ejemplo, hubo 26 en 1975, 17 
en 1992 y 16 en 2005 (Sáenz y Arroyo, 2012). Al mismo 
tiempo, el procesamiento total de la caña de azúcar se 
ha concentrado en tres grandes empresas (Taboga, El 
Viejo y CATSA), que representan el 58% del total de 
caña de azúcar procesada en la actualidad (Cuadro 11).

Como resultado, la producción de azúcar (y otros 
derivados como la melaza y el alcohol) está altamente 
concentrada en los mismos molineros. Por ejemplo, 
durante la cosecha 2016/2017, el 58 por ciento del azú-
car de Costa Rica se produjo en Guanacaste (región 
del Pacífico norte), mientras que el molino “El Viejo” 
logró la mayor producción de caña de azúcar y azúcar 
en el país con más de 1 millón de toneladas métricas de 
caña procesada (GAIN, 2017). La producción de azúcar  
aumentó de 415,075 toneladas métricas en 2011 a 
452,160 toneladas métricas en 2017. Durante este perío-
do, el  75% de la producción de azúcar fue concentrada 
por 6 molinos (LAICA, 2018). La organización LAICA 
recibe toda la producción de azúcar de los molineros 
y gestiona su distribución en el país (bajo una marca 
única para evitar competencia), para industrias relacio-

 

 

 

Tipo de agricultor según cantidad 
de caña de azúcar producida 

(Toneladas) 

Numero de 
agricultores 

Participación Toneladas entregadas Participación Toneladas 
promedio por 

agricultor 

1-250 
5,511 83.8% 338,760 8% 61 

251-500 
486 7.4% 169,041 4% 348 

501-1000 
327 5.0% 232,870 5% 712 

1001-1500 
102 1.6% 120,792 3% 1,184 

1501-5000 
111 1.7% 309,807 7% 2,791 

Más de 5000  
(independiente) 

27 0.4% 383,535 9% 14,205 

Fincas de molineros 
13 0.2% 2,789,086 64% 214,545 

Total 
6,577 100% 4,343,891 100% 33,407 

 
Fuente: Elaboración propia con datos de LAICA. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Molinero 2006-2007 2012-2013 2016-2017 

Taboga 18% 19% 17% 

El Viejo 16% 19% 23% 

CATSA 18% 20% 18% 

El General 7% 7% 7% 

Palmar 12% 9% 9% 
Quebrada 
Azul 7% 6% 6% 

Cutrís 3% 5% 5% 

Victoria 5% 4% 4% 

Juan Viñas 4% 4% 4% 

Atirro 2% 2% 2% 

Providencia 2% 2% 2% 

Costa Rica 2% 2% 2% 

Porvenir 1% 1% 1% 

San Ramón 1% NA NA 

Santa Fe 2% NA NA 
Total 

(toneladas) 4,152,799 4,340,604 4,343,890 
 
Fuente: Elaboración propia con datos de LAICA. 
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78 https://laica.cr/nosotros/
79 Ley 7818. Ley Orgánica de Agricultura e Industria de la Caña de Azúcar.

nadas como el procesamiento de alimentos y bebidas, 
y para los mercados de exportación. Varios minoristas 
(principalmente supermercados) distribuyen azúcar 
para el consumo final.  

	 El consumo per cápita de azúcar de Costa Rica 
es relativamente alto (49 kg), aunque ha disminuido de 
un récord de 59,2 kg en 1997-1998. El consumo directo 
de azúcar representa el 42 por ciento del total, mientras 
que el uso industrial representa el 58 por ciento. El con-
sumo no ha cambiado mucho en los últimos años. La 
mayor utilización por parte de la industria alimenticia  
(que es impulsada por la exportación en algunos sec-
tores), ha creado cambios en el consumo total (GAIN, 
2017).

Instituciones y resultados de las políticas
 La industria azucarera en Costa Rica tiene simili-

tudes con la industria del arroz en términos de su gober-
nanza y marco institucional. La Liga Agrícola Industri-
al de la Caña de Azúcar (LAICA) es la organización que 
regula todas las actividades involucradas en la cadena 
de valor del azúcar. LAICA controla la producción de 
caña de azúcar, determina las cuotas y gestiona las ex-
portaciones, fija la cuota anual de la producción y dis-
tribución nacional de azúcar entre los ingenios, y ges-
tiona la cuota preferencial de azúcar otorgada a Costa 
Rica en virtud de acuerdos internacionales (OCDE, 
2017). La misión de LAICA es “organizar, promover, 
proteger y defender los intereses del sector azucarero 
costarricense, para procurar un sistema de relaciones 
equitativo y para garantizar el desarrollo óptimo y la es-
tabilidad del sector.”78

LAICA se creó en 1965 (Ley 3579) y se reorganizó 
como una corporación no estatal en 1998 mediante la 
Ley 7818. Posee estatus jurídico propio y capacidad 
pública y privada, ya que aplica el derecho público en el
ejercicio de sus poderes regulatorios de la industria y 
el derecho privado en todos sus negocios y actividades 
comerciales. Es decir, las leyes que crean y reorganiza-
ron LAICA otorgan a la organización su propio estatus 
legal especial, en acciones públicas y privadas, lo que le 
permite operar tanto como una institución reguladora 
así como una entidad comercial (Calatayud, 2016). Sus 
principales funciones y facultades son: 79 

Asegurar el estricto y fiel cumplimiento de las 
normas de la ley y sus reglamentos.
Mantener el registro de los molinos azucareros 

del país y de los productores de caña de azúcar.
Regular el suministro de azúcar producido en el 
país.
Establecer la cuota anual de producción de azú-
car y distribuirla entre los productores de caña 
de azúcar y azucareros.
Fijar el precio de la caña de azúcar y el azúcar.
Ajustar los porcentajes de distribución de precios 
y compras de caña de azúcar.
Proveer servicios e infraestructura de comer-
cialización a los molineros, incluyendo almace-
namiento, exportación o importación.
Realizar investigaciones y apoyar las transferen-
cias de tecnología con el propósito de mejorar la 
productividad.
Colaborar con el poder ejecutivo en el cum-
plimiento de los acuerdos internacionales, ad-
ministrar las preferencias otorgadas al país en 
mercados extranjeros y aprobar la renovación o 
la modificación de estos acuerdos.

La junta directiva de LAICA tiene 8 miembros, 3 
de productores de caña de azúcar, 3 de molineros y 2 
del gobierno. Los productores (agricultores) están rep-
resentados por la Federación de Productores de Caña 
de Azúcar (fundada en 1972). Hay seis asociaciones de 
productores regionales que componen la federación, 
que nombran a sus tres representantes en el consejo 
de LAICA. Los azucareros son representados por la 
Cámara de Productores de Azúcar, que selecciona a sus 
tres miembros de junta directiva de LAICA. El Ministe-
rio de Agricultura (MAG) y el Ministerio de Economía, 
Industria y Comercio (MEIC) proporcionan los 2 rep-
resentantes del gobierno.

LAICA fija los precios en todos los niveles de la in-
dustria azucarera. Del precio final pagado por LAICA a 
los molineros, el 62.5% se distribuye a los productores 
de caña de azúcar, mientras que los molineros reciben 
el 37.5% para producción de azúcar. Por ley, los molin-
eros deben comprar el 50% de su cuota anual de azúcar 
a agricultores independientes (en su mayoría pequeños 
y medianos). Por otro lado, los molineros pueden com-
prar el otro 50% de las cuotas de los grandes agricul-
tores o producirlas en sus propias fincas. Hay excep-
ciones cuando los agricultores pequeños no pueden 
cumplir con el 50% de participación o debido a condi-
ciones especiales. Como resultado, los molineros han 
estado comprando caña de azúcar de sus propias fincas 
en porcentajes más altos. Por lo tanto, los molineros 

•

•

•

•

•

•
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que también son grandes productores de caña de azú-
car obtienen el mayor porcentaje de ingresos a través de 
precios fijos, a pesar de que su porcentaje asignado es 
más bajo (37.5%).

Además, dado que los pequeños agricultores tienen 
una participación limitada en la cuota de caña de azú-
car (1,500 toneladas por cosecha), si producen más 
pueden vender sus excedentes a los molineros, pero a 
precios más bajos. En otras palabras, cuanto más pro-
ducen, menos son los ingresos que generan de la caña 
de azúcar. Los precios fuera de cuota pueden ser tan 
bajos como el 60% de los precios dentro de la cuota. 
Esto puede crear un desincentivo para el crecimiento 
de la producción y mantener precios de mercado más 
altos, pagados por los consumidores.

LAICA controla la infraestructura de un puerto 
para el almacenamiento y exportación de azúcar y ad-
ministra almacenes para azúcar, alcohol y melaza. Tam-
bién es responsable de la logística y distribución en el 
mercado local. LAICA también gestiona el programa 

de investigación de caña de azúcar, con laboratorios e 
infraestructura de extensión. En resumen, LAICA con-
trola completamente el mercado del azúcar. Además, el 
azúcar es uno de los productos agrícolas más fuerte-
mente protegidos (con excepciones en Tratados de Li-
bre Comercio y calendarios ampliados de eliminación 
arancelaria; Cuadro 12).

De acuerdo con el arancel negociado por Costa Rica 
para el DR-CAFTA (Gráfico 10), el azúcar es un pro-
ducto en la categoría de clasificación D, lo que signifi-
ca que los aranceles se eliminan en 15 etapas anuales 
iguales a partir de la fecha en que el acuerdo entró en 
vigor (las importaciones de azúcar entrarían libres de 
aranceles desde el 1 de enero del año 15). Esto significa 
que el arancel de importación de azúcar debería ser de 
3.1% en la actualidad (2019) y 0% el 1 de enero de 2020 
(USTR, 2018).80

Sin embargo, la categoría D del acuerdo tiene una 
nota al pie de página con tres puntos: 81

(a)    Los aranceles sobre las mercancías enumera- 

80 Subpartidas: HS1701.11, HS1701.12, HS1701.91 y HS1701.99. 
81 Vale la pena mencionar que se incluyó una nota al pie de página idéntica (con el mismo texto) en el TLC entre los EE. UU. y Chile (que entró en vigor el 1 de enero 
de 2004). Chile y Costa Rica tienen características distintas en cuanto a producción y comercialización de azúcar. Chile es productor de remolacha azucarera, mien-
tras que Costa Rica se especializa en la caña de azúcar. Además, Chile es un importador neto de azúcar para consumo final (azúcar sin refinar centrífuga y azúcar 
refinada) dado que la demanda supera la producción local. Por otra parte, Costa Rica es un exportador neto de azúcar (más de un tercio de la producción se exporta, 
principalmente a los Estados Unidos), mientras que las importaciones desde otros países son insignificantes.

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
Descripción HS 

 
Año 

Arancel consolidado NMF aplicado Aplicado 

Promedio Max Promedio Max Promedio Max 

170111 azúcar de caña, en bruto, en estado 
sólido. formulario, que no contiene agregados 
aromatizantes o colorantes  

1996 45 45 53 53 53 53 
2006 45 45 45 45 43.83 45 

2016 45 45 45 45 45 45 

70112 azúcar de remolacha, crudo, en estado 
sólido formulario, que no contiene agregados 
aromatizantes o colorantes  

1996 45 45 53 53 Na Na 
2006 45 45 45 45 Na Na 

2016 45 45 45 45 45 45 

170191 azúcar refinada de caña o de 
remolacha, que contiene saborizante añadido 
o Coloración, en forma sólida.  

1996 45 45 53 53 53 53 
2006 45 45 45 45 34.26 45 

2016 45 45 45 45 45 45 

170199 azúcar de caña o de remolacha y 
sacarosa químicamente pura, en forma sólida, 
no contiene saborizantes añadidos o 
colorantes y azúcar cruda  

1996 45 45 53 53 53 53 
2006 45 45 45 45 37.5 45 

2016 45 45 45 45 41.79 45 
 

Nota: El arancel NMF (nación más favorecida) es el arancel normal no discriminatorio que se cobra a las importaciones (excluye los aranceles 
preferenciales en virtud de tratados de libre comercio y otros esquemas o aranceles cobrados dentro de las cuotas). Tasas consolidadas (consolidación 
arancelaria): compromiso de no aumentar una tasa de impuesto más allá de un nivel acordado. Una vez que una tasa arancelaria está consolidada, 
no puede ser elevada sin compensar a las partes afectadas. Tasas aplicadas: impuesto que efectivamente se cobra sobre las importaciones. Estos 
pueden ser menores a los consolidados.  
 
Fuente: WTO Tariff Download Facility  (https://tao.wto.org). 
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	  das en el subpárrafo (c) se eliminarán en  
       correspondencia con la disposición de la  
         categoría de clasificación D del anexo 3.3,  
        apartado 1, letra d). Esta es la puesta en  
                  escena de la reducción arancelaria.

(b) El trato arancelario preferencial en virtud  
          del subpárrafo (a) se otorgará en cualquier  
                               año a una cantidad de bienes igual a la cantidad  
           por la cual las exportaciones de los Estados  
      Unidos a todos los destinos excedan las  
         importaciones en Estados Unidos de todas  
     las fuentes (“excedente comercial”) para  
    bienes clasificados bajo las siguientes  
  subpartidas: HS1701.11, HS1701.12,  
      HS1701.91 y HS1701.99.  El excedente  
               comercial de los Estados Unidos se calculará  
     utilizando los datos anuales disponibles  
                 más recientes.82

(c)  Los subpárrafos (a) y (b) se aplican a los sigui 
    entes subtítulos: HS1701.11, HS1701.12,  
                 HS1701.91, y HS1701.99.

Estados Unidos es uno de los diez mayores produc-
tores de azúcar del mundo. También es uno de los im-
portadores más grandes. Con algunas excepciones, el 
país ha sido un importador neto de azúcar en casi todas 
sus variedades durante décadas (USDA, 2018; 2009). 
Por ejemplo, las exportaciones netas de Estados Unidos 
(exportaciones menos importaciones) de las subparti-
das HS1701.11 y HS1701.99 (producidas y exportadas 
por Costa Rica), han sido negativo por más de dos dé-
cadas (Gráfico 11). Por lo tanto, en la práctica, por el 
punto (b) de la nota a pie de página, la programación 
de reducción arancelaria para las importaciones de 
azúcar en Costa Rica no se llevará a cabo, otorgando 
protección contra las importaciones desde los Estados 
Unidos al arancel inicial negociado del 47%. Es decir, 

82 Según González (2006), durante las negociaciones del DR-CAFTA, los Estados Unidos buscaron la exclusión del azúcar del acuerdo. Sin embargo, al final, prev-
aleció la “exclusión técnica” (la condición neta del país exportador).
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la industria azucarera nacional en realidad obtuvo una 
protección permanente de las exportaciones estadoun-
idenses.83

 Otros resultados ventajosos para la industria azu-
carera bajo el DR-CAFTA incluyen la expansión de 
su cuota de mercado de exportación en el mercado 
estadounidense. Según COMEX (2004), el país obtu-
vo una cuota de 13,000 toneladas de azúcar adicion-
al a las 15,000 toneladas bajo la ICC (un aumento del 
86%). Además, se negoció una cuota de 2,000 toneladas 
para azúcar orgánica. Por otra parte, con una cuota de 
31 millones de galones de etanol con regla de origen 
flexible, con la que se triplicarían las exportaciones. 
En total, la industria obtuvo una cuota de azúcar de 
28,000 toneladas. Costa Rica es un exportador neto de 

azúcar. Durante la última década, las exportaciones han 
promediado el 35% de la producción total de azúcar. 
Después de la aprobación del DR-CAFTA, las export-
aciones comenzaron a crecer y desde entonces han au-
mentado en promedio un 15% anualmente, a pesar de 
las fluctuaciones en los mercados globales (Gráfico 12).

El azúcar se encuentra entre los 20 productos de 
exportación más importantes del país. Las exporta-
ciones promedio anuales entre 2013 y 2017 alcanzaron 
los US$90 millones. Estados Unidos es el destino más 
importante (42% del total de exportaciones). En los úl-
timos años, China se ha convertido en el segundo des-
tino de las exportaciones de azúcar costarricense con 
una participación del 25%. LAICA es el principal ex-
portador de azúcar.84  Es en realidad uno de los mayores 

83 Además, la “exclusión técnica” (el requisito del país exportador neto) beneficiaría a la industria azucarera local. 
84 Por ley, es la organización responsable de canalizar toda la producción local hacia los mercados de exportación.
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exportadores de la industria alimenticia (PROCOMER, 
2018). 

El marco institucional de la industria azucarera ha 
creado varias distorsiones de mercado, reflejados en las 
diferencias de precios entre los mercados locales e in-
ternacionales. Los precios de exportación costarricens-
es se han alineado con los precios internacionales du-
rante décadas e incluso han sido más altos en algunos 
años. Por otro lado, los precios minoristas locales han 
sido más altos que los precios internacionales y crecen 
constantemente, incluso en presencia de precios inter-
nacionales decrecientes (Gráfico 13). La brecha entre 
los precios locales e internacionales es tan amplia, que 
incluso en caso de que un importador de azúcar pague 
todos los costos adicionales a los precios FOB (gastos 
de envío, tarifas de seguro, arancel de importación del 
47%, ventas locales y comercialización), los precios 
internacionales más bajos hacen factibles las import-
aciones de azúcar de países como Canadá o Brasil, 

para venderla a un precio minorista competitivo local 
(CRHoy, 2017). Por lo tanto, a través de los mayores 
precios, los consumidores locales transfieren ingresos 
a los agricultores y molineros, y al mismo tiempo pare-
cen subsidiar las exportaciones de azúcar para hacerlas 
competitivas en los mercados de exportación.

Esta situación ocurre en paralelo con un buen de-
sempeño exportador del país. Los mercados exporta-
dores demandan mayor productividad y por tanto más 
acciones hacia el fortalecimiento competitivo. La het-
erogeneidad de la productividad agrícola ha sido abor-
dada por LAICA. Esfuerzos para mejorar el rendimien-
to agrícola se han intensificado en los últimos años, a 
través de transferencia tecnológica, implementación 
de buenas prácticas agrícolas (BPA), manejo de pla-
gas, mejoramiento de suelos, sostenibilidad ambiental 
y adaptación al cambio climático, entre otros (LAICA, 
2018; 2013). 

En los últimos años la productividad de la caña de 
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azúcar ha aumentado, tras años de desaceleración. Sin 
embargo, los beneficios de una mayor productividad y 
un mejor desempeño en los mercados de exportaciones 
siguen concentrados en un pequeño grupo de grandes 
productores de caña de azúcar y molineros. Además, 
los consumidores se ven afectados por los altos y creci-
entes precios locales. Más aún, al comparar la produc-
tividad del país con otros productores, hasta reciente-
mente de observa una mejora, luego de años de pérdida 
de competitividad relativa (Gráfico 14). La estructura 
de la industria, su regulación y los altos niveles de con-
centración son obstáculos clave para el crecimiento de 
la productividad de los pequeños y medianos agricul-

tores.
Además de los altos aranceles de importación, la 

protección de la industria azucarera local ha sido refor-
zada con medidas de defensa comercial. Por ejemplo, el 
14 de julio de 2015, la Dirección de Defensa Comercial 
del MEIC inició una investigación antidumping sobre 
las importaciones de cristal blanco de azúcar de Brasil 
(un producto clasificado bajo el código HS 1701.99).85  
Esta acción fue la respuesta a una queja presentada por 
LAICA, argumentando que la empresa importadora es-
taba vendiendo a un precio local más bajo, en compara-
ción con el precio en el país de origen de las export-
aciones.86  Así, LAICA solicitó medidas antidumping 

85 Resolución DDC-003-2015 MEIC. La solicitud de LAICA se realizó el 10 de junio de 2015. Sin embargo, MEIC solicitó una aclaración sobre algunos puntos, inclu-
ida una descripción detallada sobre la clasificación de la producción y las supuestas empresas afectadas. Algunos días después, la información fue verificada. Los 
productores listados fueron tres molineros: El Viejo, El General y Victoria
86 La importadora fue Maquila Lama, una empresa que importa y comercializa productos agrícolas.
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para detener las importaciones de azúcar desde Brasil.87     
La investigación concluyó a finales de noviembre 

de 2016, después de 12 meses de análisis y 4 meses de 
audiencias con participantes involucrados.88 El 6 de 
diciembre de 2016, la Dirección de Defensa Comercial 
presentó el informe técnico.89  El análisis concluyó que 
no había pruebas de la existencia de daños o amena-
za de daño material para la producción nacional de 
azúcar. Por lo tanto, la recomendación técnica fue no 
aplicar ningún impuesto antidumping. No obstante, 
días después, el ministro de Economía, Industria y 
Comercio solicitó información adicional. La Dirección 
de Defensa Comercial respondió, pero no cambió su 
conclusión técnica.

El 3 de febrero de 2017, el ministro del MEIC tomó 

la decisión de dejar de lado la recomendación técnica 
e impuso un arancel antidumping del 6,82% a las im-
portaciones de azúcar de Brasil, además de la tarifa real 
del 47%.90  Esta decisión fue apelada por todas las par-
tes interesadas. Los productores nacionales exigieron 
un arancel más alto, mientras que los otros exigieron 
la aplicación de las recomendaciones técnicas. Luego 
de algunos días de discusión, el 21 de febrero de 2017, 
el MEIC publicó su resolución final, estableciendo un 
arancel antidumping de 3.67% sobre las importaciones 
desde Brasil.91  La tasa de arancel fue de 3.67% además 
del arancel real de 47% para un total de 50.67% final. 
El impuesto está en vigencia hasta el 21 de febrero de 
2022.

 

87  LAICA argumentó que el poder del mercado azucarero de Brasil era una amenaza inminente y real para la industria costarricense. Según Calatayud (2016), las 
acciones contra la empresa importadora empezaron tiempo antes, con una primera importación de azúcar de Brasil (alrededor de 250 toneladas métricas, cerca 
del 2% del consumo nacional). LAICA denunció a la importadora  ante el Ministerio de Hacienda, argumentando posibles irregularidades en los procedimientos de 
importación. El ministerio indicó que la empresa cumplía con todos los requisitos legales. Posteriormente, LAICA pidió al Ministerio de Salud una modificación de un 
decreto sobre la fortificación del azúcar, alegando que el azúcar importado no podía ser fortificado en Costa Rica sino en el país de origen. Ambas acciones podrían 
considerarse como barreras no arancelarias para importaciones.
88 LAICA, los molineros, el importador, un representante de la Embajada de Brasil, el productor brasileño y el exportador.
89 Informe Técnico de Determinación Final DDC-INF-03-16.
90 Resolución DM-010-2017 MEIC.
91 Resolución DM-015-2017 MEIC.
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Hoja de cálculo de distribución política (DPS)
La hoja de cálculo de distribución política (DPS) de 

la política del azúcar hace un resumen de las princi-
pales fuerzas involucradas en el proceso de diseño e im-
plementación de la política (Cuadro 13). Se describen 
variables de acción colectiva (número de participantes 
del grupo, recursos disponibles, costo de organización) 
y se resume el balance de costos y beneficios de la ac-
ción colectiva y cómo los intereses de los actores prin-
cipales y su influencia política determinan los resulta-
dos finales de la política azucarera.

La DPS indica que la política del azúcar está respal-
dada principalmente por un grupo de organizaciones 
industriales que influyen en los organismos públicos 
para su propio beneficio. Es decir, intereses privados 
influencian la política de manera efectiva, con la mayor 
cantidad de recursos y la captura de rentas monopóli-
cas. Los intereses opuestos de otras partes interesadas 
son menos efectivos y presentan altos costos organi-
zacionales. Al final, la política del azúcar está diseñada 
para beneficiar a los productores y molineros locales 
(principalmente los más grandes).

Al igual que en el caso del arroz, se puede concluir 
que la protección arancelaria y los controles de precios 
en la industria azucarera son resultado de un cabildeo 
exitoso por parte de los productores de azúcar y de los 
molineros (integrados verticalmente). La integración 
vertical y el dominio del mercado favorecen la protec-
ción arancelaria y los controles de precios a lo largo de 
la cadena de valor del azúcar, trasladando la ineficien-
cia con precios más altos a los consumidores locales y 
empresas nacionales que utilizan el azúcar como insu-
mo industrial. Esta es otra falla de gobierno resultante 
de una política pública mal diseñada.

Por un lado, hay un pequeño grupo de grandes pro-
ductores de azúcar que controlan la mayoría de la pro-
ducción, transformación de azúcar, su distribución y 
exportación. Su costo organizacional para el cabildeo es 
muy bajo, mientras que los beneficios de la protección y 
las actividades de búsqueda de ganancias directamente 
improductivas (DUP) son muy altos. Por otra parte, 
aquellos que se oponen a la protección (principalmente 
los consumidores) son numerosos y pequeños, por lo 
que su organización es costosa e inefectiva. Además, en 
el caso de los productores locales de procesamiento de 
alimentos que utilizan azúcar como insumo industrial, 
cabe mencionar que estas empresas venden sus produc-
tos en el mercado nacional y, en algunos casos, expor-

tan a países centroamericanos en condiciones de libre 
comercio (gracias a la participación de Costa Rica en el 
Mercado Común Centroamericano). Por lo tanto, cual-
quier ineficiencia a través de los precios más altos se 
traslada a los consumidores centroamericanos, quienes 
no tienen incentivos para presionar para la eliminación 
de la protección arancelaria en el azúcar en Costa Rica. 
Estas son las principales fuentes del éxito del cabildeo 
para la protección arancelaria y actividades DUP en la 
industria azucarera nacional.

Los grandes productores de azúcar han logrado 
apoyo político para mantener el proteccionismo y evi-
tar la adopción de políticas de libre comercio. Además, 
la transferencia del poder regulatorio del gobierno a 
una organización monopolista privada que controla 
completamente la industria del azúcar (LAICA) es un 
ejemplo de captura política que permite a los agricul-
tores y molineros controlar la actividad del azúcar a lo 
largo de toda la cadena de valor. 

Aunque en principio, con la aprobación del DR-
CAFTA la protección arancelaria para el azúcar se re-
duciría (al menos las importaciones de azúcar prove-
nientes del mercado estadounidense), esto no sucederá 
en la práctica hasta que Estados Unidos se convierta en 
un exportador neto de azúcar. Un resultado muy im-
probable que preservará el estado de protección de la 
industria azucarera en Costa Rica.

LAICA opera, en la práctica, como un monopolio, 
no solo de facto, sino también de jure, porque la ley 
creó un mandato sin decirlo, pero protegiéndolo con la 
creación de un régimen mixto, a través de la alegación 
de interés público (que no existe), que constituye una 
violación de mandatos constitucionales (Catalayud, 
2016). Es decir, LAICA debería estar sujeta a las dis-
posiciones de los mandatos antimonopolio de la consti-
tución (artículo 46) y la legislación para la competencia 
y defensa de los consumidores. No obstante, en la actu-
alidad controla totalmente la industria del azúcar. 
c.  Balance de la política agrícola

En ambos estudios de caso (arroz y azúcar), se con-
cluye que en lugar de buscar una buena política de de-
sarrollo productivo (con modernización tecnológica, 
inversiones en infraestructura de riego y programas de 
manejo de recursos, I+D, análisis de control de plagas, 
control de degradación del suelo, adaptación a impac-
tos del cambio climático, entre otros), la política princi-
pal dirigida a las industrias del arroz y el azúcar ha sido 
la protección contra las importaciones (con barreras 
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arancelarias y no arancelarias) y controles de precios 
locales. Se trata de dos casos evidentes de fallas de go-
bierno, ya que estos instrumentos no han tenido éxito 
en mejorar la productividad, han creado rentas para un 
pequeño grupo de agricultores, transfirieron ingresos 
de los consumidores a los productores y han manteni-
do los precios nacionales por encima de los precios in-
ternacionales durante años. Todos estos resultados son 
contradictorios con los objetivos de seguridad alimen-
taria y retornos sociales.

El DR-CAFTA ha sido un logro para promover un 
comercio más libre en la agricultura. Este cambio en 
política fue posible debido al particular equilibrio de las 
influencias políticas que una negociación con un socio 
comercial estratégico (como los Estados Unidos) crea. 
Los productores de arroz y los molineros se opusieron 
al acuerdo, pero tenían un poder de negociación lim-
itado en comparación con su fuerte influencia políti-
ca en el ámbito doméstico. Por lo tanto, no pudieron 
lograr la exclusión del arroz de DR-CAFTA, a pesar de 
que obtuvieron ventajas en términos de largos períodos 
de eliminación de aranceles. Por otro lado, la industria 
azucarera tuvo éxito en lograr (en la práctica) la pro-
tección arancelaria permanente de las importaciones 
provenientes de los Estados Unidos.

La intervención óptima del MEIC y el MAG debería 
realizarse a través del Políticas de Desarrollo Producti-
vo (PDP), ya que la baja productividad es el obstáculo 
clave para las industrias del arroz y el azúcar. Los con-
troles de precios y el proteccionismo son políticas falli-
das con resultados negativos para la sociedad. Es nece-
sario trasladar del MEIC y el MAG la administración de 
salvaguardas y medidas de dumping (defensa comer-
cial) hacia COMEX, para cerrar las puertas al cabildeo 
y la presión política de los grupos de interés proteccion-
istas. Las políticas relacionadas con el comercio deben 
ser responsabilidad exclusiva de COMEX, para alinear 
mejor la política del arroz y el azúcar con la agenda de 
apertura e integración global del país.

Asimismo, debe ser abordada la debilidad insti-
tucional dentro del MEIC, donde se pasan por alto los 
análisis técnicos y las recomendaciones basadas en evi-
dencia estadística, ante posibles medidas proteccionis-
tas que afectan a importadores y consumidores. Como 
en el caso de COPROCOM, las limitaciones de las ofi-
cinas técnicas dentro de MEIC señalan la necesidad de 
reformas institucionales. La independencia y la vincu-
lación legal son condiciones necesarias para un trabajo 
transparente y efectivo de entidades responsables de la 

defensa comercial y la política de competencia. Se es-
pera que la nueva Ley de Fortalecimiento de las Auto-
ridades de Competencia contribuya con este objetivo.

5. CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES  
DE POLÍTICA 

Este estudio ha mostrado cómo una economía 
pequeña y abierta, con la democracia más antigua de 
América Latina, ha sido capaz de alcanzar una gran ap-
ertura comercial, a través de un proceso largo y arduo, 
que aún no se ha completado. Analizamos una etapa 
importante y dos casos de estudio que muestran cómo 
se diseña e implementa la política comercial en Costa 
Rica: el DR-CAFTA y el proteccionismo agrícola (arroz 
y azúcar). El análisis de esta etapa y los estudios de caso 
proporcionan importantes conclusiones y recomenda-
ciones para mejorar los resultados de la política comer-
cial en el país.

Encontramos evidencia de que la discusión de DR-
CAFTA fue un enfrentamiento entre dos grupos de in-
terés en oposición: uno que apoya el modelo orientado 
a la exportación y otro que se opone. Asimismo, la dis-
cusión de DR-CAFTA, además del impacto potencial 
del acuerdo en sí mismo, planteó cuestiones para una 
visión más amplia del futuro de la sociedad costarri-
cense. En realidad, la discusión sobre el futuro de Costa 
Rica se enfoca más en abordar temas relacionados con 
cómo hacer que la actual estrategia de desarrollo sea 
más inclusiva y sostenible, que en la continuidad de un 
modelo orientado a la exportación y a la integración 
con los mercados globales. Esto representa una buena 
oportunidad para que las autoridades costarricenses 
aborden, con políticas apropiadas, desafíos que podrían 
mejorar la actual estrategia de desarrollo hacia un may-
or crecimiento económico y más inclusivo.

 	 También concluimos que la formación de 
preferencias de política comercial con respecto al DR-
CAFTA parece que se puede explicar en Costa Rica por 
la combinación de un proceso donde los individuos 
forman sus preferencias basado en algunas circunstan-
cias particulares, como las consecuencias económicas 
personales de un cambio en política (modelos de aba-
jo hacia arriba), y un proceso en el que la élite política 
tiene la capacidad de influir en la opinión pública (en-
foques de arriba hacia abajo).

En el primer caso, presentamos evidencia sobre el 
surgimiento de nuevos grupos de interés a favor del 
modelo orientado a la exportación desde el inicio del 
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Promoción de 
la seguridad 
alimentaria. 

Pequeño Pequeño Pequeño Grande Medio Pequeño Grande 

Partido Acción 
Ciudadana 
(PAC) 

Congreso Legislación Defensa de 
los 
agricultores 
nacionales. 
Promoción de 
la seguridad 
alimentaria 

Pequeño Pequeño Pequeño Medio Pequeño Pequeño Medio 

Partido Frente 
Amplio (FA) 

Congreso Legislación Defensa de 
los 
agricultores 
nacionales. 
Promoción de 
la seguridad 
alimentaria 

Pequeño Pequeño Pequeño Pequeño Pequeño Medio Pequeño 

Intereses de Oposición 

Sector privado                     
Importadores Ejecutivo; 

Congreso. 
Cabildeo; 

Acción legal. 
La 
liberalización 
del mercado. 
Promoción de 
la 
competencia y 
eliminación de 
aranceles y  
barreras no 
arancelarias 

Grande Grande Pequeño Pequeño Grande Grande Medio 

Partidos 
políticos 

                    

Movimiento 
Libertario (ML) 

Congreso Legislación Defensa de la 
liberalización 
del mercado. 
Promoción de 
la 
competencia y 
bienestar del 
consumidor. 

Pequeño Pequeño Pequeño Pequeño Pequeño Pequeño Pequeño 

Otros grupos 
interesados 

                    

Asociaciones 
de 
consumidores  

Prensa; 
Ejecutivo; 
Congreso 

Cabildeo Defensa de la 
liberalización 
del mercado. 
Promoción de 
la 
competencia y 
bienestar del 
consumidor. 

Pequeño Pequeño Pequeño Pequeño Pequeño Pequeño Pequeño 

Participantes 
Actores  

Canales 
de 

Influencia  

Instrumentos Demanda: Beneficios de la  
Acción política   

Oferta: Habilidad para generar  
Acción política  

Predicción: 
Cantidad 
de Acción 

política 
efectiva 

      Objetivo 
principal 

(Incentivos)  

Magnitud Per 
cápita 

Número Cobertura Recursos Costo de 
Organización 

  

Países 
extranjeros 
exportadores 
(representantes 
de empresas y 
gobiernos) 

Ejecutivo Cabildeo; 
Acción legal. 

Promoción de 
exportaciones.   

Grande Grande Pequeño Grande Grande Pequeño Pequeño 

 
Fuente: Compilación de los autores basada en el marco analítico de Baron (2012). 
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proceso de apertura a partir de mediados de la década 
de 1980, así como una relación positiva entre el voto de 
SÍ a favor del DR-CAFTA y la importancia relativa de 
actividades exportadoras en Costa Rica. Así, para estos 
grupos de interés, la continuidad y consolidación del 
modelo orientado a la exportación era de su propio in-
terés. Por otro lado, la importancia relativa del empleo 
en el sector público también explica la formación de 
preferencias en relación con el DR-CAFTA. De hecho, 
la evidencia sugiere una relación negativa y significati-
va entre el porcentaje de empleo público a nivel de dis-
trito y el porcentaje de voto de SÍ, lo que indica que la 
aprobación del DR-CAFTA fue en contra de los intere-
ses de los sindicatos del sector público.

En el segundo caso, los hallazgos apoyan la idea de 
que un partido político particular e influyente en Costa 
Rica (PLN), que estuvo en el poder durante el referén-
dum del DR-CAFTA, movió la opinión pública a favor 
del tratado. Además, nuevas evidencias de entrevistas 
con promotores y opositores del DR-CAFTA, sugieren 
que el trabajo del grupo del SI fue más estructurado, 
específico y estratégico que el del grupo del NO al trat-
ado.

Respecto al proteccionismo agrícola, el modelo cor-
porativo público-privado de CONARROZ y LAICA 
ha creado estructuras de mercado concentradas que 
limitan la competencia y mantienen los mercados cau-
tivos. En presencia de un marco institucional débil y 
propenso a la influencia política de las partes interesa-
das de la industria, las industrias del arroz y el azúcar 
han permanecido altamente protegidas y aisladas de la 
competencia internacional. A pesar del impulso de ap-
ertura esperado con el DR-CAFTA, largos períodos de 
eliminación de aranceles y las excepciones a las reduc-
ciones arancelarias mantendrán el proteccionismo por 
más años. En el caso del arroz, los controles de precios 
y las regulaciones del mercado han estado respaldados 
por las administraciones anteriores y las actuales, prin-
cipalmente por razones ideológicas en este último caso.   

Los aranceles son el instrumento de política más 
ineficiente y regresiva para apoyar la agricultura. Para 
aumentar la competitividad y enfrentar la competen-
cia internacional, los pequeños agricultores necesitan 
incentivos en infraestructura (sistemas de riego, alma-
cenes, caminos rurales e instalaciones de distribución), 
biotecnología (mejora de semillas, manejo de plagas) y 

manejo ambiental (conservación de suelos, adaptación 
al cambio climático). El crecimiento de la productivi-
dad es la cuestión clave. Si los productores locales (es-
pecialmente los pequeños agricultores) no tienen las 
ventajas comparativas y competitivas para producir de 
manera eficiente y rentable, entonces una reasignación 
de recursos a otra alternativa de producción debería ser 
la respuesta tanto empresarial como de política públi-
ca.	

La política agrícola debe basarse en una estrategia 
de suficiencia en lugar de soberanía alimentaria. Esto 
requiere la eliminación de las barreras arancelarias y no 
arancelarias a las importaciones agrícolas y la liberal-
ización de precios en el mercado nacional. El trabajo 
de CONARROZ y LAICA debería apuntar a la mejora 
de la productividad de los cultivos y la agroindustria. 
En el caso de los pequeños agricultores, los incenti-
vos temporales podrían ayudar a superar limitaciones 
productivas. Invertir en infraestructura de riego, var-
iedades modernas de semillas, transporte y logística, 
servicios de extensión, gestión ambiental, sistemas e in-
vestigación y desarrollo (mejora de semillas, tolerancia 
de plagas, atributos nutricionales), son incentivos co-
herentes para lograr una mayor productividad agríco-
la, producción suficiente y precios más bajos para los 
consumidores.

Sin una reforma institucional no será posible reducir 
las actividades de búsqueda de ganancias directamente 
improductivas (DUP) y crear las condiciones para un 
mercado agrícola más competitivo, para asegurar me-
jores precios y mayor calidad para los consumidores. 
Para apoyar a los pequeños agricultores y aumentar la 
productividad es necesario revertir la política actual. 
Además, solo en un nuevo entorno institucional sería 
posible dirigirse al fortalecimiento de las condiciones 
productivas de pequeños agricultores o buscar op-
ciones productivas alternativas en la economía rural. 

Las experiencias de empresas y países exitosos in-
dican que la competitividad en la agricultura depende 
de al menos cuatro aspectos básicos:92  i) Un funcio-
namiento más eficiente del mercado; ii) Una política 
pública activa de apoyo al sector en el corto y mediano 
plazo, enfocada a mejor calidad de producto y mayor 
valor agregado para su transformación y exportación; 
iii) Inversiones públicas y privadas a gran escala en 
investigación y desarrollo, infraestructura especializa-

92 Pratt y Rivera (2003), Banco Mundial (2007), OECD (2017).
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da, educación y formación, inteligencia de mercado 
y comercialización internacional; y iv) la creación de 
conglomerados de agronegocios de clase mundial que 
permitan el desarrollo de nuevos y especializados pro-
ductos y servicios para apoyar la competitividad secto-
rial. 

La mayoría de los mercados de productos básicos 
son residuales, lo que significa que solo una pequeña 
fracción de la producción mundial es comercializada 
internacionalmente. Así, pequeños cambios en la oferta 
o la demanda global pueden tener efectos importantes 
sobre los precios internacionales. Si la estabilidad de 
precios para agricultores locales y consumidores es un 
objetivo político, especialmente para los agricultores y 
hogares más pobres, se podría proporcionar apoyo a 
través de redes de seguridad o subsidios de ingresos, 
en lugar de crear distorsiones con aranceles y controles 
de precios. En este caso, los políticos responsables de-
berían tener una previsión de largo plazo y determi-
nación para adoptar políticas que trasladarían los re-
cursos productivos de la producción de arroz y azúcar 
a otros productos dentro de la agricultura (productos 
no tradicionales) o a actividades productivas rurales no 
agrícolas alternativas como el ecoturismo, los sistemas 
agroforestales y el pago por servicios ambientales. 

En resumen, lo que muestra la historia reciente de 
Costa Rica en el campo de la política comercial es que, 
si bien se ha avanzado mucho en la apertura y, por lo 
tanto, se ha logrado una mejor asignación de recursos 
en la economía, todavía hay actividades económicas 
importantes (principalmente en la agricultura) que 
continúan altamente protegidas. Esta situación genera 
costos significativos para la sociedad, especialmente 

para los consumidores y pequeños productores. El pro-
teccionismo, los controles de precios y la transferencia 
institucional del diseño e implementación de políticas 
a grupos de interés, es un claro ejemplo de una falla de 
gobierno, que no logra mejorar la asignación de recur-
sos y genera distorsiones adicionales que benefician a 
unos pocos a costa de la mayoría de los habitantes.

En el caso de las industrias del arroz y el azúcar, la 
política está influenciada por la falta de visión, inflex-
ibilidad y políticas conflictivas de las agencias guber-
namentales (COMEX versus MEIC y MAG). Además, 
está formada por fuerzas políticas que permiten que 
grupos de interés bien definidos influyan en funcionar-
ios elegidos y no elegidos para crear y mantener políti-
cas ineficientes que permiten a dichos grupos de interés 
capturar rentas económicas (CONARROZ y LAICA). 

Respecto al DR-CAFTA, la continuidad del apoyo 
de políticas, incluso en presencia de dos administra-
ciones de ideología de centroizquierda, se ha manteni-
do. Además, las autoridades de COMEX han apoyado 
activamente el modelo de apertura comercial, a pesar 
de sus diferentes afiliaciones políticas. El papel princi-
pal de COMEX (por ley, responsable de negociar acu-
erdos comerciales con un marco institucional sólido), 
contrasta con el MAG y el MEIC, que tradicionalmente 
han mostrado preferencias intervencionistas y simpatía 
política con la búsqueda de proteccionismo.

Costa Rica requiere reformas institucionales para 
concentrar todos los instrumentos de política de alca-
nce comercial en COMEX (incluyendo los mecanismos 
de defensa comercial) y dedicar el trabajo del MEIC y el 
MAG en intervenciones para mejorar la productividad 
y la competitividad a través de Políticas de Desarrol-
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